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Prefacio

¿Cómo se debería entender al continente americano? Analizar América Latina 
no es sencillo. Al comenzar la investigación para redactar este libro se esta-
bleció contacto con colegas de distintas áreas y países. El objetivo era reforzar 
las reflexiones vertidas en este texto con argumentos y opiniones nutridas de 
diversidad. También implicaba un soporte metodológico para validar hipóte-
sis. No obstante, lejos de arrojar luces sobre lo que se buscaba analizar, la di-
versidad de perspectivas revelaba la necesidad de reflexionar profundamente 
sobre lo que implica analizar América Latina como región. En estudios pre-
vios, esto ya ha sido abordado, si algo caracteriza a la región es su diversidad 
y heterogeneidad.

Parte del aporte de este texto es romper con imaginarios que romantizan o 
caricaturizan a la región. Hablar de América Latina y El Caribe demanda en-
trever un entorno problemático, donde no todo está tan mal, pero que definiti-
vamente tiene elementos que requieren reformas profundas. Hay excepciones, 
“outliers” estadísticos, pero incluso los países que sobresalen o son el ejemplo 
de lo que no se debe hacer pueden encontrar reflejos en el resto de los países 
de la región. Es más, desde el exterior, muchas veces la región es vista como un 
todo único. Si bien hay subdivisiones que atienden a las subregiones, el enten-
der de los países de la región suele ser aglutinante. Esto difícilmente cambiará 
en el corto y mediano plazo. En consecuencia, la región es, aunque no quiera 
serlo.

Precisamente en este libro se encuentran algunas reflexiones que operan más 
en el deber ser que en el ser. En su mayoría, las propuestas aquí planteadas 
no son medidas a corto plazo. Y aquí se debe confirmar un sesgo como autor, 
pues no se considera que las salidas para la región están en medidas cortopla-
cistas. Al contrario, lo único que parece haberse probado como eficiente ha 
sido la implementación de procesos integrales, que se traducen en cambios en 
los modelos educativos y van acompañados de inversión en infraestructura y 
modernización del Estado, e incluso estos ciclos pueden resultar contraprodu-
centes cuando el populismo, la falta de sostenibilidad o interferencia externa 
se hacen presentes.

Escribir este texto ha sido particularmente complejo. La cercanía con el objeto 
de estudio ha provocado que el deseo de ver a la región mejor se interponga, 
incluso llegando a provocar largas pausas de reflexión sobre qué se puede 
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hacer realmente para corregir el rumbo. Si bien, el texto no pierde el rumbo 
académico y los datos y variables cuentan con su debido respaldo, se debe 
admitir que este libro mira a la región con la lupa de su autor. ¿Esto hace el es-
fuerzo menos válido? Se espera que no. A pesar de que es solo una perspectiva 
dentro de un amplio espectro se trata de una mirada que procura contemplar 
los principales elementos de discusión en los ámbitos de la economía, política 
y la seguridad regional.

El objetivo de este texto no es sino el de complementar las visiones de sus lec-
tores con datos, casos de estudio y claridad teórica. Se espera que este texto 
pueda generar debate, incluso oposición; pero siempre con el objetivo de que 
dicho debate esté acompañado de reflexión, investigación y evidencia que res-
palde los argumentos. Esto es algo que falta mucho en la región y que, si los 
lectores de estas páginas rescatan, ya será una victoria. Sin embargo, la victoria 
más grande y esperada está en que ese debate se traduzca en resultados. La 
gente de la región enfrenta más problemas de los que le competen, y en térmi-
nos de justicia, la región ha lidiado con más abates de los que se merece. 

Si en algo se puede aportar a no solo depender de la resiliencia del pueblo de 
América Latina y del Caribe, sino que se mitiguen los males que lo agobian, 
entonces los objetivos de este libro estarán satisfechos.
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Introducción

¿Cómo se debería entender al continente americano? ¿Es una región o es una 
suma de regiones? Dependiendo a quien se realice la pregunta se tendrá una 
variedad de respuestas. Para algunos, la división se tiene que hacer entre las 
potencias anglosajonas, Estados Unidos y Canadá, frente al resto del continen-
te en desarrollo, dejando a América Latina y El Caribe (LAC) como la contra-
parte. Para otros sectores, la división es incluso más meticulosa, y El Caribe 
debería entenderse desde su propia realidad, tanto en términos geográficos, 
como históricos, políticos y económicos. En otros espacios se prioriza la cues-
tión idiomática, América Latina hace referencia justamente al uso de lenguas 
latinas incluyendo al español, portugués y francés. Esta aproximación deja de 
lado a varias islas del Caribe, así como a Guyana y Surinam (e incluso Beli-
ce). Para otros, Latinoamérica atomizarse una vez más y se debe distinguir a 
Hispanoamérica del resto de países, como lo plantea el periodista y escritor 
argentino Martín Caparrós (2021) “Ñamérica” es un continente en sí mismo.

Retomando la cuestión geográfica, también existe la aproximación subregio-
nal, por ejemplo, muchos procesos y proyectos separan Centroamérica de Su-
ramérica. Es más, dentro de Suramérica se suele dividir a la región andina 
del llamado Cono Sur. De esta forma al hablar de América se habla de un 
continente de regiones, realidades que entrelazan y dividen. Y aunque, en la 
perspectiva más sencilla lo ideal sería realizar reflexiones particularizadas, lo 
cierto es que resulta casi imposible ignorar las semejanzas que provocan gene-
ralizaciones. La realidad del continente es heterogénea, pero al mismo tiempo 
sus retos son comunes. La lucha por alcanzar el desarrollo no es esquiva en 
ningún país, con la excepción de Estados Unidos y Canadá, y la historia que 
los conecta, a lo que se suman los esfuerzos por no distanciarse demasiado, 
ameritan un análisis colectivo.

En este sentido, este libro apunta a presentar un análisis general sobre las con-
diciones socioeconómicas, políticas y de seguridad sobre el entorno que co-
rresponde a ALC. A través de la compilación de los datos más relevantes sobre 
la coyuntura de la segunda década del siglo XXI se busca contribuir con el aná-
lisis para la toma de decisiones estratégica. Entendiendo que la realidad del 
Ecuador depende en gran parte de aquello que ocurre en su entorno más cer-
cano, resulta fundamental tratar de reducir la incertidumbre a través del aná-
lisis de factores como la pobreza y la desigualdad en la región, el crecimiento 
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y fortalecimiento de tendencias políticas con alcance regional, la pérdida de la 
confianza en la democracia como modelo de gobierno, así como el incremento 
de la inseguridad a nivel interno de gran parte de los países de ALC.

Comprender las tendencias analizadas en este texto no solo ayuda a entender 
mejor la región desde la perspectiva de los por qué y los cómo de varias de las 
tendencias en los ámbitos sociales, económicos, políticos y de seguridad, sino 
que también ayudará a nutrir la capacidad de encontrar mejores soluciones a 
las problemáticas y conflictos que la aquejan. De la misma manera, contemplar 
los distintos elementos que se abordan en este estudio debe servir como una 
bandera roja para evitar caer en un ciclo de conformismo, y aceptar que los 
éxitos de las últimas décadas no son suficientes como para renunciar a la bús-
queda de mejores prácticas y herramientas de parte del Estado.

Si bien la sociedad es una suma de distintas individualidades y no se debería 
permitir un escenario en el que el individuo se vea invisibilizado dentro de 
una masa sin rostros y distinciones, resulta fundamental comprender que el 
éxito de la humanidad y de las civilizaciones radica en la cooperación y la 
suma de esfuerzos colectivos. La complementariedad del esfuerzo de las so-
ciedades permite a los individuos más brillantes o capacitados alcanzar el éxi-
to, incluso en entornos de adversidad los méritos individuales terminan sien-
do útiles para la mayoría cuando los grandes descubrimientos, experimentos o 
buenas prácticas se distribuyen. De no existir divulgación, no existe mérito en 
el descubrimiento, y de no existir una comunidad que se beneficie de lo nuevo, 
simplemente se mantendría lo antiguo.

En este sentido, ALC enfrentan el gran reto de que su colectividad alcance los 
mismos beneficios de forma amplia, en lugar de que se concentre de forma 
ineficiente en sectores que posteriormente son incapaces de llevar vidas tran-
quilas o plenamente satisfactorias. Como se verá en este libro, este no es solo 
un problema de índole filosófico o moral, sino que incide de manera directa en 
la productividad, en la estabilidad de sus sistemas políticos, en la seguridad 
de sus ciudadanos e incluso en el rol que cumplen los países de ALC en el 
mundo. De esta manera, se invita al lector de este texto a aceptar la incómoda 
realidad y a apropiarse del interés de encontrar soluciones para esta situación, 
incluso más allá de las planteadas en la sección de conclusiones de este texto.

Las fracturas internas de la región, las malas administraciones políticas, la in-
cidencia extrarregional y la cada vez más fuerte influencia de los actores no 
estatales, sobre todo de aquellos que operan por fuera de la ley, son variables 
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que se analizan a lo largo de este texto. El gran reto está en pensar extraterri-
torialmente, comenzar a tomar acciones comunes que permitan a la ciuda-
danía entenderse como parte de un todo más extenso, con mayores recursos 
y capacidades para responder a los retos del siglo XXI. Esta es una tarea que 
corresponde a la razón y al sentido común, pero que implica desafiar modelos 
mentales enraizados en una identidad mal constituida, que beneficia a muy 
pocos y orilla a la mayoría a enfrentar más retos de lo necesario.

Este texto está dividido en tres secciones que abordan las tendencias socioeco-
nómicas, sociopolíticas y de seguridad de ALC, así como una sección final que 
sirve como un segmento de conclusiones y recomendaciones. El primer capí-
tulo evalúa la coyuntura económica de ALC, enfocándose en las condiciones 
de pobreza y de desigualdad. En el análisis se ha encontrado una condición ge-
neral que es capaz de explicar gran parte de las tendencias que atraviesa ALC. 
La pobreza es un reto común para la humanidad en el siglo XXI, pero cuando 
se combina con factores de desigualdad este problema se agrava y se vuelve 
un campo de cultivo para otra serie de desafíos. Bajo este marco, el primer 
capítulo de este libro aborda a la pobreza y a la desigualdad económica como 
núcleos de los problemas de ALC. Como una de las conclusiones se plantea 
que ambos problemas tienen que entenderse como una diada inseparable, de 
no hacerlo, la región estará condenada a un rol secundario por el resto de la 
historia, en tanto se mantenga el orden internacional vigente.

Teniendo el mal de origen, el segundo capítulo destaca cómo la coyuntura 
de pobreza y desigualdad se traduce en un sistema sociopolítico anclado a la 
insatisfacción. Este capítulo reflexiona acerca de distintos elementos del orden 
político, desde los niveles de confianza en la democracia, a la penetración de 
tendencias políticas antiestatales, la situación actual de las fuerzas de izquier-
da, el rol y coyuntura de la integración regional, y el contexto de las minorías 
sociales. De forma general se plantea que existe un sentimiento extendido de 
inconformidad sistémica evidenciado en las tendencias políticas, tanto a nivel 
local como regional. Esta inconformidad es problemática no solo porque gene-
ra fracturas sociales, sino porque abre las puertas a actores cuyos intereses no 
solo que están por fuera de la ley, sino que directamente carecen de interés en 
el bien común.

Dando seguimiento a esta coyuntura, el tercer capítulo señala a la inseguri-
dad como una consecuencia con efectos insidiosos en las problemáticas que 
le dieron origen. El crecimiento del Crimen Transnacional Organizado (CTO) 
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es entendido como una respuesta a la pobreza, a la desigualdad y, en general, 
a la inconformidad sistémica. Atado también a tendencias globales como el 
mundo pospandemia y la fractura cada vez más amplia del orden internacio-
nal liberal basado en reglas, la inseguridad es una amenaza latente para ALC 
que potencialmente puede resquebrajar el mismo rol del Estado. En esta sec-
ción se evalúan tendencias y, al igual que en los capítulos previos, se destacan 
algunos casos de particular relevancia que ejemplifican la coyuntura vigente 
al momento de escribir este libro. De esta forma, se estudian algunos factores 
importantes de uno de los casos de aparente éxito en la lucha contra la insegu-
ridad: El Salvador, encontrando algunos elementos de alerta que desaconsejan 
tomar al caso salvadoreño como uno ejemplar y de éxito.

Finalmente, la última sección responde a una serie de reflexiones generales 
sobre retos adicionales que enfrenta la región en otros frentes, desde lo am-
biental a los severos cambios que está enfrentando el sistema multilateral. 
Como conclusión presente a lo largo de este texto, se rescata la necesidad de 
mantener la agenda de integración regional como una prioridad activa, aun-
que se reconoce también que la coyuntura actual no se presta para un proceso 
de articulación que supere a los múltiples intentos previos de establecer una 
agenda común. ALC parecería sumida en una eterna condena de unidad en 
la desunión, esto podría cambiar en función del cambio de mentalidad de su 
población, o al menos un cambio en la forma de ver el mundo de sus élites 
políticas. En este sentido, este libro es apenas una nueva invitación a encontrar 
en la evidencia compilada un motor para que la región deje atrás un rol de 
dependencia y subdesarrollo.
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Capítulo I: La región más desigual del mundo

El mundo enfrenta un entorno complejo. El siglo XXI no ha dejado de ser 
un período en el que el ser humano deba enfrentar a la muerte por esca-

sez en el día a día. Después de los horrores de la Segunda Guerra Mundial, la 
disputa sobre el sistema que lideraría a la humanidad hacia la prosperidad se 
llevó entre el capitalismo de Occidente y la propuesta comunista (que nunca 
logró concretarse) liderada por la Unión Soviética. La competencia entre am-
bos modelos dinamizó los esfuerzos para demostrar qué modelo era el más 
conveniente para la especie. Tras el colapso de la Unión Soviética, a pesar de 
la consolidación del capitalismo como sistema económico global, y de que sus 
promotores y defensores más acérrimos sostienen que es el único modelo de 
éxito y prosperidad, la pobreza sigue siendo un mal que afecta a prácticamen-
te todas las sociedades del mundo.

Para alguno de los lectores el debate entre capitalismo y comunismo puede 
resultar innecesario. Sin embargo, al hablarse de ALC es importante destacar 
que las fuerzas del capitalismo global y local hicieron todo el esfuerzo necesa-
rio para impedir la consolidación de cualquier modelo alternativo. Y aunque 
los movimientos socialistas han participado ocasionalmente del poder en la 
región, sobre todo las primeras décadas del siglo XXI, se debe destacar que la 
pobreza vigente corresponde en gran parte a los sectores capitalistas, aunque 
varios de los avances en la lucha contra este problema también podrían serles 
atribuidos. Paralelamente, se puede argumentar que la dialéctica entre ambas 
fuerzas ideológicas/sistémicas ha contribuido a la constitución de los aparatos 
actuales y, más allá de la responsabilidad, se puede entrever un desafío común 
para cualquiera de las dos aproximaciones, o un potencial tercer sistema.

En este sentido, es importante reconocer que la tasa mundial de pobreza 
extrema pasó del 37,8% al 8,4%, entre 1990 y 2019, y tiene una proyección de 
bajar al 6.8% para 2030 (Yoshida y Wu, 2022). Este es un mérito significativo y 
suele ser obviado dentro de la coyuntura de permanente visibilización de los 
agravios humanos. No obstante, también se debe señalar la velocidad de re-
ducción de la pobreza ha bajado en los últimos años (World Bank, 2022) y que 
la reducción de esta pobreza no ha sido distribuida de forma equitativa en to-
das las regiones del mundo (Caparrós, 2014). Además, la cifra vigente está por 
debajo de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) y las metas del Banco 
Mundial, y este es un problema que se vuelve más visible cuando se entiende 
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que ese “pequeño” porcentaje de personas luchando por su supervivencia re-
presenta entre 648 y 685 millones de personas.

Para entender la magnitud de esta cifra, se puede decir que, si se toman los 
685 millones de personas, esto equivale a poco más del doble de la población 
de todos los Estados Unidos, así como tres veces la población de Brasil, prác-
ticamente cinco veces y media la población de México, más de trece veces la 
población de Colombia, más de 38 veces la población de Ecuador, y casi 200 
veces la población de Uruguay. La magnitud de esta relación es visible en la 
Figura 1. Es importante recordar que a la pobreza extrema se la entiende como 
“la situación en que no se dispone de los recursos que permitan satisfacer al 
menos las necesidades básicas de alimentación” (Naciones Unidas, 2010, p. 
25). Con menos de un dólar al día, millones de personas, de los cuales una 
parte significativa son menores de edad, luchan día a día para no morir de 
inanición.

También se debe tener en cuenta que la pobreza extrema se manifiesta en su 
impacto en el largo plazo en la vida de los individuos, sobre todo en términos 
de calidad y desempeño. Las personas en extrema pobreza tienden a enfrentar 
índices de mortalidad más altos, mayor riesgo de padecer enfermedades men-
tales, enfermedades crónicas y en general, vidas más cortas (Singh y Siahpush, 
2006; Braveman et al., 2010; Mode, Evans, y Zonderman, 2016; Gordon y Som-
mers, 2016). Al mismo tiempo, un amplio porcentaje de las personas que viven 
en pobreza y extrema pobreza son menores de edad. Los menores de edad 
que crecen en pobreza empiezan su vida con grandes retos, de los cuales pro-
bablemente el más importante sea un elevado índice de mortalidad causado 
por la desigualdad (Burnstein et al., 2019), pues “por lo general, la mortalidad 
infantil alcanza puntos de máxima en las zonas más pobres, donde suelen con-
centrarse las minorías étnicas, determinados grupos religiosos, poblaciones in-
dígenas y otras comunidades marginadas” (Bachelet, 2019).

Si superan esta etapa, y rompen con la etapa inicial del círculo de la po-
breza, se debe señalar que los efectos de crecer en la pobreza son insidiosos. 
Esto genera individuos y comunidades más inestables y más inseguras, como 
producto de la reducción en la capacidad de aprendizaje, atado a retrasos en 
el desarrollo de capacidades mentales por la desnutrición crónica infantil (un 
problema que se agravó como consecuencia de la pandemia), la improducti-
vidad, asociada a la falta de oportunidades y educación de calidad, los efectos 
en la salud mental, afectada por las condiciones de violencia intrafamiliar y co-
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munitaria, y en general, la falta de esperanza y mecanismos para romper con 
el círculo de la pobreza (Banerjee y Duflo, 2011; Caparrós, 2014; Evans, 2016; 
OACAS, S.f.; LAPOP, 2021; Troller-Renfree et al., 2022).

Figura 1
Representación comparativa de la extrema pobreza global

Parte de lo crítico de la cuestión se hace más evidente cuando se entiende 
que la pobreza se expande aún más cuando comprendemos que estas cifras 
solo hacen referencia a personas que viven como menos de USD 2.15 al día, 
que desde 2022 reemplaza a la línea de USD 1.90 al día que estaba vigente des-
de 2011 (World Bank, 2022). Este salto es fundamental, pues está adaptado a la 
media de la línea de la pobreza de los 28 países más pobres del mundo, lo que 
genera una perspectiva mucho más sincera del ingreso mínimo, incluso en las 
peores condiciones para la supervivencia. Sin embargo, se debe reconocer que 
esta condición habla apenas de un rubro mínimo para cubrir costos de alimen-
tación, pasando por alto otros elementos básicos de la vida digna.

Por eso, las líneas de 3.65 dólares al día para países de ingreso medio-bajo 
y de 6.85 dólares al día para países de ingreso medio-alto tienen que ser to-
madas en cuenta para entender la verdadera magnitud del problema (World 
Bank, 2022). Frente a esta realidad la cifra de pobreza pasa a un 23.6% de la 
población global, tomando como referencia el monto de 3.65 dólares al día, lo 
que representa 1831 millones de personas en situación de pobreza. Esta cifra 
aumenta drásticamente cuando se utiliza como referencia un ingreso de 6.85 
dólares al día, dejando como resultado un 46.9% de la población global, equi-
valente a 3634 millones de personas (Tetteh Baah et al., 2023). Frente a estas 
cifras, el 6.8% presentado inicialmente empieza a parecer una cifra maquillada 
de la realidad.
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Con estos antecedentes, la Figura 2 es una representación gráfica de la reali-
dad global en términos de la distribución de la riqueza. Si a cada a cada cuadro 
se le atribuye la representación de un punto porcentual de la humanidad, es 
posible observar que, ventajosamente, la mayoría de la cuadrícula ha logrado 
superar la pobreza extrema. La mayoría de la humanidad no está expuesta a 
condiciones de inanición y eso debe ser valorado como un esfuerzo colectivo. 
Este es un logro significativo para la especie humana y demuestra que los es-
fuerzos planteados en los Objetivos de Desarrollo del Milenio y los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible no han sido en vano. No obstante, también es posible 
ver que un segmento considerable de la humanidad aún enfrenta el problema 
de la pobreza como una realidad propia. Es importante señalar que la imagen 
podría ser engañosa en términos de distribución de la riqueza, por eso se ha 
señalado la primera cuadrícula que representa al 1% más rico del mundo.

Figura 2
Representación de la pobreza global 

Nota: Datos tomados de Yoshida y Wu, 2022; Tetteh Baah et al., 2023
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Precisamente por ello, y como complemento a la Figura 2, la Figura 3 ejem-
plifica la dramática brecha de distribución de la riqueza global. Casi la mitad 
de la riqueza del mundo está concentrada en el 1% más rico de la población. 
De esta manera, 45.8% de la riqueza global pertenece al grupo de la humani-
dad de alrededor de 51 millones de personas que tienen riquezas acumula-
das superiores al millón de dólares (Deshmukh, 2021; World Inequality Lab, 
2022). Por otro lado, se ve que 52.8% de la riqueza global está distribuida en-
tre el 43.9% de la población; en esta categoría se dividen entre aquellos que 
ostentan riquezas entre 100 mil y un millón de dólares (39.1% de la riqueza 
global y 11.1% de la población) y de entre 10 mil y 100 mil dólares (13.7% de 
la riqueza global y 32,8% de la población). Esto deja al 55% de la humanidad, 
es decir 4400 millones de personas, con apenas el 1,3% de la toda la riqueza 
(Deshmukh, 2021). “De media, la mitad más pobre de la población posee 2.900 
euros PPA por adulto, es decir, 4.100 dólares, y el 10% más rico posee 550.900 
euros (o 771.300 dólares) de media” (World Inequality Lab, 2022). El contraste 
es drástico y sirve de factor explicativo para muchos de los retos y motivos de 
conflicto del siglo XXI.

Figura 3
Representación de la distribución de la riqueza global

Nota: Datos tomados de Deshmukh, 2021.
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Como complemento, la Figura 4 representa un mapa global en el que se 
señala el porcentaje de la riqueza nacional que concentra el 80% menos rico 
de la población. Salvo contadas excepciones en Europa, como Países Bajos, 
Bélgica, Noruega y Eslovenia, no existen países que superen la concentración 
de un 30% de su riqueza nacional en el 80% de su población. Tal vez algu-
nas personas encuentren argumentos para justificar esta distribución desde 
la perspectiva del esfuerzo y variación en la productividad. No obstante, este 
tipo de coyunturas contribuyen negativamente al pleno desarrollo de la ciu-
dadanía y genera una brecha, muchas veces insalvable, entre segmentos que 
son incapaces de reconocer las necesidades y realidades ajenas. El problema 
se agrava cuando las élites son incapaces de reconocerse como tales o, peor 
aún, cuando a consciencia de su posición por encima del resto de la población 
tratan de perpetuar este modelo, incluso a través de la violencia.

Figura 4
Porcentaje de la riqueza nacional concentrado en el 80% más pobre

Nota: Adaptado de Mathisen, 2023.

Específicamente para el caso de ALC se encuentra que alrededor de 201 mi-
llones de personas, que representan al 32.1% de la población total de la región, 
viven en situación de pobreza, y que de esta cifra, al menos 82 millones (13.1% 
de la población regional) se encuentran en pobreza extrema (CEPAL, 2022a). 
También se ha encontrado que el 10% más rico de la región tiene ingresos 22 
veces más grandes que el 10% de la población (Busso y Messina, 2022), y que 
ALC es la tercera región que percibe menos ingresos en promedio y concentra 
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menos riqueza en promedio del mundo (World Inequality Lab, 2022). Y ante 
esto se debe señalar que la pandemia de COVID-19 contribuyó negativamente 
a la lucha contra estas condiciones, por lo que podría haber un efecto no solo 
de desaceleración en la lucha, sino también de incremento de la pobreza en el 
corto plazo (World Inequality Lab, 2022). Al respecto, el Secretario Ejecutivo 
de la CEPAL, José Manuel Salazar-Xirinachs ha planteado que “la cascada de 
choques externos, la desaceleración del crecimiento económico, la débil recu-
peración del empleo y la inflación al alza profundizan y prolongan la crisis 
social en América Latina y el Caribe” (CEPAL, 2022b).

La falta de información confiable es otro de los problemas que enfrenta la 
región en esta materia, sobre todo para establecer una hoja de ruta que permi-
ta aplicar estrategias comunes a problemas semejantes. Una de las cifras que 
permite contrastar la brecha entre países y sus concepciones de pobreza es la 
línea de pobreza nacional. Como lo muestra la Tabla 1, a pesar de que el nivel 
de pobreza extrema de 2.15 dólares al día ha sido casi superada en la mayoría 
de países de la región, las instituciones de estadística siguen reflejando valores 
que, salvo excepciones puntuales, superan las dos cifras porcentuales. La va-
riación de lo que cada país establece como línea de pobreza también afecta la 
forma en la que se entiende el problema, pues esto suele estar alineado con la 
canasta básica, cuestión que varía de país a país. Finalmente, los casos en los 
que ni siquiera se dispone de información clara son problemáticos, tanto des-
de lo técnico como desde lo ético, debido a que malos gobiernos pueden usar 
la ausencia de información para engañar a la población y a organismos inter-
nacionales. En este sentido, una de las tareas pendientes de la región es contar 
con medios claros de compilación de estadística y definir valores comunes que 
permitan enfrentar a los desafíos de forma articulada.

Tabla 1
Porcentaje de población de ALC por debajo de la línea de pobreza
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Nota: Elaborado con base a datos tomados de: United Nations Development 
Programme and Oxford Poverty y Human Development Initiative, 2023; Ma-
crotrends 2023a; 2023b; 2023c; Iniciativa Panamá sin Pobreza, 2023.

La pobreza en ALC es distinta, en parte por la riqueza de su tierra y cli-
mas, naturalmente El Caribe y su insularidad representan un limitante, pero 
la mayoría del resto de países tienden a tener una importante capacidad pro-
ductiva en términos agrícolas, pesqueros o ganaderos. Por ejemplo, Uruguay 
cuenta con un 80.4% de tierra agrícola, México un 50%, Colombia un 38.5%, 
Brasil un 28.6% y Venezuela un 24.4% (Banco Mundial, 2023a)1. Por supuesto 
que la potencial prosperidad productiva no ha logrado traducirse en plena 
distribución para todos. Coloquialmente se suele hablar de que sólo hace falta 
botar una semilla en el suelo para que crezca un árbol frutal, o que basta con 
estirar la mano para alcanzar una fruta. Sin embargo, las cifras reflejan que la 
situación es más compleja. Frente a esto también se tiende a señalar que la vida 
comparativamente más sencilla en la región ha hecho a su población menos 
precavida e incluso más perezosa que otras comunidades humanas que habi-

1  Se debe señalar que este potencial no se traduce directamente en tierra cultivada, ni en una apropiada distribución 
ni uso de la tierra. Para destacar este hecho se tiene como ejemplo Haití, que tiene un 65.1% de tierras agrícolas, y a 
pesar de ello no ha logrado traducir esto en una solución para sus altos niveles de pobreza y hambre.
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tan en latitudes menos privilegiadas. Con esto se han mantenido las ideas de 
Montesquieu sobre cómo la vida en el trópico hace a la gente menos diligente 
y con una ética de trabajo inferior a la de aquellos que viven en climas más 
complejos.

La “pereza” en la región es caricaturizada y permanente reflejada en la cul-
tura popular en distintas facetas. La idea de que los “pobres son pobres por-
que quieren” está internalizada para muchos. Incluso que los programas de 
asistencia social, defendidos desde el desarrollismo y con amplia evidencia de 
éxito (DFID, 2005; Lindert, Skoufias y Shapiro, 2006; Barrientos y Scott, 2008; 
Hagen-Zanker et al., 2016; Papadopoulos y Velázquez Leyer, 2016; Abramo, 
Cecchini y Morales, 2019), son entendidos y enfrentados como un problema 
porque “generan vagancia”, con gente que “solo vive del Estado y de sus bo-
nos”; algo que por poner un ejemplo, en la cultura argentina se conoce como 
los “planeros”. Con esto se considera que se generan redes clientelares entre 
políticos y electores, que entregan el dinero público de forma irresponsable e 
insostenible, para a su vez capturar fondos del Estado en beneficio propio. Sin 
embargo, el imaginario de la pereza también ataca al Estado, desde la pers-
pectiva popular, se piensa que los políticos (y los burócratas) no sólo se apro-
vechan del poder, sino que también son “vagos” y “no hacen nada”. Una ley 
de mínimo esfuerzo se aplicaría tanto desde gobernantes como gobernados, 
lo que explicaría, en parte, la falta de posicionamiento de los intereses de la 
región en la agenda global, frente al norte global. 

¿Pero, es realmente la coyuntura climática la que ha provocado este modelo 
de subdesarrollo? Al respecto se han levantado algunos estudios que pare-
cieran validar los imaginarios. Por ejemplo, Piergallini (2016) plantea que la 
postura de Montesquieu se ve reforzada en la evidencia levantada entre 1980 
y 2013, encontrando que los países ubicados en el trópico ven su desarrollo 
económico impactado por su posición geografía. Ahora bien, el mismo estudio 
plantea que las instituciones, como la democracia, el imperio de la ley y la pro-
tección de los derechos de propiedad contribuyen a luchar contra la pobreza y 
la falta de desarrollo, aunque de forma limitada. El reto es complejo, pues no 
solo basta con intervenir adecuadamente, sino que existen factores estructura-
les que pujan en contra de las acciones para mejorar la coyuntura económica, 
política y social de la gente.

Por otro lado, Oumer, Maseland y Garretsen (2020) encuentran que, aunque 
los climas fríos tienden a generar culturas de trabajo más dedicadas, esto no 
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se traduce necesariamente a un mejor nivel de desarrollo económico. Lo inte-
resante de ALC es que, al tener una diversidad de pisos climáticos tan amplia, 
muchos podrán entrever ─desde lo anecdótico a lo evidente─ que incluso en 
países con climas más fríos o más cálidos las tendencias culturales varían y 
que, aunque el clima puede contribuir efectivamente a afectar la cultura labo-
ral, esto no implica ipso facto que dichas zonas del país son las más prósperas. 
En los países andinos incluso suele existir una competencia regionalista entre 
las personas que habitan en las zonas montañosas frente a aquellas que viven 
en las costas o en las regiones amazónicas, en las que se habla que aquellos 
que viven en las zonas frías suelen ser más “parcos”, “aletargados” y menos 
“vivos” que sus compatriotas de zonas más cálidas.

Es decir, es cierto que la misma biología humana responde de forma dife-
rente a trabajar en un clima extremo, ya sea en el calor o en el frío, a hacerlo 
en condiciones templadas y óptimas, pero esta no puede ser la única variable 
para tomar en cuenta. Aceptar estos argumentos como un todo englobante 
exponen a una sobresimplificación del problema, justificando la falta de de-
sarrollo económico a una cuestión netamente climática y lavando la cara a 
las potencias globales que durante siglos han mantenido relaciones de poder 
asimétricas con el mundo en desarrollo, extrayendo recursos y bloqueando las 
oportunidades de liderar sus propios procesos políticos y sociales. Por otro 
lado, también es importante destacar que los cambios tecnológicos han muta-
do la forma en la que se trabajaba en la época de Montesquieu frente a la reali-
dad moderna. En consecuencia, no se puede anclar a la región a concepciones 
que van variando conforme la humanidad va evolucionando.

Precisamente por ello, las cadenas del “en vías de desarrollo” deben en-
tenderse solo en el marco histórico del proceso de explotación y expoliación 
al que fue sometida la región, tanto en el marco de su colonización, como su 
posterior relación frente a los países desarrollados. ALC no solo es tropicali-
dad, como se rescataba previamente, la región está compuesta por una amplia 
gama de pisos climáticos y realidades ambientales. Desde la selva amazónica 
a los páramos andinos, así como las estepas de la Patagonia y el cruel desierto 
de Atacama o el de Sonora. El territorio de ALC permite cultivos diversos y 
es origen de varios de los alimentos más consumidos a nivel mundial como la 
papa, el tomate, el maíz, el cacao, y el aguacate. Debido a su fertilidad también 
se ha transformado a la región en una importante fuente de otros productos 
que originalmente pertenecían al “viejo mundo”, como la soya, el trigo, el café, 
la caña de azúcar, así como de varias frutas entre las que destaca el banano. 
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ALC también cuenta con algunos de los exportadores más importantes de car-
ne de vaca y cerdo, así como el cultivo de camarón y la pesca de atún y otras 
especies marinas que completan las alacenas y supermercados del resto del 
mundo.

Y, a pesar de ello, ALC sigue siendo vista por encima del hombro por mu-
chos, ignorando su importancia, no solo en el modelo de consumo y calidad de 
vida modernas, sino también en el rol nuclear que el continente ha tenido en 
el crecimiento del norte global y que actualmente está teniendo en el despunte 
de la competencia hegemónica entre Estados Unidos y China. Su población 
parece distante a este rol, aunque en su momento Galeano, que luego se arre-
pentiría, se animó a escribir:

La pobreza masiva, clave del éxito de una economía volcada al exterior, 
impide el crecimiento del mercado interno de consumo en la medida ne-
cesaria para sustentar un desarrollo económico armonioso. Nuestros paí-
ses se vuelven ecos y van perdiendo la propia voz. Dependen de otros, 
existen en tanto dan respuesta a las necesidades de otros. (Galeano, 2004, 
p. 353)

En cualquier caso, es importante destacar que no todo es negativo. Defini-
tivamente la especie humana ha logrado mejorar las condiciones mínimas de 
subsistencia, alejando a la muerte como una realidad latente. En ocasiones la 
narrativa de pobreza en ALC, bastante inconformista con su realidad local, 
ignora el hecho de que 5 de cada 6 personas pobres habitan en África Subsa-
hariana y Asia del Sur (United Nations Development Programme and Oxford 
Poverty y Human Development Initiative, 2023). Lejos de ser una excusa para 
olvidar la pobreza local, este dato debería servir como punto de partida para 
repensar la narrativa y para que los tomadores de decisión orienten los esfuer-
zos más allá de las posturas demagógicas. Es fundamental empezar a diseñar 
modelos de lucha contra la pobreza que se enfoquen en su problema de origen, 
aprovechando las capacidades estructurales ya asentadas (recursos naturales, 
capital social, posición geoestratégica privilegiada).

 Uno de los puntos de partida está en enfrentar el 3% de la pobreza mul-
tidimensional del mundo, lo que equivale a 33 millones de personas, que ha-
bitan en ALC (United Nations Development Programme y Oxford Poverty y 
Human Development Initiative, 2023). Esto es algo que es posible gestionar a 
través de inversiones inteligentes y concretas en los apartados de educación, 
salud y estándares de vida. Algunos casos de éxito global en la reducción de 
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la pobreza multidimensional se encuentran en ALC, por ejemplo: República 
Dominica, Guyana, Honduras y Nicaragua han logrado reducir a la mitad este 
índice durante el siglo XXI; Perú y Surinam, de hecho, lo lograron dos veces en 
dos ciclos de tiempo distinto (United Nations Development Programme and 
Oxford Poverty y Human Development Initiative, 2023). Esto no significa que 
la pobreza haya sido derrotada por completo, solo significa que el problema se 
va reduciendo paulatinamente y existen algunos países en la región a los que 
hay que tomar en cuenta para valorar qué han estado haciendo bien.

La imagen general de la pobreza en la región ha ido variando, aunque to-
davía es visible la lastimera realidad de comunidades sin alimentos, donde las 
mujeres y los neonatos ven a la muerte en abundancia cada año debido a la 
ausencia de centros médicos, o incluso debido a la falta de nutrición suficiente 
para cubrir las necesidades básicas de los primeros meses de vida, esta es una 
imagen que poco a poco va quedando atrás. Esa misma imagen de comuni-
dades de ropa harapienta y ausencia de zapatos, casas sin techo y refugios 
hechos de materiales reciclables son contrastadas con antenas parabólicas, te-
léfonos celulares, e incluso transmisiones en vivo. La modernidad ha transfor-
mado la pobreza hacia nuevas realidades, algo que, en algunos casos, impide 
a la sociedad a reconocer los avances alcanzados y, en otros, a normalizar las 
nuevas coyunturas de lo que ser pobre representa.

La forma de vivir de la población de ALC también es distinta. Ya desde 
2012 “América Latina es la región más urbanizada del mundo en desarrollo. 
Dos tercios de la población latinoamericana vive en ciudades de 20.000 habi-
tantes o más y casi un 80% en zonas urbanas” (CEPAL, 2012). Esto implica un 
estilo de vida que incluye ciertas comodidades de la modernidad, aunque mu-
chas veces limitadas por la falta de servicios públicos de calidad. El argumento 
de los administradores públicos tiende girar en torno a la informalidad con la 
que los más pobres suelen apropiarse de las zonas marginales de las ciudades 
latinoamericanas. Las llamadas “invasiones” son la forma común a través de 
la cual el campo entrega a la ciudad a sus pobladores y productores, y así 
también es como la ciudad recibe nuevas bocas que alimentar y sus alcaldes 
nuevos votantes. El sueño de vivir mejor muchas veces ignora los beneficios 
de la vida más cercana a la naturaleza y prefiere la posibilidad de consumir 
de forma programada de forma más parecida a las figuras que aparecen en la 
televisión.

La pobreza en ALC se maquilla, y esto ocurre gracias a la gente que vive en 
la pobreza, pero se viste y actúa como si esta no fuese su realidad, así como 
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desde el poder que prefiere pintar las casas que no cumplen los estándares 
mínimos de construcción, haciéndolas ver menos feas, mientras se cruzan los 
dedos para evitar algún desastre natural que los ponga en evidencia. La pobre-
za también se esconde detrás de algún parque o cancha de fútbol rodeado de 
casas de bloque expuesto y frecuentadas por perros y gatos desnutridos y de 
propiedad comunal. La pobreza duele, pero también genera prosperidad para 
sanadores, curanderos, pastores y sacerdotes de toda índole. Por otro lado, los 
pobres también demandan, lejos de aceptar su condición como algo normal, 
las voces de la pobreza en ALC reclaman dignidad, estabilidad y retribución 
por su esfuerzo.

Aún así, los recicladores, gente que hace su vida alrededor de la búsque-
da entre la basura de aquellos que tienen más de lo que necesitan y dejan 
suficientes sobras para que otras personas puedan subsistir con ello, no son 
un concepto extraño en la región. Cabe destacar que este reciclaje no nace de 
una abundante consciencia medioambiental, sino de las profundas necesida-
des económicas. Esta labor puede ser uno de los proxies más significativos del 
desarrollo de la región. Aunque este tipo de labores también es visible en otras 
sociedades con economías mucho más estables y prósperas, su intensidad es 
más propia de los países en vías de desarrollo, donde el subempleo y desem-
pleo son más elevados, y donde los sistemas seguridad social son limitados. 
Los desperdicios del consumo requieren un tratamiento apropiado para evitar 
contaminar aún más el planeta, pero en los Estados de bienestar este es un pro-
ceso que se hace fuera de la vista de todos y muchas veces es automatizado, en 
ALC es casi siempre un evento de alcance popular.

Ahora bien, la cifra de pobreza multidimensional, presentada previamente, 
contrasta con la estimación de la CEPAL de pobreza, lo cual puede generar 
confusiones. En este sentido, vale la pena aclarar que la pobreza multidimen-
sional es un concepto que trata de ampliar la comprensión de pobreza, eva-
luando aspectos como el estado de nutrición, la mortalidad infantil, los años 
de escolarización, las horas de estudio, el combustible con el que se cocinan 
los alimentos, el acceso a electricidad, agua potable, inodoros, y la posesión 
de un hogar propio o de activos. Con esta imagen se puede comprender un 
poco mejor por qué se llega a interpretar que las poblaciones de una región 
sumamente productiva, con climas relativamente temperados, alejados de las 
mayores sequías e inundaciones, y apartados también de la guerra, no entra-
rían en el esquema de una pobreza multidimensional.
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Por otro lado, esta variación en la concepción de la pobreza también debe 
ser una invitación para replantearse a lo que se entiende como pobre en el si-
glo XXI. Si es que se mantienen los estándares de pobreza de siglos pasados, 
sin entender que la riqueza ha mutado de manera drástica, es fácil aceptar la 
idea de que, con no ver el cliché de niños sin camiseta y estómagos protube-
rantes en calles sin asfalto, la pobreza ha sido superada. Lo cierto es que la 
pobreza no solo debe entenderse desde la subsistencia, sino también desde lo 
aspiracional. Mientras la nueva riqueza apunta a los viajes al espacio y la com-
pra de su propio espacio en Marte, a los hogares inteligentes, a la preservación 
de la juventud a través de las células madre o al éxito de la criogenia, no se 
le puede demandar a los segmentos menos favorecidos que se alegren por no 
morir de hambre.

Como lo ha reflexionado Amartya Sen desde hace ya varias décadas, las 
personas (incluso en la pobreza) tienen aspiraciones sobre el tipo de vida que 
quieren tener (Sen, 1979). En lo que Sen (1979) denomina como igualdad de ca-
pacidades básicas, entendida como el escenario donde se deja atrás una apro-
ximación donde solo importan los recursos o el ingreso, sino que también im-
portan las capacidades reales para libremente poder alcanzar las expectativas 
individuales, se encuentra el núcleo de lo que debería ser uno de los grandes 
retos del siglo XXI en términos de comprensión de la pobreza. Repensar la 
forma en la que se entiende la pobreza está pendiente en la agenda política de 
muchos segmentos de la política de ALC.

Es cierto que las izquierdas tradicionales y los nuevos segmentos progre-
sistas han tomado esa agenda como parte prioritaria. Sin embargo, con el cre-
cimiento de las clases medias, los discursos tradicionales de lucha de clases 
empiezan a ser insuficientes. Lo mismo ocurre con los cambios en los modelos 
productivos, de un sistema de industrialización por sustitución de importacio-
nes promovido por la CEPAL, y que nunca ha terminado de cuajar en toda la 
región, se ha pasado a un modelo de digitalización y pérdida del esquema tra-
dicional entre empresa y obrero, en el que las luchas de los siglos pasados pa-
recen quedar obsoletas frente a los nuevos desafíos tecnológicos. Los nuevos 
ciclos de innovación tecnológica generan amplias brechas entre aquellos que 
pueden beneficiarse de los avances del siglo XXI, frente aquellos que apenas 
están alcanzando los mínimos del siglo XX. En este sentido, incluso los pobres 
de la región se quedan sin un paraguas político que los cobije. Esto explica 
parcialmente el surgimiento de los populismos de derecha (aparte de la efi-
ciencia que tiene el populismo en captar el poder en los últimos años) cuando 
tradicionalmente esta era una tendencia más propia de la izquierda.
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La falta de comprensión de la pobreza, o más bien de los pobres como seres 
humanos con las mismas ambiciones que las que podría tener una persona de 
clase media o rica ha sido una traba importante en alcanzar un desarrollo más 
pleno. Y esto no es algo exclusivo de ALC, sino que es un mal del siglo XXI. 
Como lo plantean Banerjee y Duflo:

Lo más importante es que un poco de esperanza, tranquilidad y consuelo 
pueden ser un poderoso incentivo. Es fácil para los que tenemos sufi-
ciente, que vivimos una vida segura, estructurada por objetivos a los que 
podemos aspirar con razonable confianza (ese sofá nuevo, la pantalla 
plana de 50 pulgadas, ese segundo coche) e instituciones diseñadas para 
ayudarnos a conseguirlos (cuentas de ahorro, programas de pensiones, 
préstamos para la compra de vivienda) asumir, como los victorianos, que 
la motivación y la disciplina son intrínsecas. Como resultado, siempre 
existe la preocupación de ser demasiado indulgentes con los pobres pe-
rezosos. Nuestra opinión es que, en su mayor parte, el problema es el 
contrario: Es demasiado difícil mantener la motivación cuando todo lo 
que se desea parece imposiblemente lejano. Mover los postes de la meta 
más cerca puede ser justo lo que los pobres necesitan para empezar a 
correr hacia ellos. (Banerjee y Duflo, 2011)

En este sentido, resulta importante valorar el esquema a través del cual se ha 
perpetuado la pobreza en la región. Se debe destacar que, desde los procesos 
independentistas (e incluso antes), cada Estado ha ido adaptando su propio 
esquema productivo, y posteriormente su propio modelo de desarrollo. Han 
existido varios intentos, a través de la integración, de retomar la interconexión 
y llevar procesos conjuntos y cooperativos de luchas comunes. No obstante, 
los factores estructurales como la geografía, la población, la disponibilidad y 
variación de recursos naturales, el rol geoestratégico de cada Estado, y a su 
vez los factores culturales y políticos, han llevado a cada país a tener su propia 
realidad, con algunos países más avanzados que otros.

El intento de la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio (ALALC), 
fundada en 1960, no pudo concretarse, en gran parte debido a las asimetrías 
existentes entre los diferentes países que buscaron sumarse a la iniciativa. En 
consecuencia, para 1980 se trató de reemplazar por la Asociación Latinoameri-
cana de Integración (ALADI) que, a pesar de seguir vigente, en términos prác-
ticos no ha logrado establecer un rol que sea perceptible para las sociedades 
de sus países miembros. Estos dos ejemplos de integración fallida, o al menos 
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insuficiente, hablan también de la coyuntura de fragmentación de atomización 
de la región. Sin embargo, esta coyuntura no fue propia del siglo XX, y más 
bien fue una herencia de más de un siglo. Frente a esto, y especialmente desde 
la izquierda, se suele encontrar a dos culpables para que los procesos de uni-
dad de América Latina no sean concretados. El primero es Estados Unidos, al 
que se le atribuye un rol de fragmentador e interventor, con el objetivo de evi-
tar la integración para así no tener que lidiar con una competencia fuerte a sus 
intereses en su propio continente. Y en segundo lugar, a las élites económicas 
de cada Estado.

En términos históricos, la fractura de ALC en los Estados que la componen 
actualmente no respondía únicamente a factores geográficos (como la distan-
cia) o sociológicos (como la formación de culturas independientes) sino más 
bien a intereses económicos de las élites criollas que patrocinaron la indepen-
dencia. Es cierto que previo a la colonización América no estaba, ni de cerca, 
comprendida por un solo Estado, peor aún una sola nación. También es cierto 
que las diferentes formas de administrar el territorio, así como la influencia de 
las culturas locales, y la constante variación de dinámicas sociales contribuye-
ron al surgimiento paulatino de lo que podría identificarse como una identi-
dad nacional. Aunque esta identidad nacional todavía era un constructo com-
pletamente artificial durante la reestructuración del continente después de los 
procesos de independencia del siglo XIX.

Sin embargo, se debe destacar que los mayores beneficiarios de la fragmen-
tación estatal no era la sociedad en general, que en términos geoestratégicos 
se pudo haber beneficiado de contar con Estados mucho más amplios, con 
mayores recursos y mayor población para enfrentar a las potencias globales 
de la época. Quienes adquirieron un beneficio real de las fracturas eran aque-
llas élites que podían adoptar esquemas mucho más favorables a sus agendas 
personales (Mazzuca, 2021). A través de una serie de acuerdos, así también 
como de un ciclo comparativamente corto de conflictos interestatales, las élites 
locales lograron aislar territorios en los cuales desarrollar sus propios proyec-
tos de Estado-nación, que varios podrán percatarse como aún inconclusos. Lo 
que esto generó, lejos de significar una emancipación de yugo de explotación, 
es el reemplazo de la autoridad europea por una autoridad local que, para 
desgracia de la comunidad local, en muchos casos fue incluso más cruel que 
los colonizadores2. 

2  Se puede señalar que, en los últimos años, en algunos países han aparecido ciertos voceros de un segmento reiden-
tificado con el hispanismo que, entre propaganda, revisionismo histórico y reivindicación, ha intentado posicionar la 
idea de que los procesos de independencia fueron un error y, al menos la América española, estuvo mejor adminis-
trada mientras estuvo bajo la colonia europea.
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En esencia, el problema que surgió de la independencia, aparte de la con-
tracción de deuda externa, es que se generaron nuevas cadenas de produc-
ción orientadas al servicio de intereses externos y no a un proyecto nacional. 
Poco ayudaba el ciclo de conflictividad interna que la mayoría de Estados de 
la región tuvieron que enfrentar. La puja entre las élites locales que veían su 
propia ventana de oportunidad para crear sus propios Estados, así como la 
injerencia de actores extrarregionales que auparon el conflicto y favorecieron 
al surgimiento de nuevas fuerzas de confrontación y atomización, terminó por 
asentar un esquema orientado hacia el comercio de materia prima, con baja 
especialización (lo que genera roces adicionales, pues los Estados vecinos no 
forman economías complementarias, sino competitivas), poco grado de indus-
trialización e innovación, y concentración de la riqueza en las pocas familias 
que poseían la tierra, o los derechos sobre la comercialización de los recursos 
extraídos. 

El rezago cultural, atado a esquemas machistas y racistas, también influyó 
de forma negativa en la dinamización de modelos de economía inclusiva, algo 
que persiste hasta la actualidad en la mayoría de sociedades de la región. Sin 
embargo, el eje central de la problemática radica en el hecho de que pocos 
actores nacionales ostentan amplios segmentos de la economía, mientras que 
la mayoría de la población ni siquiera encaja en el sistema productivo, incluso 
enfrentando condiciones de desempleo, subempleo, o simplemente empleos 
de bajo retorno económico. Ahora bien, se debe destacar que, como lo plantean 
Alvaredo y su equipo de trabajo (Alvaredo et al., 2023), del The Latin American 
and Caribbean Inequality Review (LACIR), existe una variación significativa de 
país a país que no permite una total claridad al momento de hacer un diagnós-
tico general. En términos de información, los investigadores estiman que parte 
del problema está en que existe diferencia en los datos, en los conceptos y en 
la gestión de los datos (Alvaredo et al., 2023), algo que está vinculado tanto a 
las diferencias en sus orígenes coloniales, variaciones idiomáticas y nivel de 
desarrollo económico.

Sin embargo, por media regional, ALC es identificada como la región más 
desigual del mundo. Como lo muestra la Figura 5, la región ha tenido una des-
igualdad superior al resto del mundo3, aunque a partir del siglo XXI comenzó 
un proceso de declive que, lamentablemente, en el último lustro ha vuelto a 
despuntar. La estructura productiva y distributiva se hace notar y pone a la re-
gión en una posición inconveniente frente al resto del mundo, pues es incapaz 

3  Recientemente han surgido nuevos análisis y evaluaciones sobre la inequidad que encuentran que el África Subsa-
hariana tiene otros factores de desigualdad que podrían hacerla incluso más desigual que ALC. En cualquier caso, la 
realidad de ALC como una región sumamente desigual es innegable.
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de hacer buen uso de sus capacidades estructurales, y la estanca en dinámicas 
que no solo afectan a la productividad económica, sino que generan tensiones 
internas que retrasan al avance y desarrollo de los Estados. El margen frente a 
los países industrializados es demasiado amplio, incluso cuando estos países 
enfrentan sus propias crisis de acumulación económica.

Figura 5
Niveles y dinámicas de la desigualdad por ingresos/consumo en el mundo 1990-2020

Nota: Adaptado de Alvaredo et al., 2023.

La sobreconcentración de la riqueza es uno de los retos que los Estados-na-
ción del siglo XXI han evitado abordar. Es cierto que la discusión para estable-
cer medidas globales para lidiar con este problema es cada vez más presente, 
las alertas levantadas por varios autores entre los que figuran Joseph Stiglitz 
(2012), Thomas Pikety (2014) y Anthony Atkinson (2015) u organizaciones de 
alcance mundial como Oxfam (Ahmed et al., 2022), o la misma Cepal (Bárcena, 
Cimoli, y García-Buchaca, 2018), han permitido sentar las bases para un deba-
te a favor de comenzar a mejorar los sistemas tributarios y poder enfrentar la 
pobreza, pero también los factores de inequidad que la perpetúan. El debate 
técnico es bastante álgido, pero lo cierto es que la conversación política tiende 
a mantener discusiones superficiales entre una falsa competencia entre capi-
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talismo y comunismo, cuando esta es una agenda que supera esas fronteras 
ideológicas.

La concentración de la riqueza también contribuye a la concentración del 
poder político. Los actores con mayor capacidad financiera tienen una mayor 
capacidad para invertir en el financiamiento de partidos afines a sus intereses, 
o directamente para participar en política sin preocuparse de su subsistencia 
o estabilidad financiara. En consecuencia, la legislación también se modifica a 
favor de los grupos de interés que financian las campañas y los partidos polí-
ticos (Chomsky, 2019). Normalmente estos grupos presionan por la desregu-
larización, pero no sólo para acelerar los flujos económicos o reducir costos y 
plazos burocráticos, sino que directamente presionan a favor de la eliminación 
de controles y seguimiento, la reducción de contribuciones (en forma de elimi-
nación de tasas e impuestos) e incluso la generación de subsidios y bonos a sus 
empresas (mientras se quejan de los programas sociales o subsidios a los sec-
tores vulnerables). Bajo la noción de distribución en cascada a través de la ge-
neración de empleo se ha ido debilitando a los Estados o transformándolos en 
agentes facilitadores de las empresas de quienes financian al sistema político. 
Incluso sectores como los bancos enfrentan rescates financieros por parte del 
Estado, mientras que el resto de la ciudadanía debe lidiar con las consecuen-
cias de las crisis económicas por cuenta propia. De esta forma se privatizan las 
ganancias, pero se socializan las pérdidas.

Como respuesta a esta realidad, ideas como un impuesto global a la rique-
za (PIikety, 2014), sobre todo la de los superricos cuya riqueza ha crecido en 
109% en la última década (Al Jazeera, 2023), o la de establecer impuestos a las 
grandes compañías transnacionales desde el G7 han logrado ir ganando terre-
no (Inman y Savage, 2021). Curiosamente, esto se ha alcanzado sin levantar 
alertas sobre el comunismo, que en otras décadas habrían impedido cualquier 
acción coordinada para controlar a las grandes empresas globales, pues ha-
brían sido asociadas como medidas de carácter, por lo menos, soviético. Este 
es un debate que debe ser particularmente relevante en América Latina, que se 
ha ganado el doloroso título de ser la región más desigual del mundo; como lo 
ejemplifica la Figura 5 y también la Figura 6.
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Figura 6
Distribución de la riqueza por región en 2021

Nota: Adaptado de: Statista, 2023a

Como lo evidencia la Figura 6, existe una malsana competencia en térmi-
nos de distribución de la riqueza en el mundo, pero este es un problema que 
se agrava en los países en vías de desarrollo. Aunque este tipo de referencias 
no evidencian la dimensión real de cuánta riqueza existe en cada región del 
mundo, sí deben servir como punto de partida para entender algunos de los 
esfuerzos necesarios para mejorar la calidad de vida de los habitantes de la 
región. Algunos sectores (principalmente de la derecha política) afirman que 
el problema es exclusivamente de volumen, es decir solo la pobreza, por lo que 
es necesario producir más y aumentar el patrimonio general.

Sin embargo, como se planteaba previamente, la desigualdad es uno de los 
problemas estructurales en la región y sus orígenes pueden ser rastreados al 
propio diseño de los Estados. Retomando la cuestión del pasado colonial, se 
debe destacar el hecho de que las comunidades estaban categorizadas por su 
origen étnico, pero también desde una faceta económica. Como lo plantean 
Martinez e Iyer:

En la época colonial, las sociedades latinoamericanas estaban organi-
zadas en un rígido sistema de castas determinado por la raza. Las dos 
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castas superiores incluían únicamente a los blancos. Por debajo de éstas 
se situaban las castas formadas por individuos de ascendencia mixta eu-
ropea e india, los mestizos. Los siguientes en la jerarquía eran los de as-
cendencia mixta europea y africana, los mulatos. En las castas inferiores 
estaban los indígenas y los negros. (Martinez y Iyer, 2008, p. 55)

La variación en la supervivencia e integración de las culturas locales con las 
élites criollas, así como la cantidad de población negra que llegó a sus territo-
rios también fueron factores que fue redefiniendo la estructura de los nuevos 
Estados de ALC. Esta coyuntura aporta a que la región sea una zona muy hete-
rogénea en términos económicos. Prácticamente cada Estado latinoamericano 
ha enfrentado su propio proceso de consolidación socioeconómica como una 
especie de autoidentificación, de manera que no existe una tendencia única 
en la región. Sino que más bien, en función de su composición poblacional o 
su dimensión territorial se termina teniendo un cierto nivel de desarrollo eco-
nómico, aunque no necesariamente en términos de distribución. Países como 
Brasil y México con un Producto Interno Bruto (PIB) que los pone entre las 
economías más grandes del mundo luego palidecen frente a Estados peque-
ños como Uruguay, Guyana o incluso Trinidad y Tobago en términos de su 
PIB per cápita, a pesar de que esto no garantice una apropiada distribución de 
recursos.

Aquí vale la pena hacer un paréntesis y destacar que también es cierto que 
el PIB o el PIB per cápita no son herramientas suficientes para comprender la 
complejidad económica de la región. No obstante, son un buen punto de par-
tida común para distinguir las dimensiones de la capacidad productiva y de la 
distribución de estas capacidades en cada país. En su mayoría, orientadas a la 
exportación de bienes sin valor agregado, son pocos los países y sectores que 
han logrado superar esta etapa de producción de bienes primarios, concen-
trando gran parte del esfuerzo en el campo de las energías fósiles, la minería, 
la agricultura y la ganadería. Como lo muestra la Tabla 2, solo Costa Rica, 
Trinidad y Tobago, República Dominicana, El Salvador y México tienen una 
canasta exportadora de productos básicos inferior al 50% de la totalidad de su 
oferta exportable.
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Tabla 2
Dependencia de las exportaciones de productos básicos

Nota: Adaptado de Vulnerability Atlas, 2023a

Esta realidad, también ha influido en que la distribución de los beneficios 
económicos no sea proporcional, pues corresponde a áreas donde los ingre-
sos suelen ser desiguales entre los dueños de la explotación y los obreros que 
participan en la actividad. Por ejemplo, la media regional de PIB per cápita 
es de 9140.79 dólares (ver Tabla 3) algo que de por sí está muy por debajo de 
la media de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 



América Latina, la región que se niega a ser

37

(OECD por sus siglas en inglés) de 43,260.70 dólares, y de los 24 países de ALC 
evaluados solo 10 superan esta media (World Bank, 2023). Por otro lado, mien-
tras el índice de Gini, que evalúa la desigualdad por ingreso, tiene un prome-
dio de 0.32 puntos en los países más desarrollados de la OEC (OECD, 2019), en 
la región el menor puntaje, que es el de República Dominicana, no baja de los 
0.38 puntos. En tanto, el promedio regional de 0.45 puntos, con varios países 
que ni siquiera generan datos alrededor de este índice desde hace décadas, y 
otros que se encuentran en los países con peor calificación global como Brasil, 
Panamá y Colombia.

Se debe rescatar como positiva la evolución de tendencias en el último siglo, 
con excepción de Surinam y Venezuela, todos los países han logrado un incre-
mento en el PIB per cápita (ver Tabla 3). La variación en el índice de Gini entre 
2002, 2008 y los años subsiguientes también indica un proceso de distribución 
que debe ser destacado. No obstante, si se comparan las cifras de 2008 con los 
datos más recientes de la mayoría de países, cuya recolección oscila entre 2020 
y 2021, se ve que existe un estancamiento en la reducción de la desigualdad. 
Esto resulta problemático, pues podría ser un indicador de que el ejercicio de 
crecimiento económico de la región podría estar concentrado en bolsillos po-
blacionales, sin representar un beneficio real para las comunidades humanas. 
Es decir, los países estarían produciendo más en términos nominales, pero el 
crecimiento real de la economía no favorecería a la nación en general.

Tabla 3
Coyuntura económica de los países de América Latina y El Caribe
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Nota: Obtenido de Naciones Unidas, 2010; datos tomados de Statista 2023b, 
2023c, 2023d; Datos Macro, 2023.

La pandemia de COVID-19 tuvo un severo impacto en la lucha contra am-
bas problemáticas. De forma general, la enfermedad impactó en una etapa en 
la cual ALC no estaba atravesando su mejor momento; el boom económico que 
había acompañado a su crecimiento durante las primeras décadas del siglo 
XXI había cedido y, entre escándalos de corrupción y polarización política, los 
gobiernos no supieron gestionar la grave crisis multidimensional. La pande-
mia hizo evidente y agravó las pésimas condiciones de los servicios de sani-
dad y educación pública en varios países (Cepal, 2022). Por ejemplo, para 2020 
“alrededor de 12 millones de niñas, niños y adolescentes estaban fuera de la 
escuela en la región, incluidos 9,7 millones de adolescentes en edad de cursar 
educación secundaria” (Unicef, 2023). Aunque paulatinamente los países lo-
graron recuperarse del shock inicial de la nueva enfermedad y adquirieron las 
vacunas necesarias para evitar un mayor daño, lo cierto es que el retroceso en 
el resto de escenarios no ha terminado.

Unicef (2023) hace referencia a un severo problema de pobreza de apren-
dizaje, que en países como Honduras y Paraguay llega casi hasta el 80% de 
niños y niñas. Mientras tanto, Cepal (2022) habla del impacto que tendrá la 
pandemia en todas las generaciones cuya educación se vio truncada o, por lo 
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menos empeorada, por la suspensión de clases, modificación en el pensum, o 
directamente por el deterioro de la calidad, debido a la ausencia de materiales, 
recursos tecnológicos o incluso por el impacto psicológico que tuvo la pande-
mia en niños y jóvenes. En lo que denomina como un “efecto cicatriz” se hace 
referencia a la pérdida de habilidades y destrezas educativas (y posteriormen-
te profesionales) que tendrán las generaciones educadas bajo las condiciones 
excepcionales de la pandemia. Los efectos reales están aún por delimitarse, 
pero lo cierto es que los factores negativos nuevamente impactarán más en los 
sectores menos favorecidos que en aquellos que sí disponían de capacidad de 
hacer una migración digital.

En términos de desigualdad, es evidente que las personas más pobres tu-
vieron que vivir momentos mucho más complejos que sus contrapartes mejor 
acomodadas. Este retroceso estructural requiere de esfuerzos adicionales para 
poder compensar esta pérdida, o al menos una pausa en la lucha contra estos 
vicios económicos. Lo cierto es que lo que se está haciendo actualmente no es 
suficiente. Bien sea por una contracción general de las capacidades globales 
para atender a los sectores más vulnerables, o incluso por un cambio en la 
mentalidad en un ciclo donde priman identidades egoístas o visiones políticas 
prácticamente eugenistas que dejan de lado la idea de cooperación social de 
velar por sus congéneres, aunque estos sean sus compatriotas. En este sentido, 
el retroceso será un problema cuyo impacto tiene que seguir siendo medido en 
el mediano y largo plazo.

El problema de la desigualdad también se hace vigente en el cálculo que los 
ciudadanos de ALC hacen al momento para determinar si su país de origen, 
donde cuentan con sus redes de apoyo, derechos como ciudadanos (al menos 
en el papel), así como el sentido de pertenencia de la nacionalidad (fluctuan-
te), es suficiente como para albergarlos. Lamentablemente, la realidad es que 
mucha gente en la región no considera a su país como un lugar apto para hacer 
su vida. En consecuencia, la migración, o al menos la aspiración de migrar, se 
vuelven una realidad vigente para amplios sectores, incluso pertenecientes a 
las élites. Como destinos habituales está el norte global, principalmente Esta-
dos Unidos, pero también existen aquellos que migran intrarregionalmente.

Un factor importante para destacar sobre la región es que la economía de 
ALC está potenciada por sus migrantes que envían remesas de regreso a sus 
países, en muchos casos llegando a representar un porcentaje relevante del 
PIB nacional. Como lo indica la Tabla 4, en países como Honduras, El Salva-
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dor, Jamaica, Nicaragua y Guatemala, las remesas llegan a montos que repre-
sentan al menos una quinta o cuarta parte del total de su PIB. En otros casos, 
aunque el aporte es menor, las remesas no dejan de ser equivalentes a toda una 
industria productiva que nutre la economía de sus países.

Tabla 4
Contribución de remesas en relación con el PIB de países de América Latina

Nota: Adaptado de Arévalo, 2023.

Solo entre los diez Estados que perciben más remesas en la región se habla 
del ingreso de más de 131.000 millones de dólares, aunque México es el país 
con más ingresos en este rubro con cerca de 59.497 millones de dólares de 
remesas en 2022 (Guevara, 2023). En cualquier caso, el gran volumen de ingre-
sos desde el exterior es un factor para considerar de forma permanente en los 
análisis sobre la región. Entre los errores de la agenda política regional ha sido 
el desconocimiento a la naturaleza migratoria de sus comunidades. Por tal ra-
zón, la política pública en este ámbito sigue siendo deficiente, la planificación 
estratégica tiende a ignorar a la cuestión migratoria hasta que existe una crisis 
o asume posturas traídas desde otras realidades y latitudes, y persisten dema-
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siados rasgos de xenofobia presentes en el discurso público, que incluso llegan 
a traducirse en actos de violencia.

LAC es una región de migrantes, su mestizaje no solo es producto de la 
colonización europea de los siglos XVI en adelante, sino también la llegada de 
la población negra, traída forzosamente de África, así como de los desplaza-
mientos de las comunidades nativas dentro de los nuevos Estados construidos 
en el siglo XIX, y la llegada de nuevos migrantes europeos, e incluso asiáticos, 
durante el siglo XX4. En general, América es una de las pruebas más claras de 
que el ser humano es una especie migratoria. A diferencia de otros animales 
que son incapaces de adaptarse a nuevos climas o biomas, y se ven conde-
nados a la extinción cuando su entorno cambia o existe demasiada presión 
demográfica, el Homo Sapiens es capaz de asumir el riesgo de abandonar su 
territorio y buscar oportunidades incluso en espacios con culturas, entornos y 
realidades totalmente ajenas a sí mismo.

La insatisfacción con la situación nacional es una realidad vigente en va-
rios de los países de ALC. Para muchos sectores de la población el “American 
dream” sigue siendo una realidad vigente en su imaginario. El poder del apa-
rato cultural estadounidense forma parte del entramado cultural de muchos 
estratos de la región. Desde una visión aspiracionista, en la que se anhela repli-
car la prosperidad estadounidense, replicada en la copia a los diseños arqui-
tectónicos (muchas veces de mala calidad) o los entramados de los barrios pri-
vados de las principales ciudades de la región; pasando por el romanticismo 
generado por marcas queridas de caricaturas y películas de las grandes casas 
productoras como Disney o Warner Brothers. Esto también se ve expresado en 
el más burdo de los consumismos pagando los productos de Apple con sobre-
precio, alegrarse por la llegada de franquicias como Starbucks como si fuese 
una victoria nacional, o pedir envíos de productos de consumo básico desde 
Estados Unidos, en lugar de acceder a productos locales.

Paralelamente, para algunos su realidad nacional también los rebasa y 
terminan viendo en los Estados Unidos como la única oportunidad de salir 
adelante. El efecto es tal que, en países como Perú, Nicaragua, Ecuador, Re-
pública Dominicana, Colombia y Honduras, más de 4 de cada 10 personas 
están dispuestas a emigrar, y no muy atrás están Guatemala, Venezuela y El 
Salvador, con 3 de cada 10 (CID Gallup, 2023a). Aunque países europeos o en 
otras latitudes pueden estar en agenda, Estados Unidos tiende a ser el destino 
predilecto. Como se verá más adelante, este flujo tiene un impacto relevante a 

4  Incluso se puede hacer mención que la llegada del homo sapiens a América fue un ciclo permanente de olas migra-
torias que, a través de miles de años, fueron colonizando el continente.
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nivel cultural, tanto para los Estados Unidos como para la misma región. Más 
allá de esto, lo cierto es que las brechas económicas (sumadas a factores de 
inseguridad asociados a estas brechas) hacen de la migración una condición 
necesaria para la supervivencia y para el acceso a una calidad de vida digna, 
tanto para emigrantes, como para sus familias que se quedan en sus países de 
origen. 

La urgencia por buscar mejores condiciones de vida hace que cientos de 
miles de personas se expongan a maltrato, tanto a la potencial deportación y 
explotación en sus países de origen, así como al riesgo de emigrar por zonas 
tan peligrosas como el Tapón del Darién, o a las redes de trata de personas, la 
cooptación de narcoguerrillas y la estigmatización xenófoba de las comunida-
des de acogida o de los países de paso. El 2023 fue un año particularmente di-
fícil con más de medio millón (casi imposible de saber a ciencia cierta) de per-
sonas atravesando una de las regiones más aisladas del mundo como lo es el 
Tapón del Darién (Rueda, 2023). No todos llegan a su destino, varias vidas se 
pierden en el camino, otros cumplen su sueño y alcanzan los Estados Unidos, 
aunque al menos 200.000 personas fueron detenidas solo hasta septiembre de 
2023 (Alvarez, 2023), incluso ante las deportaciones, miles de personas vuel-
ven a intentar llegar a su destino soñado. Estas historias, cargadas de dramas y 
esperanzas son consecuencia de economías nacionales incapaces de satisfacer 
a las necesidades de su gente.

La desigualdad estructural de ALC también responde a factores de índole 
sociológica. Por un lado, las mujeres siguen siendo afectadas por el machis-
mo. Las mujeres tienden a verse empujadas a la vida doméstica, y se mantie-
nen alejadas de carreras técnicas (por lo tanto, también están apartadas de los 
mejores salarios) (Caparrós, 2021; CEPAL, 2022a). Es importante destacar que 
este machismo no solo es impuesto por los hombres, sino que en muchos casos 
es perpetuado por mujeres que se benefician o se han adaptado a la mentali-
dad que perpetúa los estigmas y vicios de este vicio cultural. Aunque existen 
avances en la materia, y la agenda de la mujer está cada vez más presente en 
debate público, se debe señalar que las resistencias culturales todavía impac-
tan de forma permanente en la lucha contra la desigualdad.

Por otro lado, en la región también se viven desigualdades generacionales. 
De acuerdo con uno de los estudios recientes del Banco Interamericano de De-
sarrollo (BID), “un 41% de los jóvenes en la región se dedica exclusivamente 
al estudio, un 21% solo trabaja, un 17% realiza ambas actividades y un 21% no 
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estudia, se capacita o trabaja” (Novella et al., 2018, p. 22). Este último grupo 
considerado popularmente como los “nini” se enfrenta a entornos de mayor 
inestabilidad económica, ejercen presión adicional a sus familias y a los siste-
mas estatales, y son potenciales objetivos de la economía informal, o peor aún 
de la economía criminal. La discusión sobre estos segmentos poblacionales 
tiende a ser genérica; se suele hablar de “aumentar cupos en universidades” o 
“incentivar el empleo joven”, pero con salvedades, la mayoría de países parece 
no saber qué ofrecerles a sus jóvenes más vulnerables.

El estudio del BID también revela que las mujeres jóvenes se ven más afecta-
das de la ausencia de estudio y trabajo, con al menos un 27% de las jóvenes que 
no logran participar activamente en la vida económica (Novella et al., 2018). 
Y aunque estos problemas varían de país a país, lo cierto es que los desafíos 
para alcanzar la equidad entre sexos siguen siendo una barrera constante para 
el desarrollo de la región y el bienestar de la población. Sobre todo, cuando se 
lo piensa desde una perspectiva de realización plena de capacidades y expec-
tativas de vida. Los estigmas sobre la maternidad, personalidad, proyección 
profesional, anclados a la cultura machista también inciden de forma negativa 
en este escenario

Otra de las agendas que no debe de ser dejada de lado en la discusión es 
la de los primeros años de vida, a pesar de que los esfuerzos para eliminar 
problemas como la desnutrición infantil han sido importantes, logrando hitos 
como la reducción regional del 16,7% al 9% de este problema entre 2000 y 2018 
(Suárez, 2020). Como se mencionaba previamente, este tipo de problemas difi-
culta la capacidad del individuo y, por lo tanto, de las comunidades. Mientras 
que “un estado nutricional adecuado, acompañado de estimulación temprana 
y cuidados apropiados, garantiza que los niños y niñas alcancen su potencial 
de crecimiento físico y desarrollo intelectual y cognitivo, dimensiones funda-
mentales para su desarrollo económico y humano en la edad adulta” (Suárez, 
2020), el escenario de desnutrición está acompañado de un peor desempeño 
en el espacio educativo, el desarrollo de habilidades sociales, y por lo tanto, la 
inserción laboral y económica en el futuro.

El problema para ALC es grave, pues alrededor de 10 millones de niños y 
niñas padecen de desnutrición (Unicef, 2023), bien sea por no comer lo sufi-
ciente o por una mala alimentación. Repartidos alrededor de la región, aque-
llos que no se vean afectados por la enfermedad u otros males relacionados al 
origen de su desnutrición (como entornos de violencia o falta de acceso a otros 
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medios de vida) tendrán una adultez más compleja (CEPAL-Unicef, 2010). En 
este sentido, mientras no se erradique este problema, varias condiciones del 
llamado “efecto vecindario” pueden seguir afectando a la región, como los 
son el “bajo rendimiento y el abandono escolar, el desempleo y el subempleo, 
la fecundidad adolescente, la violencia y el crimen” (CEPAL-Unicef, 2010, p. 
118-119).

Ahora bien, parte de la cuestión radica en que se tiende a romantizar la 
infancia e ignorar a las personas que pasan a la adultez, pero que en su niñez 
sufrieron privaciones y abandono. Una de las aproximaciones más comunes es 
la protección a los menores de edad hasta llegar a los 18 años, incluso cuando 
el cerebro aún no está plenamente desarrollado (Garrido, 2023), y a partir de 
ese punto se espera que exista una total independencia. Al adulto se le exige 
hacerse cargo, casi como si la mayoría de edad implicase una transición mági-
ca en que el ciudadano se manifiesta en cuerpo presente. Esto ignora por com-
pleto los efectos persistentes, insidiosos, y de largo plazo que tienen la pobreza 
y la falta de alimentación en la infancia, el daño en el proceso de formación 
psicológica, y el impacto negativo en las dinámicas sociales entre el individuo 
y su comunidad. En más de un sentido, se genera una situación en la que la 
víctima de las privaciones asume una posición de victimario, favoreciendo a la 
aparición de la violencia contra su propio entorno.

Esta no es una conclusión aislada. La visión general en la academia, aun-
que con sus matices, es que las regiones con mayor desigualdad suelen tener 
niveles de crimen e inseguridad más altos (Fajnzylber, Lederman, y Loayza, 
2002; Wilkinson, 2008; Ellis, Beaver y Wright, 2009; Coccia, 2018). En la misma 
lógica, la pobreza es otro de los factores detonantes, a pesar de la evidencia 
con esta condición también es mixta (Ellis, Beaver y Wright, 2009). Ambos 
fenómenos, particularmente insidiosos en ALC, como se veía previamente, 
contribuyen entonces a que la inseguridad se mantenga prevalente y el desa-
rrollo resulte esquivo. El tener segmentos poblacionales que no se desarrollen 
a plenitud no solo resulta éticamente aberrante, sino que también obliga a los 
Estados a destinar recursos y esfuerzos adicionales a programas de seguridad 
interna, que países con menor desigualdad y pobreza pueden abandonar pau-
latina y parcialmente.

El elemento de la inseguridad será abordado a mayor profundidad en el 
tercer capítulo de este libro. Sin embargo, vale la pena tomar en cuenta desde 
este punto que uno de los núcleos fundamentales de las tendencias de crimen 
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y violencia en ALC está atado a las realidades expuestas en este capítulo. Parte 
fundamental del análisis presentado hasta el momento es que las consecuen-
cias de seguir manteniendo un modelo disfuncional en el que pocos segmentos 
de la población concentren la mayor parte de la riqueza tiene consecuencias 
severas en la capacidad real de los países de la región en salir de la etiqueta 
del “en vías de desarrollo”. En términos ideológicos, el problema también ra-
dica en que esas élites no tienen un compromiso nacional, dado que prefieren 
proteger su patrimonio personal o familiar, antes que asegurar un cambio en 
las condiciones que desde su origen provocan el malestar, la inestabilidad y la 
inseguridad (incluso en detrimento propio).

En este escenario nuevamente es necesario lanzar anclas hacia el pasado 
formativo de los Estados de la región. Su proceso constitutivo difiere del caso 
europeo, en el que las guerras fueron dando forma no solo a las fronteras, sino 
incluso a las mismas identidades nacionales, en el caso de ALC (obviando las 
realidades del Caribe), los Estados han sido construidos en gran parte por las 
élites locales y sus intereses comerciales aupados por potencias extrarregio-
nales que demandaban materia prima y condicionaron a los nuevos Estados 
de la región a través de deuda externa (Mann, 2023). La guerra interestatal ha 
sido comparativamente escasa en el continente americano. Como consecuen-
cia de ello, la región construyó Estados débiles, guiados por el comercio, con 
una tendencia a la liberalización y desregularización (en varios ciclos), como 
se planteaba en párrafos anteriores, pero se debe señalar que además se esta-
blecieron modelos con estructuras fiscales que han demostrado ser incapaces 
de satisfacer las necesidades de sus poblaciones (con ciertas excepciones en 
Chile, Costa Rica y Uruguay) (Mazzuca, 2021).

Esta herencia permanece vigente hasta la actualidad donde, tal y como lo 
demuestra la Tabla 5, la estructura fiscal de la región asigna responsabilidades 
de forma desproporcionada hacia los consumidores, recolectando un 48% del 
total de tributos al consumo, ya sea general o específico, frente al 32% de la 
OECD. Paralelamente, en la región se recoge apenas el 26% a través de im-
puesto a la renta, frente al 33% de la OECD, así como un 4% en impuestos a la 
propiedad frente al 6% de la OECD. Finalmente, solo el 18% de lo recolectado 
surge de las contribuciones a la seguridad social, frente a un 26% en el caso 
de los países más desarrollados. Aunque esta cifra corresponde a una media y 
existen países que se salen de estos ejes, lo cierto es que estos valores llegan a 
explicar una parte de los problemas estructurales de las falencias económicas 
en la región.
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Tabla 5
Porcentaje de ingresos fiscales sobre la recaudación total

Nota: Adaptado de González, 2023.

En esta misma línea, también vale la pena evaluar al ingreso fiscal como 
fuente del PIB. Tal y como lo señala la Tabla 6, la gran mayoría de países de la 
región, con excepción de Cuba y Barbados, están (muy) por debajo del prome-
dio de los países de la OECD en términos de la importancia que tiene la tribu-
tación en la economía nacional. Es debatible si esto corresponde a la capacidad 
productiva que el sistema estatal y las condiciones geoestratégicas le permiten 
al sector privado, o si es un error de aproximación ideológica que establece las 
tasas de tributación. También es necesario agregar el factor de la informalidad 
y el desempleo como factores que evitan que exista un modelo donde pueda 
ser el ingreso fiscal el que cubra una parte significativa de los recursos del Es-
tado. No obstante, si se analizan las tendencias de la región, con la excepción 
de Chile, los países que suelen entenderse como referentes de calidad de vida 
en ALC están por encima del promedio regional de ingresos fiscales.

Tabla 6
Tamaño de la base de ingresos
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Nota: Adaptado de Vulnerability Atlas, 2023b; OECD, 2023b

En este sentido, la región demuestra tener un problema en la forma en que 
funciona la tributación. El sistema fiscal de ALC tiende a ser regresivo y pro-
penso a la evasión, sus administraciones suelen ser débiles y propensas a la 
corrupción, esto contribuye a que existan bajos niveles de recaudación, lo que 
a su vez genera un círculo vicioso (Corbacho, Cibils y Lora, 2013). La solución 
probablemente radica en mejorar los esquemas de progresividad, es decir, 
quien tiene más, debe pagar más. No obstante, esto implica un cambio cultu-
ral, pues implica que las élites adquieran un compromiso en el que sacrifiquen 
parte de su riqueza e ingreso a favor de una mejora en las condiciones genera-
les del resto de la población y, en consecuencia, de sus países.

Ahora bien, que un cierto formato de tributación funcione en los países in-
dustrializados no significa per se que es el modelo que va a funcionar en el 
resto de países. Sobre todo, cuando los niveles de desarrollo económico y las 
capacidades productivas no son semejantes. Lo que sí se puede cuestionar es 
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la perpetuación de esquemas que demuestran no ser funcionales y no tratar de 
aplicar los modelos que han mostrado prosperidad. De forma no tan curiosa, 
en lugar de apoyar una mayor responsabilidad fiscal, las élites regionales fa-
vorecen a que se cambie el modelo hacia el otro polo, afirmando que con una 
baja de tributos van a tener mayor posibilidad de invertir y contratar a más 
personas, siguiendo un modelo “reaganista” de economía en cascada.

El problema resulta ser que este esquema opera más en lógicas de servicio a 
los intereses del norte global que a los Estados en desarrollo. Como aclaración 
vale recalcar que no se plantea que el modelo liberal no genera riqueza, Chile 
o Panamá son ejemplos perfectos de ello. Sin embargo, y como lo revelan las 
cifras de este capítulo y las reflexiones del resto de este texto, se debe destacar 
que este modelo no es eficiente al momento de distribuir esa riqueza, y en 
varios sentidos depende de que este objetivo no se cumpla (para perpetuar 
el esquema productivo). En este sentido, varios males crónicos de lo que se 
atraviesa en la región están ligados a la aplicación de esta receta que beneficia 
ampliamente a pocos y deja en pésimas condiciones a otros.

Por otro lado, también es necesario aclarar que esta no es una defensa a la 
aplicación de un modelo de corte comunista o socialista. De la misma manera, 
la evidencia ha demostrado que los países que han recurrido a estas prácticas 
no han logrado alcanzar la prosperidad. Sus defensores podrán argumentar 
que esto se debe a la intervención insidiosa de Estados Unidos, el cual, a través 
de sanciones y bloqueos económicos, e incluso intervención política y militar, 
han ejercido presión para que los gobiernos de izquierda fracasen. No obstan-
te, también es necesario admitir que las voces de millones de personas insatis-
fechas con los resultados de Cuba, Venezuela, Nicaragua, entre otros, no pue-
den ser ignoradas o simplemente delegadas a los errores de Washington D.C.

Poniendo temporalmente en pausa la discusión política, que será abordada 
a mayor detalle en el siguiente capítulo, vale la pena destacar que el factor de 
desigualdad en ALC hace muy complejo llegar a conclusiones generales, no 
solo entre Estados, sino en general dentro de los Estados, además de la ya pro-
blemática recolección de datos (Alvaredo et al., 2023). Si bien es cierto, cifras 
como el PIB y sus variantes, así como índices generales como el índice de Gini, 
dan un pantallazo general sobre el estado de la economía, lo cierto es que deja 
vacíos importantes sobre la calidad de la prosperidad general. En consecuen-
cia, los datos tienen que ser contrastados con la realidad palpable, o al menos 
la percepción que tiene la población de esta. Un proxy significativo es el nivel 
de satisfacción que tiene la población con sus líderes y sistemas políticos.
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En los últimos años, el PIB sigue creciendo (después del período de pan-
demia y los primeros meses pospandemia), tal y como lo proyecta el Banco 
Mundial (ver Figura 7). Sin embargo, la comunidad de ALC no refleja estar 
satisfecha con el nivel de vida en sus países y el cuestionamiento a los líderes 
políticos es cada vez mayor. Cualquiera que esté pendiente de noticieros y 
redes sociales estará al tanto de la permanente decepción y decepción con la 
forma en que sus países parecerían estar avanzando. Desde la inflación, a la 
inseguridad, a la oposición política, entre la que se mezcla el malestar propio 
de la vida diaria, como el agotamiento laboral, los problemas amorosos, la de-
rrota del equipo de fútbol favorito, o el mal clima, parecen hacer ver a la región 
en uno de sus peores momentos.

Lo “curioso” es que, como lo ha reflejado esta sección del libro, en teoría 
las cosas estarían mejorando, al menos en términos de producción económica. 
Análisis como el Índice global de la felicidad, que analiza la satisfacción de los 
ciudadanos del mundo en función de su calidad de vida y la precepción de 
su entorno, no encuentran variaciones significativas en la región en los últi-
mos años, incluso después de la pandemia (Helliwell et al., 2023). A pesar de 
esto, existe un reflejo de que “las cosas no van bien” que merece ser analizado 
en búsqueda de respuestas. Uno de los aspectos que tendrían que rescatarse 
entonces es que existen al menos dos segmentos: uno satisfecho con la situa-
ción actual y otro inconforme. La desigualdad se hace presente hasta en estos 
aspectos. De hecho, República Dominicana, Honduras, Nicaragua, Guatema-
la, Panamá, Jamaica, El Salvador, Colombia y Venezuela están a la cabeza en 
términos de la brecha más amplia entre la mitad más feliz y la menos feliz del 
índice global de la felicidad (Helliwell et al., 2023).
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A pesar del crecimiento económico, en términos de PIB, uno de los reflejos 
en que la situación no termina de ser del agrado de la población está en el 
ámbito político. El péndulo político parece oscilar de manera constante en la 
región y la política tradicional se ha visto golpeada por fuerzas disruptivas, 
aunque prácticamente tampoco han resultado exitosas en cambiar la perspec-
tiva de satisfacción ciudadana. En este sentido, el siguiente capítulo evalúa a 
detalle el deterioro de la conformidad con el modelo democrático. De la misma 
manera, se presenta información relevante a actores disruptivos en el sistema 
político que podrían estar contribuyendo de forma nociva a la calidad política 
de la región, sacando provecho del descontento popular en beneficio de agen-
das particulares e incluso extrarregionales, al debilitar al aparato estatal.

Como conclusiones para este apartado se debe señalar que la lucha contra 
la pobreza y la desigualdad tiene que ser una agenda que no pierda prioridad 
en la región. Ahora bien, si es que se superan los aspectos de pobreza extre-
ma, enhorabuena, pero la lucha no habrá terminado, de inmediato la agenda 
deberá ser los siguientes niveles de la pobreza general y los aspectos multidi-
mensionales, e incluso cuando esto se deje atrás, la ambición de los liderazgos 
debería ser repensar lo que se entiende por pobreza para empezar a trabajar 
en nuevas formas de asegurar la plena satisfacción de vida de su población. 

La falta de alfabetización digital, la pobre educación financiera, la desinfor-
mación, las brechas tecnológicas y los esquemas de polarización entorpecen 
la capacidad real de tomar acciones concretas para mejorar la calidad de vida 
de la población. De forma adicional, “la escasa capacidad del Estado es una de 
las principales causas de las bajas puntuaciones de la región en relación con el 
funcionamiento del gobierno y la cultura política” (EIU, 2023, p. 43).

De esta manera, a pesar de los avances en la mejora de las condiciones eco-
nómicas registrados en los últimos años, el malestar se extiende y se profundi-
za en todos los segmentos poblacionales (con cierto énfasis en los sectores me-
nos favorecidos). Esto deviene en la extensión de la frustración y el malestar 
sistémico que, a su vez, se manifiesta en formas de inestabilidad, movilización 
popular e incluso en muestras de violencia. En este sentido, los siguientes ca-
pítulos de este texto abordan varios de los retos que enfrenta la región, desde 
lo político y desde la seguridad. Al igual que en los aspectos económicos abor-
dados en esta sección, se debe destacar la heterogeneidad y variaciones entre 
países, pero también la transversalización de problemáticas comunes que afec-
tan prácticamente a toda la región de forma crónica.
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Capítulo II: Inconformidad sistémica y sus consecuencias 
políticas 

La debilidad de los Estados en ALC es perceptible en muchos niveles. Nue-
vamente existen algunas excepciones: Chile, Costa Rica y Uruguay son casos 
particulares de éxito, con sus propias características históricas y dinámicas atí-
picas frente al resto de países de la región. Brasil y México, debido a su enorme 
volumen territorial han logrado desafiar sus propias debilidades y posicionar-
se incluso entre los países más prósperos del mundo, desde lo nominal. Ar-
gentina y Venezuela, previo a sus respectivas crisis, solían ser tomados como 
ejemplos durante el siglo pasado. También hay que destacar el caso extremo 
de Haití, que lamentablemente es el ejemplo de lo que no se debe ser, y que 
incluso llega a sobrerepresentar la imagen de un Estado débil.

Haití es, sin lugar a duda, la referencia de a dónde no llegar. Envuelto en la 
máxima expresión de pobreza, corrupción y pérdida de control estatal, Haití 
sirve incluso como chivo expiatorio para decir “aún no estamos tan mal”. Aun-
que en otros casos también es usado irónicamente para señalar los momentos 
en los que se empieza a perder la esperanza cuando se escucha “ya somos 
Haití” o “estamos peor que Haití”. Afectado por los desastres y la limitación 
de recursos naturales Haití también enfrenta condiciones de baja capacidad de 
sostenibilidad y sustentabilidad, siendo un Estado particularmente frágil. En 
su propia crisis permanente, Haití también es un caso de fracaso colectivo en el 
continente, en el que no ha existido una acción organizada para poder rescatar 
a su población de la miseria, a pesar de ocasionales esfuerzos de caridad en los 
peores momentos de la primera nación libre del continente.

 Más allá de estos casos “excepcionales”, lo cierto es que ALC se suele ca-
racterizar por ocupar un permanente espacio en los rangos medios de la escala 
global en prácticamente la mayoría de índices. A pesar de que en la práctica 
formal se ha abandonado el uso de las referencias sobre primer mundo o su 
opuesto tercer mundo, ALC en su mayoría vendría siendo parte de una clase 
media global. Esta realidad tiende a mantener a sus países lejos de la toma de 
decisiones (espacio reservado para el G7 o con suerte al G20) o incluso lejos 
de la lista de mayor preocupación de la ayuda internacional. Con sus excep-
ciones, como el ya mencionado Haití, Belice, Bolivia, El Salvador, Honduras y 
Nicaragua, la mayoría de países han llegado o superado el rango de países de 
renta media alta (OECD, 2023a). Es así como a ALC ha alcanzado un punto de 
mayor autonomía y, de cierta manera, más independencia.
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A pesar de estos avances, las tendencias en redes sociales, titulares de me-
dios, la variación en el péndulo político y el aumento de movilizaciones socia-
les de gran escala demuestran que la población no está satisfecha con el nivel 
alcanzado. Por otro lado, parecen ser muy pocas las expresiones en las que se 
plantea que el interés de los Estados de ALC es el de ocupar un rol más impor-
tante a escala global. Con la excepción de Brasil, y ocasionalmente México, la 
mayoría de países de la región no se ven dentro del debate para ser voces que 
participan de la política mundial, más allá de su participación en la ONU y sus 
conferencias, u ocasionales liderazgos en temas específicos en asuntos como la 
lucha contra el cambio climático o contra los efectos nocivos del narcotráfico. 
Es más, en los últimos años se ha visto incluso una mayor participación de los 
países africanos, en agendas importantes como el establecimiento de un siste-
ma fiscal global, incluso a pesar de la resistencia del norte global (Faes, 2023).

 En la región muchas de las demandas sociales de la actualidad giran al-
rededor de una falta de acceso a mejores servicios del Estado y a bienes de 
consumo. Como se planteaba en el capítulo anterior, el reclamo es más bien 
aspiracional. A la comunidad de ALC no le basta con no morir de hambre, 
ahora demanda por educación de calidad, que le permita acceder a trabajos 
bien remunerados, donde se respeten horarios y se garantice cobertura social 
y vacaciones. En caso de enfermar ya no les basta con remedios caseros y pa-
liativos, ahora se demanda atención médica en hospitales bien equipados. De 
la misma manera, la gente busca seguridad, al aumentar su propiedad tam-
bién demanda al Estado mayor protección, en ocasiones esto incita a la acep-
tación de discursos violentos, e incluso radicalismos políticos cercanos a ideas 
de corrientes ancladas al fascismo.

Por otro lado, las demandas no terminan ahí. Las minorías, tradicionalmen-
te explotadas y apartadas de la toma de decisiones o de las garantías desde el 
Estado, ahora reclaman por el cumplimiento y la ampliación de derechos. Los 
movimientos indígenas, feministas, LGBTIQ+, afrodescendientes, entre otros, 
plantean reclamos que incomodan al statu quo y reclaman por un lugar en la 
agenda al mismo nivel que los pedidos tradicionales. Este tipo de demandas 
no solo se traduce en un choque cultural, que amerita su propio nivel de es-
tudio, sino que se vuelve un desafío adicional para los débiles Estados de la 
región. Si de por sí resultaba difícil satisfacer necesidades básicas de la comu-
nidad en general, los justos reclamos de las minorías, cansadas de ser minimi-
zadas, pueden llegar a volverse en una carga demasiado pesada para un barco 
que se tambalea entre las olas.
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Los debates por el “progresismo”, que en más de una ocasión son conse-
cuencia de la globalización de las causas, con luchas traídas desde Europa o 
Norteamérica, generan cismas culturales con los sectores tradicionalistas, que 
ven estos nuevos reclamos como excesivos, innecesarios e incluso amenazan-
tes. Lo cierto es que ALC mantiene gran parte de su aparataje cultural ligado 
al catolicismo y, en ciertos países, a un creciente segmento protestante, que 
resultan resistentes a nuevas ideas de corte individualista o progresista. No 
obstante, al igual que en muchas regiones del mundo, las nuevas generaciones 
de ALC se encuentran en un proceso de distanciamiento con la religión. Este 
es un proceso gradual, lo que no significa que todos los segmentos poblacio-
nales están abandonando la religión; sin embargo, lo cierto es que los adultos 
jóvenes tienden a ser menos religiosos que sus padres (Pew Research Center, 
2018).

Esta evolución cultural ha provocado generaciones más tolerantes a las li-
bertades civiles, permitiendo que se debatan y aprueben cuestiones que en el 
siglo pasado hubiesen sido impensables, como el matrimonio igualitario, la 
adopción homoparental, el derecho al aborto, los derechos ambientales, y la 
plurinacionalidad. Estos cambios culturales han modificado la política, for-
zando al cambio del sistema electoral más allá de los partidos tradicionales. La 
mayoría de países de ALC han adoptado esquemas multipartidistas, amplian-
do las opciones electorales para los votantes, pero al mismo tiempo volviendo 
más compleja la gobernanza. De la misma manera, el fenómeno del populis-
mo ha sido un factor significativo para acceder al poder en la región, y parece 
haberse acoplado como modelo estable para ganar elecciones (Casullo, 2019).

El populismo se alinea con el agotamiento de la política tradicional posdicta-
duras. Aunque el mérito de regresar a la democracia en las décadas finales del 
siglo XX es encomiable, lo cierto es que en términos de resultados económicos 
y sociales las sociedades parecen no percibir los cambios necesarios. Al mismo 
tiempo, aunque las dictaduras habían cedido, los sectores que las habían apo-
yado y se habían beneficiado, en su mayoría nunca dejaron el poder. Tal vez 
los espacios políticos se habían flexibilizado, y la persecución a la izquierda ya 
no tenía una faceta criminalizadora. Sin embargo, la causa original por la que, 
en primera instancia, habían surgido grupos radicales que buscaban enfrentar 
a los gobiernos y sus modelos capitalistas, anclado en la mala distribución de 
los recursos seguía vigente (en algunos países más que en otros).

En consecuencia, se abrió la puerta para que surja una oleada de gobiernos 
que reivindicaban una propuesta, en primera instancia, moderada y que con-
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fiaba en las elecciones como vía para alcanzar el poder y usarlo en bien del 
“pueblo”5. Se debe señalar que la categoría de pueblo para comienzos del siglo 
XXI estaba reservada para aquellos segmentos de población vulnerable que 
había sido oprimida durante décadas o siglos. 

Ahora bien, en la mayoría de casos esta aproximación surgió desde lo ideo-
lógico y lo político, y la categorización técnica de los segmentos más vulnera-
bles se utilizó desde el aparato burocrático para la asignación de transferencias 
monetarias, pero no ha quedado claro quién es el “enemigo interno”. De esta 
manera, se cultivó una visión de lucha de clases sin entender quién era la clase 
dominante o la clase dominada.

Entre finales del siglo XX y la primera década del siglo XXI se fortalecieron 
agendas en las que se reconocían las falencias estructurales de los Estados de 
ALC. Por un lado, las ideas socialistas dejaron de ser perseguidas de forma 
violenta y se hicieron con un espacio en la agenda política de varios países de 
la región (nuevamente no en todos). Por otro lado, los organismos internacio-
nales, desde las Naciones Unidas, pasando por el Banco Mundial, e incluso el 
FMI, así como los agentes de cooperación internacional vieron que era nece-
sario invertir socialmente desde las bases, sobre todo porque los modelos en 
cascada, promulgados desde el neoliberalismo, simplemente no funcionaban 
cómo se había proyectado. La agenda de los Objetivos de Desarrollo del Mile-
nio se transformó en un ancla para corregir errores, acelerar procesos en bene-
ficio de comunidades más amplias, y también para compensar por los errores 
de implementación previa. De ahí también que naciera la actual visión de que 
la ONU o las organizaciones cercanas a su esquema están “contaminadas” por 
el socialismo o el marxismo, como los voceros del neoconservadurismo in-
tentan promulgar, incluso cuando los máximos financistas de la organización 
siguen siendo las potencias liberales occidentales.

Por otro lado, el Estado de bienestar europeo se mostró ante el mundo como 
un caso de éxito notable. A pesar de la brutal destrucción provocada por la 
Segunda Guerra Mundial, para finales del siglo XX, Europa había logrado re-
cuperarse de forma más que satisfactoria, no solo recuperando su nivel de 
prosperidad económica, sino que manteniendo su liderazgo global (aunque 
admitiendo el encabezamiento estadounidense). En este sentido, la idea de 
contar con un Estado benefactor no parecía descabellada, sobre todo después 
de los fracasos contundentes del neoliberalismo en los 80, en lo que se ha lle-

5  Los gobiernos de Tabaré Vásquez en Uruguay o de Fernando Henrique Cardoso en Brasil pueden ser consideradas 
como las primeras voces visibles hacia una transición política en la región hacia un modelo lejos de los partidos tradi-
cionales del siglo XX y que admitían una postura más endémica sin caer en un nacionalismo chauvinista. 
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gado a reconocer como la “década pérdida”, y sus coletazos durante los 90, en 
especial después de percibir los estragos comerciales y económicos de la crisis 
financiera asiática.

En consecuencia, el siglo XXI vino acompañado de gobiernos que veían en 
la redistribución de la riqueza como una estrategia necesaria, y que servía para 
captar votantes fieles. Esto también provocó un proceso de autoidentificación. 
Los perceptores de bonos, planes, o transferencias del Estado se comenzaron 
a identificarse con ese segmento del pueblo explotado y desplazado de forma 
directa, cayendo en algunos casos en lo que se entiende como clientelismo. 
Otros grupos se identificaron con las ideas o fueron sujetos de procesos edu-
cativos dirigidos desde el Estado, que en algunos países han sido clasificados 
como adoctrinamiento. En cualquier caso, incluso personas que no pertene-
cían al segmento más vulnerable llegaron a identificarse con la lucha por una 
aparente justicia social. Finalmente, los segmentos de clases medias, medias 
altas y altas fueron sometidas a un proceso de estigmatización. En algunos 
casos este proceso fue simbólico, sin embargo, los gobiernos más radicales es-
tablecieron esquemas de comunicación que identificaban a aquellos con más 
recursos como enemigos de la patria. Esto último fue más notable en los casos 
de Hugo Chávez en Venezuela, Daniel Ortega en Nicaragua, o Rafael Correa 
en Ecuador.

Uno de los problemas que surgió con este tipo de dinámicas políticas es que 
se consolidó una etapa de significativa polarización. Segmentos enteros de la 
población regional pasaron a una competencia muy poco saludable a nivel 
interno, una lógica de “nosotros” contra “ellos”, en la que el enemigo de la 
nación estaba adentro. Los gobernantes del socialismo del siglo XXI hicieron 
poco para lidiar con este fenómeno y más bien lo auparon, pues cohesionaba 
al grupo cercano de votantes y debilitaba a los opositores, que en muchos paí-
ses se han visto incapaces de articular una respuesta orgánica incluso hasta la 
primera mitad de la década de 2020. La fractura identitaria se ha vuelto más 
notable con el paso de los años y, como se verá más adelante, es uno de los 
núcleos que afecta al sistema político regional.

Por otro lado, durante esta etapa en la que se recurrieron a estrategias de 
redistribución de la riqueza desde lo fiscal, y desde los programas del Estado, 
se logró una reducción importante de la pobreza, como se discutía en el capí-
tulo anterior, y también como lo muestra la Figura 8. Entre las décadas de 1980 
y 1990 se habían acumulado cantidades significativas de personas que vivían 
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en la pobreza o directamente la indigencia. La primera década del siglo XXI, 
liderada en su mayoría por gobiernos del “socialismo del siglo XXI” o afines, 
consiguió sacar a un segmento considerable de esta condición. Los primeros 
lustros del siglo XXI estuvieron caracterizados por altas tasas de inversión en 
programas educativos, construcción de viviendas, hospitales, infraestructura 
crítica, así como las ya destacadas transferencias monetarias, ya sea a través de 
formatos condicionales como no condicionales. No obstante, en la década de 
2010 este proceso de reducción de la pobreza se estancó.

 

Figura 8
Evolución de la pobreza y de la indigencia en América Latina, 1980-2014

Nota: Tomado de CEPAL, 2014
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Las comunidades que habían dejado atrás la vulnerabilidad llegaron a 
construir sólidos vínculos con los gobiernos de quienes los habían apoyado a 
salir adelante. De forma que se ha demostrado una problemática con los años, 
pues esos vínculos muchas veces se transformaron en un personalismo casi 
mesiánico, amplios segmentos de la población de la región romantizaron la 
imagen de líderes como Hugo Chávez, Evo Morales, Daniel Ortega o Rafael 
Correa en esquemas en los que el líder político se transformó en un vocero 
único, casi incuestionable. Esto despertó un esquema de polarización que se 
ha anclado en algunos sectores de la sociedad. Incluso con el paso de los años 
siguen existiendo personas ─en ambos espectros de la afinidad─ que son inca-
paces de pensar la política por fuera de estas individualidades, o por lo menos 
de las fuerzas políticas a las que representan. Esto incurre incluso por fuera de 
lógicas de una reflectividad política crítica en la que se puedan reconocer los 
aciertos y los fracasos por igual.

En esta línea, una de las conclusiones que se debe tener sobre este ciclo es 
que la reducción de la pobreza no solo estuvo ligada al cambio de la aproxima-
ción política, a un modelo con mayor voluntad política hacia la redistribución 
de la riqueza, sino también a la amplia disponibilidad de recursos, subpro-
ducto del llamado boom de las commodities (Viveros y Sánchez-Bender, 2016; 
Balakrishnan y Toscani, 2018). El consumo de materia prima potenciado por 
el crecimiento de la demanda desde la República Popular China permitió a los 
gobiernos de ALC aplicar medidas de redistribución rápida, con casos como 
los de Brasil, Bolivia y Perú, donde parte importante de la inversión se hizo en 
las localidades donde se extraían los recursos (Balakrishnan y Toscani, 2018). 
No obstante, cuando la demanda cayó y los precios también, los Estados de 
ALC se encontraron incapacitados de mantener su estrategia de desarrollo. Es 
aquí cuando surge no solo un descontento amplio, sino también se evidencian 
errores en la gestión, sobre todo vinculadas a la corrupción.

Uno de los esquemas más visibles fue el del conglomerado brasileño Ode-
brecht, dedicado a la construcción, la ingeniería y la industria petroquímica, 
quien está involucrada en una serie de coimas para obtener contratos con los 
gobiernos del resto de la región. En uno de los escándalos más resonados de 
las últimas décadas, en las que incluso llegaron a participar el Departamento 
de Seguridad Nacional de Estados Unidos y el FBI, se encontró que Odebrecht, 
ahora Novonor, había recurrido a prácticas ilegales sobornando a altos fun-
cionarios de distintos Estados de la región y el mundo, entre los que estaban 
Argentina, Colombia, Ecuador, Guatemala, México, Panamá y Perú, Repúbli-
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ca Dominicana y Venezuela, con el fin de asegurarse contratos principalmente 
para construir infraestructura pública (Matute, 2016). En una de las operacio-
nes anticorrupción más grandes de la historia, al menos 91 personas fueron 
judicializadas debido al pago de coimas por alrededor de 780 millones de dó-
lares (Whitaker, 2022).

Aunque la corrupción en este proceso es innegable, también es importante 
destacar que este fue un ejercicio de posicionamiento de liderazgo regional (e 
incluso global) fallido. La idea de asegurarse los contratos implicaba un en-
riquecimiento ilícito, cuestionable en el marco actual de la ley, pero también 
era una apuesta que le hubiese representado a Brasil una participación amplia 
en proyectos estratégicos en un amplio abanico de países. De esta forma, para 
Estados Unidos, la interrupción de esta red de corrupción no solo fue una 
cuestión ética, sino también una cuestión estratégica. Al frenar la penetración 
de la empresa brasileña, que tenía vínculos con el aparato político de su país 
de origen, también se dio un golpe drástico al imaginario de las sociedades de 
la región acerca de la transparencia de sus gestiones. El caso “Lava Jato”, por 
el que incluso se llegó a detener a Lula Da Silva6, fue tomado como un punto 
fuerte de crítica a todos los gobernantes afines al mandatario brasileño, algu-
nos de los cuales también estuvieron conectados con la red de sobornos (BBC 
Mundo, 2018).

En este entorno, la mayoría de países dieron un “giro a la derecha” abando-
nando la propuesta del socialismo del siglo XXI e incluso comenzando su pro-
pio ciclo de persecución a aquellos que apoyaban esta tendencia o formaron 
parte de estos gobiernos. Paralelamente se retomaron aproximaciones libera-
les, cayendo incluso en ciclos neoliberales, donde se contrajo la participación 
del Estado y se abandonaron los programas sociales y el gasto público. El ar-
gumento para ello estaba en que para mantener esta tendencia era necesario 
contraer deuda nacional y externa, insostenible, después de un ciclo de endeu-
damiento irresponsable, enriquecimiento ilícito, y a su vez en la inflación que 
devenía en la emisión de moneda de forma descontrolada. Los dos países más 
golpeados por la inflación han sido Venezuela y Argentina, mientras que otros 
Estados han logrado contenerla a través de la reducción del gasto público, 
estabilización de la productividad, o a través del uso de monedas extranjeras 
como el dólar, como ha ocurrido en Ecuador, Panamá y El Salvador. 

6  Lula sería liberado en 2019, después de 580 días en prisión, antes de cumplir la sentencia a 8 años y 10 meses a la 
que había sido condenado. Esto no fue porque el político brasileño haya sido necesariamente inocente, sino porque no 
se habían cumplido todas las etapas del juicio, al quedar apelaciones pendientes (Infobae, 2019). En 2021 la sentencia 
fue anulada pues Lula “fue juzgado por un tribunal de primera instancia de Curitiba, a cargo del entonces juez Sergio 
Moro que, según explicó la propia Corte Suprema, no tenía en su momento la “competencia jurídica” requerida para 
analizar esos casos” (BBC News Mundo, 2021b). Posteriormente, en 2023, Lula volvería a asumir la presidencia des-
pués de ganar en una dura contienda frente a Jair Bolsonaro en 2022.
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Lo cierto es que estos nuevos gobiernos no corrigieron el error de la iz-
quierda y, en lugar de subsanar la polarización rampante, la agravaron, pro-
bablemente con Uruguay como la gran excepción visible. Ambos segmentos 
se equivocaron y prefirieron el rédito político para captar poder, en lugar de 
establecer acuerdos que les permitan establecer una agenda ante el cambio 
de la dinámica global. Sumada a la contracción del crecimiento económico, y 
consecuente empeoramiento de la calidad de vida, esta mala gestión política 
provocó una pérdida apoyo a la democracia, registrado por encuestadoras y 
estudios de opinión pública regionales (LAPOP, 2021; EIU, 2023, Corporación 
Latinobarómetro, 2023; V-Dem Institute 2023). Por un lado, 6 de cada 10 per-
sonas en la región prefieren a la democracia y la entienden como mejor forma 
de gobierno. Sin embargo, este es un equilibrio incómodo, pues no representa 
una mayoría significativa, y esto facilita el surgimiento de actitudes autorita-
rias e incluso dictatoriales. Por ejemplo, al menos un tercio de las personas en 
la región justificarían que fuerzas militares se tomen el poder de su Estado, ya 
sea por cuestiones ligadas a la inseguridad, a la corrupción u otros fenóme-
nos sociales, o incluso aceptarían una captura del Ejecutivo gobernando sin la 
participación de un poder legislativo, en violación al principio de división de 
poderes (LAPOP, 2021).

Por otro lado, las encuestas revelan que la mayoría de la región busca un 
entorno de orden donde poder desarrollar su vida a plenitud sin que esto sig-
nifique necesariamente la tolerancia a la arbitrariedad, aunque varios países 
empiezan a perder esta resistencia y han comenzado a normalizar el autori-
tarismo de forma transaccional (Corporación Latinobarómetro, 2023). Existen 
contrastes y fluctuaciones, con la excepción de Jamaica, Guyana y El Salvador, 
menos de la mitad de los encuestados en ALC por LAPOP (2021) apoyan a un 
líder fuerte, aunque incumpla las reglas. No obstante, este es un equilibrio en 
riesgo, pues en la mayoría de países de la región existe insatisfacción con los 
resultados de la democracia, solo con Uruguay (82%) y El Salvador (78%) tie-
nen mayorías amplias de satisfacción (LAPOP, 2021). De esta forma la tenden-
cia de apoyo al autoritarismo ha ido al alza, con México, Guatemala, República 
Dominicana y Venezuela, como los países que han incrementado sus niveles 
de tolerancia (Coorporación Latinobarómetro, 2023).

Nuevamente hay que tomar en cuenta que la satisfacción vigente con la 
democracia es relativa, pues la recuperación tras la pandemia ha sido lenta. Y 
esto es muy importante, pues para 2021, el 61% de la población en la región 
sentía que su situación económica había empeorado (LAPOP, 2021). De la mis-
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ma manera, en 2021 el PIB per cápita de la región seguía por debajo de los 
niveles prepandemia, aunque en 2022 se logró una recuperación en V, como 
lo demuestra la Figura 9, incluso superior a la época antes del COVID-19 en 
la mayoría de países. No obstante, como se vio en el capítulo anterior, esta 
recuperación económica no es necesariamente proporcional, y hay segmentos 
de la población que aún no logran retornar a sus condiciones de vida previas, 
o peor aún se encuentran con una calidad de vida deteriorada en comparación 
con su realidad prepandemia.

Figura 9
Evolución del PIB per cápita de ALC

Nota: Tomado de Banco Mundial, 2022.

Aunque esta es una realidad que varía de país a país, lo cierto es que la 
pandemia ha dejado en evidencia las fracturas estructurales de las sociedades 
y los Estados de ALC y el mundo; algo que genera insatisfacción y vacíos en 
la capacidad de los Estados de tomar acciones a favor de su población. Una 
infraestructura de salud debilitada tanto por la herencia histórica de falta de 
capacidades, así como la contracción voluntaria por parte de los regímenes 
conservadores y liberales contribuyeron a que la pandemia de COVID-19 sea 
particularmente severa para la región. Tal y como lo plantean Cid y Marinho 
(2022, p. 11):

Junto a una acumulación de desigualdades en salud y a una desigual dis-
tribución de los determinantes sociales de la salud, los sistemas de salud 
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de la región, uno de los principales determinantes sociales de la salud, 
presentan un conjunto de problemas estructurales, tales como subfinan-
ciamiento crónico, altos niveles de fragmentación y segmentación.

En promedio, 27% del total de muertes por COVID-19 provinieron de ALC 
cuando su población representa apenas el 8% de la población global (Cid y 
Marinho, 2022). A pesar de las advertencias de los organismos internaciona-
les, la respuesta del aparato estatal fue débil, incluso negligente. En uno de 
los casos más lúgubres, el populista conservador Jair Bolsonaro, que presidía 
sobre Brasil, llegó a burlarse de la enfermedad en varias ocasiones, y a pesar 
de ser uno de los países más poderosos de la región se negó a tomar medi-
das de prevención y contención, transformando a Brasil en uno de los países 
más afectados por la pandemia, provocando e 65 millones de casos y más de 
1’600,000 muertes solo hasta marzo de 2022 (Werneck y Guevara-Rosas, 2021; 
Cid y Marinho, 2022).

La pandemia fue un nuevo ejemplo de lo corrosiva que llega a ser la des-
igualdad, pues mientras algunos sectores pudieron cumplir a cabalidad los 
procesos de cuarentena sin preocupación a perder sus ingresos, empleos, o 
cómo tener comida sobre la mesa, otros segmentos de la población estuvieron 
obligados a exponerse al contagio, a la acción informal o ilegal para acceder a 
recursos, a la desnutrición y a la pérdida de su estabilidad emocional. El tono 
de la comunicación manejado por algunos sectores era que la pandemia afec-
taba a todos por igual, pues todos estaban en el mismo barco. Sin embargo, un 
símil más realista es que todos estaban enfrentando la misma tormenta en me-
dio del mar, pero cada uno tenía una embarcación diferente. Mientras los sec-
tores más acomodados podían enfrentar la pandemia con entretenimiento en 
casa, trabajo digital, salud privada, y con entregas a domicilio, los más vulne-
rables tuvieron que ver la pérdida de sus opciones laborales o la precarización 
de sus condiciones, entornos de encierro que afectaron a su salud mental (sin 
hacer de menos las crisis de otros segmentos), sin contar con acceso a atención 
psicológica y psiquiátricos, sistemas públicos colapsados, e incluso llegando a 
depender de donaciones alimenticias.

En esta misma coyuntura, otra de las tendencias generales en la región fue 
la falta de inversión en medidas de soporte social. En parte por la falta de capa-
cidad económica, de ahorro, y redes de contingencia financiera, pero también 
motivados por sesgos ideológicos, los gobiernos de ALC se limitaron a ver 
a sus poblaciones enfermar y perecer, mientras contemplaban cómo el norte 
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global aplicaba medidas de emergencia económica a través de programas de 
ayuda económica, condonación o suspensión de intereses y deuda. En países 
como Ecuador la ausencia del Estado durante la pandemia fue notable y tuvo 
un impacto en el imaginario de la población que sintió un abandono por par-
te de sus gobernantes (Camino y Gortaire-Morejón, 2022). Cuando tuvieron 
que llegar las vacunas el problema lejos de disiparse se hizo más evidente, la 
desigualdad al acceso de vacunas marcó brechas en los tejidos sociales entre 
países y dentro de ellos y, es más, perpetúo la pandemia en el marco del surgi-
miento de nuevas variantes del virus que se multiplicaron debido a la falta de 
inmunización (Cid y Marinho, 2022).

En términos políticos, el agotamiento social contribuyó a generar un campo 
fértil para que la izquierda política recupere espacios. No obstante, a diferen-
cia de la primera etapa de gobiernos alineados con el socialismo del siglo XXI, 
los gobiernos de ALC de la primera mitad de la década de los 2020 no repre-
sentan una corriente única, ni cuentan con una presencia absoluta en otros 
poderes del Estado (Gortaire-Morejón et al., 2023). La pérdida de la confianza 
absoluta, que había sido ganada en la primera década del siglo XXI y que 
había permitido establecer aplanadoras políticas, se tradujo en la creación de 
bloques de oposición fuertes y sistemáticos. Esto ha desmentido a aquellos 
que promovían el temor de una nueva ola de izquierda que “afectaría” a la 
región. Por otro lado, lo que sí se ha generado es una barrera importante para 
las agendas de los nuevos gobiernos, que se ven limitados en sus acciones; la 
caída de Pedro Castillo en Perú, y la oposición que enfrentan Gabriel Boric en 
Chile o Gustavo Petro en Colombia son prueba de ello.

De forma paralela, el crecimiento de esta insatisfacción también ha favore-
cido al incremento de segmentos políticos que desconfían del Estado y buscan 
su reducción. Muchos de ellos han evadido convenientemente los radares de 
la inteligencia y la observancia de la comunidad internacional (especialmente 
Estados Unidos), pues aunque su vocería apunta a la contracción e incluso a la 
desaparición del Estado-nacional, siguen alineados con la agenda capitalista, 
llegando a un punto radical en este sentido. El anarcocapitalismo ha crecido 
en América Latina de forma significativa y se ha cubierto de la bandera de un 
llamado libertarianismo, que se ancla en el término libertad para promover su 
agenda de desregulación y contracción de lo público.

En términos filosóficos el libertarianismo tiende a conectarse con las re-
flexiones de Ayn Rand, Robert Nozick, Ludwig von Mises, y más atrás con 
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las visiones clásicas de John Locke, Adam Smith, David Ricardo y de Frede-
ric Bastiat. Políticamente, el libertarianismo suele replicar las estrategias apli-
cadas por Margaret Thatcher en Reino Unido y Ronald Reagan en Estados 
Unidos, en las que se contrae la participación del Estado en las relaciones co-
merciales, aunque suele tener una alta presencia en el ámbito de la seguridad 
interna y la defensa. En general, desde la parte económica se sigue la corriente 
de pensamiento de Milton Friedman y Friedrich Hayek, y posteriormente los 
economistas conocidos como los Chicago Boys, promotores de una visión del 
capitalismo en el que las relaciones humanas estén ancladas al intercambio 
comercial, con la menor intervención posible de un aparato estatal, afirmando 
que esto produce los mejores resultados para el individuo.

 No obstante, es importante destacar que esta corriente económica tuvo un 
romance insano con las dictaduras capitalistas, principalmente la de Augusto 
Pinochet en Chile, aceptando los abusos del Estado en otros ámbitos, siempre 
y cuando se permita al mercado un modelo con las menores restricciones posi-
bles (Selwyn, 2015). Por otro lado, Friedman planteaba que la implementación 
de su propuesta de modelo económico, a través de sus alumnos, que impli-
caba la aplicación de un tratamiento de choque para privatizar y desregular 
las relaciones comerciales, permitió la transición de la dictadura militar a un 
sistema democrático (LibertyPen, 2013; Iber, 2023). En la actualidad, frente a 
una nueva oleada de libertarios en la región se tiende a ver un fuerte discurso 
reivindicador de esta y otras dictaduras, sosteniendo que las violaciones a de-
rechos humanos eran necesarias o, por último, propaganda.

Este nuevo ciclo es problemático para la democracia, sobre todo tomando 
en cuenta que tras la crisis de las décadas de 1980 y 1990, donde se implemen-
taron las medidas del Consenso de Washington, las visiones a favor de las 
dictaduras capitalistas y una liberalización descontrolada fueron reemplaza-
das por un movimiento a favor de un respeto irrestricto a la democracia y la 
búsqueda de un Estado de derecho. Vale destacar que uno de los hitos impor-
tantes de la época es que parte de la izquierda latinoamericana rompió con las 
visiones marxistas y maoístas de lucha armada, aunque los vínculos con algu-
nas agrupaciones guerrilleras (principalmente en Colombia) no se rompieron 
totalmente. La ola rosa apuntaba a la recuperación, o incluso a la participación 
del Estado por primera vez, con una visión de derechos de las personas por 
encima de las agendas del mercado (tanto nacional como internacional).

El crecimiento del libertarianismo en la región está atado a los ya men-
cionados escándalos de corrupción y enriquecimiento ilícito, y sobre todo la 
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pérdida del talante democrático en países como Venezuela y Nicaragua, que 
entorpecieron esta ola de la izquierda y comenzaron a generar malos resulta-
dos económicos. El fin del “boom de las commodities” fomentado por el creci-
miento del consumo de la República Popular China afectó a los gobiernos de 
izquierda que habían aplicado medidas de elevada inversión pública (en mu-
chos casos mero gasto clientelar). La sobreideologización impidió a la mayoría 
de movimientos progresistas hacer una transición rápida y adoptar una postu-
ra más moderada, negándose a asumir una postura autocrítica y denunciar los 
abusos de los procesos ya autoritarios. Entre los malos resultados y la pérdida 
de la vocería como fuerza de cambio, la izquierda fue cediendo espacios en la 
juventud cada vez más desencantada con el sistema

En este escenario, los gobiernos de derecha pudieron retornar al poder en 
la mayoría de Estados latinoamericanos. Entre los ejemplos notables, Sebas-
tián Piñera, en Chile, y Mauricio Macri, en Argentina, aplicaron estrategias 
clásicas de tendencia liberal y conservadora, reduciendo la inversión pública 
y alejándose de procesos latinoamericanistas a favor de objetivos globales. Sin 
embargo, para algunos segmentos de la región ya no bastaba con una faceta 
moderada que apuntaba meramente a la prudencia en el gasto fiscal y la estabi-
lidad en las arcas para momentos difíciles de la administración del Estado. Al 
contrario, algunos gobiernos llegaron con posturas directamente en contra del 
Estado, entrando directamente al libertarianismo, anclados en ideas de Think 
Tanks con financiamiento extranjero que promovían las visiones defendidas 
durante los gobiernos de Ronald Reagan y Margaret Tatcher en los 80 (Rocha, 
2019). Anclados en el resentimiento que había generado la mala administra-
ción de los gobiernos del socialismo del siglo XXI, estos nuevos gobiernos se 
permitieron adoptar posturas radicales y discursos de populismo de derecha, 
copiando estrategias discursivas de los populismos de izquierda.

Destacan, por ejemplo, el caso de Jair Bolsonaro en Brasil, que se alineó a 
las visiones de estos Think Tank y con la administración del también populista 
de derechas Donald Trump (Rocha, 2019). Bolsonaro se rodeó de un entorno 
conservador en el apartado social, incluso legitimando a la dictadura militar 
de entre 1964 y 1985, así como de segmentos liberales y neoliberales que inte-
rrumpieron la visión que Lula y posteriormente Dilma Rousseff habían imple-
mentado para adoptar un rol de liderazgo en el sur global y volver a un mode-
lo tradicional de inserción en los mercados del norte; y también de segmentos 
promotores del libertarianismo. Para llegar al poder, originalmente Bolsonaro 
se ancló al Partido Socialcristiano de Brasil, que previamente había promovido 
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la campaña de Everaldo Pereira, bajo el lema de “privatizarlo todo”, aunque 
luego rompería la alianza con este partido (Rocha, 2019).

Bolsonaro pudo conectarse a algunos espacios de juventudes con ideas li-
bertarias que sentían un profundo rechazo por la agenda del progresismo del 
Partido de los Trabajadores (PT) brasileño. Es más, muchos de ellos, anclados 
el Movimento Brasil Livre, fueron incitadores y participes en las manifestacio-
nes a favor del impeachment de Dilma Roussef tras las revelaciones sobre el 
caso Lava Jato (Fang, 2017). Este tipo de acciones demostraron una mutación 
de la derecha tradicional (normalmente ajena a la ocupación de las calles), 
adoptando estrategias más habituales de la izquierda regional. Y aunque Bol-
sonaro no fue el líder de estas movilizaciones, a lo largo de su presidencia (y 
posterior a ella) utilizó esta herramienta de forma habitual, asentando el fenó-
meno de populismo de derecha que encontró reflejo en otras figuras globales 
como Donald Trump en Estados Unidos, Marine Le Pen en Francia, Viktor 
Orbán en Hungría o Recep Tayyip Erdoğan en Turquía.

Entre las figuras importantes que jalaron al ultraconservador Bolsonaro a 
una tendencia ultraliberal en lo económico está uno de sus hijos. Eduardo, di-
putado por Sao Paulo desde 2015, también se alineó a esta tendencia, llegando 
a cursar un posgrado en Economía Austríaca ofrecido por el Instituto Mises 
Brasil (Rocha, 2019). Por otro lado, dentro de su gabinete y como promotor de 
las visiones de Estado mínimo estuvo Adolfo Sachsida, quien ocupó los cargos 
de Secretario de Política Económica y Ministro de Minas y Energía, y que llegó 
a afirmar que entre uno de sus objetivos inconclusos estuvo la privatización 
de Petrobras, una de las empresas estatales insignia de Brasil (Aepet, 2023). 
Sachsida también “forjó un grupo de 11 economistas que semanalmente inter-
cambiaban ideas con Bolsonaro” (Rocha, 2019).

Probablemente, la influencia más minarquista, entendiendo como minar-
quismo a la búsqueda de la reducción del aparato gubernamental en su gabi-
nete, venía de su Ministro de Economía, Paulo Guedes, formado en la Univer-
sidad de Chicago. Con este entorno, Bolsonaro emprendió una misión para 
contraer el aparato público de Brasil, consiguiendo la privatización de Electro-
bras, alcanzando la segunda privatización más grande de la historia del país al 
reducir la participación del Estado en esta empresa estratégica (ámbito, 2021; 
Giuliano, 2022). En esta misma línea, con Guedes se recortaron alrededor de 
105,000 puestos de trabajo en las empresas públicas, eliminando un 19% del 
aparato burocrático en este ámbito, y de 630,700 a 568,400 en el ámbito de ser-
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vidores públicos lo que implicó un recorte de un 10% del personal, mientras 
que la inversión federal se redujo a sus niveles más bajos en 50 años, antes del 
año de elecciones (Fucs, 2022).

Por otro lado, también se apuntaron a aspectos importantes en el rol de 
Brasil en el mundo, aplicando formalmente a la OECD, lo que podría ayudar 
a atraer inversión extranjera reduciendo el llamado “costo brasileño” (Fucs, 
2022). Sin embargo, Brasil aún debe cumplir varias condiciones fiscales y am-
bientales que le impiden por ahora ser miembro pleno de la OEC. Estas barre-
ras también terminaron dificultando que se concrete el acuerdo UE-Mercosur, 
así como acuerdos con Estados Unidos, Canadá y México (Irajá, 2022). Debe 
señalarse además que durante este período político Brasil perdió su rol de li-
derazgo estratégico en la región, sobre todo en Suramérica. En una concepción 
distinta del mundo, el gobierno de Bolsonaro volvió a apostar por las dinámi-
cas periféricas, como un proveedor del norte global, en lugar de ser una de las 
cabezas del sur.

Cabe recalcar que muchos de los objetivos de Guedes y Bolsonaro se vieron 
entorpecidos por la pandemia (Meyerfeld, 2022), a la que Bolsonaro se negó a 
atender con la responsabilidad que ameritaba, siendo uno de los voceros más 
grandes del negacionismo del COVID-19. En parte por esto, y también debido 
a la tensión generada por la contracción del Estado, Bolsonaro perdió las elec-
ciones de 2022, frente al expresidente Lula, que había salido de prisión des-
pués de que se determinara que el juez que lo había sentenciado (Sérgio Moro, 
que incluso fue seleccionado como Ministro de Justicia y Seguridad Pública en 
el gabinete de Bolsonaro) no tenía competencia para imputar a Lula Da Silva.

Irajá (2022) sostiene que la falta de éxito de la agenda de Guedes recae en 
gran parte en Bolsonaro, quien:

Fiel a sus convicciones corporativistas, centralizadoras, populistas y elec-
toralistas, forjadas a lo largo de las décadas en las que formó parte del 
bajo clero de la Cámara de Diputados, el presidente socavó medidas que, 
a su juicio, chocaban con sus ideas retrógradas y supuestamente, según 
su razonamiento, amenazaban su proyecto de reelección.

No obstante, el líder de la ultraderecha brasileña no logró vencer a un Lula 
que supo aliarse con sectores de la centroderecha. Lejos de aceptar su derrota, 
Bolsonaro trató de aplicar la estrategia del trumpismo en Estados Unidos, acu-
sando de fraude electoral, incluso antes de que se dieran las elecciones, motivo 
por el cual fue sancionado por la justicia brasileña, perdiendo sus derechos 
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políticos por ocho años (Nicas, 2023). Parte del peligro de esta postura estuvo 
en que el bolsonarismo buscó el apoyo de las Fuerzas Armadas del Brasil para 
que se tomaran el poder. En este esquema, la democracia primó, pero ha des-
pertado un peligro latente en una región con un pasado ligado a los golpes de 
Estado.

Otro de los espacios en los que las voces a favor de una visión anarcocapi-
talista encontraron puerto fue Ecuador. Empezando a encontrar un patrón, 
las ideas libertarias han sido promovidas desde Think Tanks con apoyo ex-
tranjero. Por un lado, el grupo Libre Razón que ha tomado mucha fuerza en 
Universidades Privadas de la capital como la Universidad de Las Américas 
y la Universidad San Francisco de Quito, anclándose en grupos de jóvenes 
que sirven como agentes replicadores de la iniciativa, muchos de los cuales 
llegaron a encontrar espacios laborales en el gobierno de Guillermo Lasso. El 
mismo presidente Lasso ha sido promotor de otro de estos Think Tanks, Ecua-
dor Libre, probablemente el más fuerte al momento de consolidar su gobierno.

Mientras Libre Razón ha sido un grupo más coordinado por jóvenes, cerca-
nos a CREO, movimiento político con el que Guillermo Lasso llegó al poder, 
varios de los miembros de Ecuador Libre terminaron por integrar el gabine-
te de gobierno. El mismo exmandatario aparecía como presidente del Think 
Tank, acompañado en el directorio equipo de las siguientes figuras:

•	 Aparicio Caicedo, quién fue asignado como asesor presidencial ad hono-
rem, en una incómoda postura en la que no rendía cuentas al electorado, 
para luego ser contratado como consejero de manera oficial, y posterior-
mente, salir en medio de escándalos de potencial tráfico de influencias.

•	 Juan Carlos Holguín, que fungió como Canciller.

•	 Pablo Arosemena, que sería Gobernador de Guayas, y posteriormente 
sería Ministro de Economía y Finanzas.

•	 Ana Balda, que ocupó el cargo de Consejera de Gobierno en la Presiden-
cia de la República.

•	 Ana Belén Cordero, que fue Asambleísta hasta la “Muerte Cruzada” y 
luego sería seleccionada como Secretaria Nacional Anticorrupción.

•	 Eduardo Bonilla, que fue secretario de comunicación de la Presidencia 
de la República.

•	 Juan Francisco Núñez, que ocupó el cargo de Gobernador de Manabí.
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•	 Sergio Iannuzzelli, quien fue subsecretario general de Despacho Presi-
dencial.

•	 Jorge Gallardo, fue seleccionado como delegado de Ecuador frente al 
FMI.

•	 Marcos Miranda, que fue Subsecretario General Jurídico de la Presiden-
cia de la República.

•	 Guillermo Avellán, que ocupó el cargo de Gerente General del Banco 
Central del Ecuador.

•	 Francisco Briones, seleccionado como Director del Servicio de Rentas 
Internas.

El resto de miembros del equipo y del consejo asesor de Ecuador Libre tam-
bién fueron incorporados al gobierno en diferentes puestos, destacando a figu-
ras como Diego Ordoñez, que renunció a su puesto en la Asamblea Nacional, 
para ser Asesor de la Presidencia, y posteriormente ser encargado de la Secre-
taría de Seguridad Pública, a pesar de no tener ni experiencia ni educación en 
la materia. Fabián Pozo que fue Secretario General Jurídico de la Presidencia 
y que estuvo a la cabeza de varios decretos de estado de excepción con errores 
legales, y que posteriormente no tendrían efectos reales en la crisis de inseguri-
dad que atravesó el país a lo largo del mandato del presidente Lasso. Bernarda 
Ordóñez, que fue Secretaria de Derechos Humanos y terminaría renunciando 
después de varias masacres en las cárceles del país y de que afirmara tener 
diferencias irreconciliables después de que Guillermo Lasso vetara la ley de 
interrupción del embarazo.

De manera general la administración de Guillermo Lasso estuvo caracteri-
zada por una serie de errores de gestión, claras muestras de desconocimiento 
de conceptos básicos de la administración pública, bajos niveles de popula-
ridad (su propia figura como banquero le impedía replicar los ejercicios de 
populismo de derecha, aunque sus asesores intentaron cambiarle este rostro 
en TikTok) y pobres resultados en la mayoría de ámbitos. A pesar de que su 
postura original para llegar al poder replicaba la idea de que su administra-
ción lidiaría con la ineficiencia de un “Estado obeso”, lo cierto es que a lo largo 
de su mandato se demostraría que más bien el Estado ecuatoriano no contaba 
con capacidades reales para lidiar con sus desafíos estructurales.

En consecuencia, después de logar gestionar el acceso a vacunas contra el 
COVID-19 en 2021, que podría ser considerado como una de sus pocas accio-
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nes exitosas, el gobierno de Guillermo Lasso se quedó sin piso político para 
operar e incluso surgió una serie de crisis de gestión en el ámbito de la salud, 
con escasez de medicinas en hospitales públicos (Primicias, 2022a). También 
tuvo que lidiar con una incómoda relación con el movimiento indígena, donde 
se presentaron severas protestas contra el gobierno, prolongando una tensión 
que venía desde la administración de Lenin Moreno, y que han obligado al 
Estado a establecer una serie de acuerdos que demandaban la ejecución de 
presupuestos y cambios en la concepción de la relación entre el Estado y las 
comunidades indígenas (BBC News Mundo, 2022)7.

No obstante, el foco de tensión más severo y con el que la administración 
de Lasso fue incapaz de dar una respuesta apropiada fue en el ámbito de la 
seguridad. La administración del presidente ecuatoriano cometió el error de 
no interpretar bien el riesgo de la violencia que comenzó en los centros de 
privación de la libertad, que inició en la administración de Lenin Moreno en 
febrero de 2021, con una serie de levantamientos en Guayaquil, Latacunga y 
Cuenca, que terminó con la vida de 79 personas privadas de la libertad, mu-
chas de las cuales ni siquiera tenían sentencia ejecutoriada o estaban detenidas 
por delitos menores (ver Tabla 7), un problema que se extendió a lo largo de 
los años de mandato de Guillermo Lasso y que se volvió una agenda cotidiana 
para medios y ciudadanía (Primicias, 2021; La Hora, 2022; GK, 2023). El error 
más grande del gobierno ecuatoriano en este ámbito estuvo en creer que este 
tipo de eventos se mantendrían aislados en las cárceles, sin afectar al resto de 
la ciudadanía.

Tabla 7
Saldo de víctimas en masacres carcelarias en Ecuador

7  Es importante destacar que el movimiento indígena ecuatoriano ha sido un actor político activo desde la década de 
1990 y que sus movilizaciones masivas no se han dirigido exclusivamente a estos dos mandatarios. Es más, se debe 
señalar que el rol del movimiento indígena. 
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Nota: Adaptado de Primicias, 2022b; infobae, 2023a; GK, 2023. Fecha de corte: 
septiembre 2023

El problema es que la violencia en las cárceles solo vaticinaba un escena-
rio de caos y violencia territorial, principalmente en las ciudades de la Costa 
ecuatoriana, pero con una clara incidencia en la estabilidad y seguridad del 
resto del país. El núcleo de la cuestión es que, en medio de un escenario que 
demandaba inversión por parte del Estado, las visiones libertarias impidieron 
al gobierno ecuatoriano reaccionar y atender los vacíos que se habían agrava-
do en términos económicos y sociales de un país con una desigualdad crecien-
te. Aunque se debe admitir un acto de responsabilidad en términos fiscales, 
debido a que se dedicó a contener el endeudamiento que superaba los límites 
autoimpuestos por el Estado ecuatoriano, adquirido en parte por la adminis-
tración de Rafael Correa, lo cierto es que la mala lectura de la coyuntura (y un 
cierto grado de egolatría) frenó la aplicación de medidas que podrían haber 
contenido la violencia en el país.

En este sentido, el gobierno de Guillermo Lasso continuó con un mode-
lo donde la inversión pública, sobre todo en infraestructura y ampliación de 
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capacidades, solo se ajustó a la inflación, pero dejando vacíos económicos y 
sociales en espacios tradicionalmente vulnerables, donde el crimen transna-
cional organizado pudo establecer alianzas con los grupos locales. A través de 
estos vínculos las prácticas criminales se radicalizaron y el esquema de reclu-
tamiento se “sofisticó” al adquirir herramientas y modelos refinados en Co-
lombia y México. Con ello, el crimen violento, manifestado en el sicariato, los 
secuestros exprés, asaltos con armas de fuego, saqueos a locales y conjuntos 
privados, y asesinato incrementaron de forma dramática8. El nivel es tal que, 
solo entre el 24 de mayo de 2021 y el 6 de septiembre de 2023, se registraron 
11.189 muertes violentas (Oporto, 2023a).

Lejos de registrarse un cambio en la dinámica de gobierno, la administra-
ción de Guillermo Lasso optó por acusar a su oposición de ser la causante de la 
inestabilidad y buscar la pérdida de su imagen. El Ejecutivo de Lasso rompió 
los vínculos con la función legislativa, en un modelo que, como mínimo puede 
interpretarse como falta de experiencia, por no hablar de falta de aptitudes 
políticas, y sin tratar de reducir sus expectativas, procuró ingresar propuestas 
de ley que evidentemente no iban a ser aprobadas. Cuando la impopularidad 
de ambas funciones, enfrascadas en una contienda sin sentido de Estado llegó 
al punto en el que la Asamblea Nacional estuvo a cerca de conseguir la destitu-
ción de Guillermo Lasso a través de un juicio político, que en principio estaba 
ligado a omisiones para lidiar con un presunto caso de Flota Petrolera Ecua-
toriana (Flopec), el ejecutivo llamó a Muerte Cruzada (CNN Español, 2023). 

Ecuador tuvo que enfrentar entonces un proceso “sui generis” para llamar a 
elecciones anticipadas; en un entorno donde la violencia ya superó los índices 
de 2022, como lo indica la Figura 10, pudiendo llegar al menos a los 7795 homi-
cidios intencionales para fines de 2023. El asesinato del candidato presidencial, 
el exasambleísta Fernando Villavicencio fue una muestra más de que la con-
tracción del Estado facilitó la penetración de los grupos de crimen organizado, 
adoptando una postura intervencionista en el ámbito político (Gortaire-More-
jón, 2023a). Con una prácticamente nula aprobación por parte del electorado, 
Guillermo Lasso ni siquiera optó por postularse a una reelección, aunque la 
ley se lo permitía, y su movimiento político no se animó a enviar candidatos 
para la Asamblea.

8  Para algunos sectores el aumento de la violencia estuvo ligado al aumento de la inmigración como consecuencia 
de la crisis de refugio venezolana. Sin embargo, los datos levantados por las mismas instituciones ecuatorianas reve-
laban que la gran mayoría del crimen en el país era perpetrada por nacionales y una porción ínfima de la población 
venezolana había participado en actos ilícitos (Hinojosa, 2023).
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Figura 10
Homicidios intencionales en Ecuador 2010-2023

Nota: Tomado de Oporto, 2023b

Para 2017, la tasa de muertes violentas era de 5 casos por cada 100.000 habi-
tantes, mientras que en 2023 esta cifra aumentó a unos devastadores 40 asesi-
natos, transformando a Ecuador en la nación con más violencia registrada de 
la región (Molina, 2023). Mucha de esta violencia se ha concentrado en zonas 
del país donde los grupos de crimen organizado han acumulado poder, y se 
disputan el territorio y su población, tanto como centro de operaciones, así 
como de medios humanos. Sin embargo, el problema también se extiende a 
otras regiones debido a la falta de sanción y prevención de este tipo de delitos, 
provocando una cadena de crímenes violentos en contra de una sociedad civil 
secuestrada en medio de la inoperancia de las autoridades.

Resulta llamativo que, a pesar de estos malos resultados, los segmentos pro-
motores del anarcocapitalismo y el libertarianismo sigan generando atracción 
en los electorados de la región. En Chile podría darse el beneficio de la duda, 
cuando en 2021 un 45% del electorado le dio el voto a José Antonio Kast, sien-
do superado por Gabriel Boric (BBC News Mundo, 2021a). Se puede argumen-
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tar que el electorado chileno aún desconocía los pésimos resultados de Brasil y 
Ecuador, aunque es poco excusable que el segmento del electorado que le dio 
el voto a Kast ignorara sus vínculos con la extrema derecha y la apología a la 
dictadura de Pinochet.

Es más, entre los errores en la administración de Boric para satisfacer a ple-
nitud su agenda y una falta de visión hacia el exterior, Kast continúa posicio-
nándose como una fuerza de oposición atractiva para el electorado de Chile. 
El más claro ejemplo de ello ha sido cuando su partido ganó la mayor cantidad 
de asientos, 23 entre 51 disponibles, en el nuevo consejo constituyente, luego 
de que la propuesta de la izquierda chilena no lograra atraer suficiente apoyo 
para ser aprobada (Montes, 2023). Sin embargo, aunque el consejo constitu-
yente partía con la ventaja de saber que la mayoría del electorado chileno no 
aspiraba a tener una carta magna anclada en una visión demasiado progre-
sista, su bloque cometió el error de plantear algo demasiado a la derecha9. La 
propuesta constitucional no tuvo los resultados esperados para la derecha y 
fue finalmente rechazada en diciembre de 2023, a pesar de la caída de la apro-
bación de Boric, que para septiembre de 2023 ya superaba, en promedio, los 60 
puntos de desaprobación (Cadem, 2023; Criteria, 2023; Activa, 2023). 

Los efectos de las propuestas anarcocapitalistas en otros países podrían ha-
ber mitigado la tendencia y redujeron el apoyo a figuras como Kast. Además, 
que exista un segmento dispuesto a darle su voto a la propuesta anarcocapi-
talista, no implica que exista otro segmento (como el que votó por Boric) que 
está en contra de darle la posibilidad de ostentar la presidencia. En consecuen-
cia, nombres como el de la expresidenta Michelle Bachelet o Evelyn Matthei, 
la exministra de trabajo y previsión social del gobierno de Sebastián Piñera ya 
empezaban a hacer contrapeso en encuestas al ultraderechista Kast. El caso 
chileno es un ejemplo de que, al menos en parte, la cultura política latinoame-
ricana no hace un “copia y pega” de un país a otro.

Es cierto que se perciben tendencias, y que algunos actores políticos tras-
cienden sus realidades nacionales para penetrar en el imaginario de otros paí-
ses de América Latina. Sin embargo, las lecciones sobre el éxito o fracaso de 
una tendencia parecieran solo aprenderse al vivirse en primera persona. En 
este sentido, se puede ver el caso de Argentina que recientemente acaba de op-
tar por otorgarle el poder a uno de los voceros que durante años ha pregonado 
el anarcocapitalismo en la región, Javier Milei. El nuevo presidente argentino, 
junto a figuras como Agustín Laje y Gloria Álvarez, es uno de los nombres que 

9  Se podría argumentar que la derecha chilena terminó sacando una victoria indirecta pues, al menos en el corto 
plazo, Chile mantendrá la constitución que estaba vigente, y que la izquierda buscaba cambiar por su vínculo con la 
dictadura de Pinochet.
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ha aprovechado la viralidad de internet y las redes sociales para hacerse un 
espacio en una política regional. A pesar de su personalidad ecléctica y agre-
siva, Milei supo labrarse un camino que aprovechaba el descontentó sistémico 
de la población argentina y afianzó su figura como un vocero contra el mismo.

Es más, incluso antes de que Milei optara por entrar a la vida política, varias 
de las juventudes libertarias de otros países ya estaban haciendo eco de sus 
posturas antisistema, sobre todo para hacer contra a las vocerías del socia-
lismo del siglo XXI. Como se ha planteado previamente, esta difusión no ha 
sido solamente orgánica, sino que ha dependido de ejercicios coordinados y 
financiados. Argentina replica el ejercicio de promoción de ideas libertarias a 
través de ONG con financiamiento externo. Resuenan la Heritage Foundation 
que se ha pronunciado a favor de la candidatura de Milei, tratando de hacerlo 
menos amenazante para la democracia (Humire, 2023); la Fundación Pensar y 
la Fundación Libertad, ambas bajo un paraguas de la fundación transnacional 
Atlas Network, que tiene como organización madre al Institute of Economic 
Affairs de Reino Unido, fundada en 1981, y que actualmente conecta y financia 
a más de 500 socios globales, donde al menos 100 están en América Latina y el 
Caribe (Atlas Network, 2023).

La Fundación Atlas se ancla a Argentina principalmente a través de la figu-
ra de Alejandro Chafuen, quien fungió como CEO de la Fundación entre 1991 
y 2018. Chafuen “ha pasado su vida adulta trabajando para socavar los movi-
mientos sociales y gobiernos de izquierdas en Sudamérica y Centroamérica, e 
impulsar en su lugar una versión del libertarismo favorable a las empresas” 
(Fang, 2017). En términos operativos esta fundación alcanza sus objetivos de 
promoción ideológica a través de las siguientes estrategias:

Concede subvenciones a nuevos grupos de reflexión, imparte cursos so-
bre gestión política y relaciones públicas, patrocina actos de creación de 
redes en todo el mundo y, en los últimos años, ha dedicado recursos es-
peciales a incitar a los libertarios a influir en la opinión pública a través 
de las redes sociales y los vídeos en línea. (Fang, 2017)

Milei ha recurrido a un excéntrico uso de discursos violentos. Incluso den-
tro de la categoría política de “outsiders”. Milei no sólo rompe con el statu quo 
en su forma de entender el Estado (llegando al absurdo de eliminar ministe-
rios básicos de cualquier país como el Ministerio de Educación y Trabajo para 
aglutinarlos en una amalgama junto a Desarrollo Social, Mujer y Cultura en un 
Solo Ministerio de Capital Humano), sino que también ha recurrido abierta-
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mente al insulto y al uso de recursos como martillos para “demoler” maquetas 
del Estado, o motosierras para simular la forma en la que recortará al Estado 
y a la “casta” política (La Voz, 2023). Javier Milei utiliza elementos pasionales 
que despiertan emociones intensas sobre todo en un segmento joven que, con 
poca esperanza en el futuro, acostumbrados a la política demagógica, pero sin 
claridad en las lecciones del pasado, ven en Milei casi un mesías. También cala 
en un sector conservador frustrado por no ser el centro de atención y que ve en 
las izquierdas una amenaza para su forma de entender el mundo.

Más allá de los resultados electorales:

La red libertaria, que ha remodelado el poder político en un país tras 
otro, también ha funcionado como una extensión silenciosa de la política 
exterior estadounidense, con grupos de reflexión asociados a Atlas que 
reciben financiación discreta del Departamento de Estado y de la Fun-
dación Nacional para la Democracia, un brazo fundamental del poder 
blando estadounidense. (Fang, 2017)

La estrategia del libertarianismo ha conseguido despertar un sentimiento 
antisistema, pero que se anclan en el sistema de las transnacionales globales y 
ponen a la gente, principalmente jóvenes, al servicio de los intereses de estas 
corporaciones. De esta forma, las agendas nacionales pierden valor y los Es-
tados-nación se debilitan al momento de regular y proveer servicios para los 
sectores más vulnerables. Los resultados de esa pérdida de fuerza son eviden-
tes en el aspecto de seguridad y desarrollo económico, para el profesor aus-
traliano Jeremy Walker “El método de los Think Tank permitió a las empresas 
decir cosas que ellas mismas no podían decir sin que pareciera que se limita-
ban a hablar de sus propios motivos de lucro” (Westervelt y Dembicki, 2023). 
Por otro lado, la excusa ante los malos resultados tiende a ser que las medidas 
implementadas no tuvieron la suficiente radicalidad asignando culpas a otros 
sectores, principalmente de izquierda, pero llegando al punto donde la dere-
cha liberal o la centroderecha es empujada hacia la izquierda también.

Y es que otra de las características del libertarianismo latinoamericano es la 
promoción de una agenda polarizadora. Es cierto que la tendencia de aplicar 
un formato de amigo-enemigo a nivel interno retomó vigencia desde que las 
voces del socialismo del siglo XXI comenzaron a catalogar a cualquier seg-
mento que se opusiera a su visión como “neoliberal”. También es cierto que 
esto último fue una respuesta sistémica a la persecución que la izquierda su-
frió durante las dictaduras militares de la segunda mitad del siglo XX. Sin 
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embargo, en términos políticos la región enfrenta uno de sus momentos más 
duros pues el objetivo estratégico de la nación ha perdido espacios en la gran 
mayoría de Estados.

Mientras a nivel interno las sociedades, sobre todo las juventudes, se en-
frentan a batallas culturales que les impiden articularse en una coyuntura más 
cercana a su realidad en el día a día, organizaciones externas se aseguran de 
perpetuar esta fractura. Atlas y otras organizaciones libertarias a modo de 
cascada reciben fondos de grandes corporaciones vinculadas a la explotación 
petrolera, como las fundaciones de la familia Koch y ExxonMobil; tabacaleras 
como Phillip Morris; proveedoras de tarjetas de crédito como Mastercard, en 
incluso el financiamiento de eventos y actividades de la mano del mismo go-
bierno de Estados Unidos (Jones, 2005; Fang, 2017).

No es de sorprenderse entonces que la agenda libertaria tienda a ser ne-
gacionista del cambio climático o que les resulte tan fácil encontrar espacios 
de lujo para desarrollar sus eventos (con convocatorias que normalmente no 
justificarían el nivel de egresos). Atlas se defiende de estos últimos argumen-
tos sosteniendo que el ingreso que reciben de estas grandes compañías es in-
ferior al 1% y que la mayoría de sus recursos viene de donantes individuales 
(Fund, 2021). Sin embargo, nada impide que los dueños y miembros de estas 
corporaciones sean los donantes individuales. Curiosamente, los sectores li-
bertarios tienden a denunciar con vehemencia las actividades semejantes de 
la izquierda latinoamericana casi siempre vinculándola con la Open Society 
Foundations de George Soros.

En esa misma línea, de parte de la izquierda regional también hay proce-
sos de organización que han sido alertados como problemáticos. El Foro de 
São Paulo (FSP) ha sido señalado como una fuente de inestabilidad política 
por parte de la derecha regional. El foro es un espacio de reunión entre parti-
dos políticos de izquierda que se celebra casi anualmente y que mantiene su 
nombre debido a la primera reunión que tuvo lugar en la ciudad brasileña en 
1990. Al FSP se le atribuye la creación del entorno que llevó a la “marea rosa”, 
como se les conoció a los gobiernos del socialismo del siglo XXI, al poder a 
comienzos de los 2000. Paralelamente, se le reclama la inclusión, aceptación 
y solapamiento de los regímenes autoritarios de izquierda como el de Cuba, 
Venezuela y Nicaragua. Sus opositores más acérrimos también han denun-
ciado potenciales vínculos con las narcoguerrillas y con redes de corrupción 
transnacional. Una mirada objetiva nos permite entrever un espacio político 
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complejo de América Latina, con actores que simplemente buscan la conexión 
de las izquierdas regionales, así como de otros elementos que aspiran a usar el 
poder en beneficio personal.

El FSP es un escenario complejo, combina fuerzas de “extrema izquierda, 
partidos comunistas tradicionales, socialistas radicales, populistas de izquier-
da, partidos socialdemócratas” (Kostiuk, 2019, p. 153). Por otro lado, el FSP no 
cuenta con una estructura burocrática, no es una organización internacional, 
pues no cuenta con un esquema organizativo que le garantice una continui-
dad, más allá de las fuerzas políticas de los diferentes movimientos y partidos 
que lo conforman. La agenda que lo motiva es plural y va en torno a derechos 
laborales, feminismos, ambientalismos, juventudes, campesinado, minorías 
étnicas. Como es de esperarse muchas de las fuerzas aglutinadas tienen aspi-
raciones directamente anticapitalistas, algunas voces todavía ven con recelo la 
democracia liberal y apoyan a regímenes con tendencias dictatoriales como los 
gobiernos de Cuba, Venezuela y Nicaragua. En otros casos, los partidos que lo 
integran tienen visiones reformistas, adaptadas al capitalismo y a la democra-
cia liberal, renunciando al núcleo duro del marxismo.

Ahora bien, Kostiuk (2019, p. 155) sostiene que “si bien las derechas latinoa-
mericanas aseveran lo contrario, no hay prueba alguna de que el FSP hubiera 
trabajado excepcionalmente para la Cuba comunista o para el Brasil del tiem-
po de Lula, ni que sirviese ahora tan solo a los intereses de Venezuela”. Enten-
diendo que el Foro carece de una capacidad orgánica para actuar, los esfuer-
zos o apoyos que han nacido a favor de estos gobiernos han sido acciones más 
propias de cada partido o de cada gobierno. No obstante, es innegable que la 
existencia de este espacio favorece la articulación y la generación de redes de 
contactos y, por supuesto, de intereses políticos y económicos

El FSP también aspira a la construcción de una integración regional. El mo-
delo propuesto apunta a “la recuperación de la cultura y la identidad histórica 
de los pueblos latinoamericanos” (Kostiuk, 2019, p. 158). Algunas de las raíces 
de iniciativas como la Alianza Bolivariana para los Pueblos de Nuestra Améri-
ca – Tratado de Comercio de los Pueblos (ALBA-TCP) o la Unión de Naciones 
Suramericanas (Unasur), sobre todo cuando se trataba de su propuesta origi-
nal como Comunidad de Naciones Suramericanas, e incluso la Comunidad de 
Estados Latinoamericanos y Caribeños (Celac), pueden encontrar su origen 
anclado en los diálogos que líderes políticos como Hugo Chávez, Fidel Castro, 
Evo Morales y Luis Inazio Lula Da Silva (a los que luego se sumaron otros 
mandatarios) tuvieron en el marco de los diálogos y las reflexiones del FSP.



América Latina, la región que se niega a ser

79

Por otro lado, el FSP no es el único espacio donde la izquierda regional ha 
tratado de agruparse. De forma gradual también nació el llamado Grupo de 
Puebla en 2019, en la ciudad de Puebla de México, que se articuló como una 
nueva red, que afirma estar alineada con visiones progresistas y de izquierda. 
A diferencia del FSP, el Grupo de Puebla no está compuesto por agrupaciones 
políticas, sino directamente por personalidades, autoridades electas, diplomá-
ticos, académicos y otros funcionarios públicos de la región; eso sí, asociados 
en su mayoría a partidos que forman parte del FSP. Varios exmandatarios for-
man parte de los fundadores de este grupo, incluyendo a Alberto Fernández, 
Lula Da Silva, Dilma Rousseff, Evo Morales, Ernesto Samper, Rafael Correa, 
José Luis Rodríguez, Manuel Zelaya, Martín Torrijos, Fernando Lugo, Leonel 
Fernández, y José Mujica, e incluso el actual presidente Luis Arce de Bolivia 
(Grupo de Puebla, 2021).

El Grupo de Puebla tampoco tiene una capacidad organizativa en estric-
to sentido. Esta agrupación realiza reuniones anuales, que empezaron con 30 
representantes en 2019 y se ha extendido a 200 líderes en 2023. Mientras los 
sectores afines a la izquierda ven en este tipo de acciones de conexión regional 
una oportunidad de vínculo y fortalecimiento de agendas comunes, los secto-
res afines a la derecha los ven con preocupación y cierto grado de desprecio. 
Los argumentos alrededor de los cuestionamientos al FSP y al Grupo de Pue-
bla suelen girar en torno al temor de que se utilicen como mecanismos para 
desestabilizar a la región, sobre todo en términos de mercado, y que se defien-
dan o promuevan sistemas de carácter autoritario o incluso redes criminales 
transnacionales.

 En este sentido, algunos actores ven a estas iniciativas como amenazas y 
riesgos, directamente como enemigos del Estado. No obstante, también se 
debe destacar que esta aproximación representa un riesgo en sí mismo. Por 
un lado, criminaliza la asociatividad política y genera un conflicto directo con 
la participación de la izquierda a través de canales legítimos en la búsqueda 
de acceso a la toma de decisiones a través de la vía electoral. El pasado de una 
izquierda que piensa que al poder se lo debe tomar por la vía armada no es tan 
distante como algunos podrían llegar a pensar. En consecuencia, que existan 
puntos de formación y articulación política de izquierdas que reconozcan a la 
democracia electoral como la vía legítima al poder es un avance significativo 
en términos históricos.

Ahora bien, así como las fuerzas del libertarianismo apuntan a construir 
modelos que debilitan al Estado para beneficio de ciertos sectores, en el FSP y 
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el Grupo de Puebla también hay algunas aproximaciones que se alejan de un 
modelo de garantías plenas para todos los sectores. Por ejemplo, los actores 
más afines al marxismo clásico siguen promoviendo modelos que pueden lle-
gar a atentar contra la propiedad privada. Como es natural, esto resulta una 
amenaza para muchos sectores y despierta profundos rechazos. De la misma 
manera, la promoción permanente de la lucha de clases, no como un modelo 
explicativo sino como una forma de vida y de subsistencia de su rol político, 
también termina generando, en más de un caso, persecuciones, así como la 
perpetuación de modelos de enemigos internos dentro del mismo Estado-na-
ción.

Trascendiendo afinidades y rechazos, es evidente que las diferentes tenden-
cias tanto de izquierda como de derecha han adoptado prácticas transnaciona-
les, por ahora por fuera del sistema político oficial de los Estados. Esto invita 
a repensar la forma en la que se gestiona la política de forma internacional. 
En lugar de acusar de conspiraciones y penetración subterránea, los aparatos 
políticos oficiales están en la obligación de generar condiciones en donde el in-
tercambio de ideas, capacidades, e incluso fondos económicos sea transparen-
te. En Europa, a través de la Unión Europea ya se ha visto el establecimiento 
de partidos transnacionales que operan en distintos Estados de la Unión, así 
como alianzas que, sin pertenecer a la misma estructura, conforman coalicio-
nes basadas en ideas comunes.

Alcanzar esto sería un logro de madurez política, que en el corto plazo pare-
ce improbable. No obstante, la tecnología, en términos de telecomunicaciones 
e interconexión financiera, así como las realidades globalizadas hacen impos-
tergable mejorar las condiciones de una política transnacional transparente. 
Esto podría mitigar de cierta forma la desafección existente a la democracia, 
y también podría fortalecer los incentivos detrás de la integración regional. 
Actualmente, el Parlamento Latinoamericano ─por poner un ejemplo─ prácti-
camente no recibe ni atención, ni interés, y por lo tanto tampoco presión, para 
lograr avances en beneficio de la población. Esto también genera desapego en 
la sociedad civil regional que poco conoce de estas instituciones o que simple-
mente ve este tipo de ejercicios como un desperdicio de dinero o como una 
nueva escala de burocracia internacional que no trabaja para ellos.

En este sentido, es cierto que el beneficio de estas instituciones radica en 
mantener foros que perpetúan las relaciones pacíficas entre los actores polí-
ticos de los Estados; sobre todo en un entorno donde el conflicto interestatal 



América Latina, la región que se niega a ser

81

podría estar en auge. No obstante, en este punto histórico ese rol empieza a 
perder prevalencia, e incluso puede llegar a causar efectos contrarios. Entre 
los efectos de las demagogias y populismos y los malos resultados políticos 
y económicos, el ciudadano común puede llegar a perder la confianza en los 
parlamentos regionales, y empezar a clamar por su disolución. Es más, lo más 
probable es que el motivo por el cual este no es un pedido masivo radica en el 
hecho de que son pocos los ciudadanos al tanto de su existencia.

Más allá de esto, dotar una mayor interconexión política entre las socie-
dades de ALC podría ser el motor necesario para que se genere un punto de 
quiebre en el que los proyectos regionales dejen de ser un ejercicio limitado a 
los gobernantes de turno. De la misma manera, Este podría ser un detonante 
de la generación de una identidad regional que trascienda de los factores et-
noculturales clásicos (Gortaire-Morejón y Montalvo, 2020). A través de este 
ejercicio, los tejidos sociales comunitarios tendrían una mayor resistencia a las 
presiones extrarregionales y también se salvaguardaría la paz a nivel regional 
(como se ha visto por varias décadas en Europa). Paulatinamente, esto podría 
contribuir a enfrentar de forma conjunta retos desde el exterior de la región.

Una de las cuestiones que no puede ser ignorada para entender la coyun-
tura regional es el rol de los Estados Unidos. A pesar de la contracción de 
su intervención a través del poder duro, América Latina sigue siendo el área 
de influencia geoestratégica de Estados Unidos. En retrospectiva histórica, las 
intervenciones militares y los golpes de Estado asistidos por la CIA no son 
tan antiguos como la memoria de algunas generaciones pareciera recordar. La 
victoria frente al denunciado imperialismo estadounidense no es tanto propia. 
Aunque una parte del establishment político en los Estados Unidos parece 
haber renunciado la idea de intervenir en la región, lo cierto es que en ningún 
momento se ha hecho una denuncia abierta de las doctrinas Monroe y Ken-
nedy. En parte, la contracción de la injerencia estadounidense en la región 
ha sido una respuesta a la lección aprendida de los malos resultados para las 
poblaciones locales; sin embargo, otra gran parte corresponde al sentimiento 
de victoria que provocó el colapso de la Unión Soviética y la sensación de he-
gemonía sin disputas que esto generó.

Con la derrota del comunismo (que nunca llegó siquiera a la etapa última 
propuesta por sus teóricos) y el fin de la fuente de financiamiento para las 
guerrillas con ideología marxista, Estados Unidos pudo redirigir sus esfuerzos 
hacia otras áreas de interés; sobre todo después de los atentados del 11 de sep-
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tiembre de 2001, que señalaron a Medio Oriente como la nueva zona de inter-
vención prioritaria. Incluso ante el ascenso de gobiernos de izquierda en ALC, 
la política exterior de Washington se tornó mucho más tolerante, y durante los 
gobiernos de George W. Bush, Barack Obama y Donald Trump se pudo captar 
una tendencia de baja intensidad en las presiones e incluso un cierto grado de 
indiferencia estratégica, aunque vale la pena destacar el tono beligerante del 
discurso de Trump frente a la región.

Por otro lado, la desconfianza hacia Estados Unidos sigue siendo una va-
riable constante en algunos segmentos de la población de ALC. Incluso se ha 
llegado al punto de pensar que “Washington apoya la democracia si, y solo 
si, los resultados concuerdan con sus objetivos estratégicos y económicos” 
(Chomsky, 2019, p. 104). Ahora bien, este tipo de conclusiones no están aisla-
das en un esquema conspiracionista. Uno de los ejemplos claros ha estado en 
la forma en la que el Departamento de Estado ha reaccionado a los intentos de 
reelección de algunos mandatarios que han optado por vías en contra de sus 
instituciones democráticas, como el caso de Evo Morales, en Bolivia, Daniel 
Ortega en Nicaragua, o recientemente, Nayib Bukele en El Salvador. Mien-
tras que, en Bolivia y Nicaragua, Estados Unidos se expresó con preocupación 
(con justa razón) por la afrenta a la democracia, en el caso salvadoreño, el De-
partamento de Estado llegó a cambiar su discurso al punto de afirmar que la 
omisión de la carta constitucional salvadoreña por parte de Bukele se trataba 
solo de una cuestión de carácter interno, a pesar de que previamente había 
cuestionado la medida (Contrapunto, 2023).

La aproximación de Washington se ha vuelto mucho más prudente frente a 
ALC, por lo menos en lo más evidente, como el uso de medios de fuerza mili-
tar o participación de la CIA que parecen haber quedado de lado, o al menos 
han sido suspendidas. Sin embargo, el trauma de su legado sigue vigente. 
Como lo muestra la Figura 11, la gran mayoría del continente americano sufrió 
de intervenciones estadounidenses, ya sea durante el período de formación 
estatal en el siglo XIX, o durante el siglo XX. Cabe destacar que el mapa hace 
uso del listado utilizado por el Global Policy Forum y que, en casos como 
Argentina, Paraguay y Uruguay, el apoyo a las dictaduras militares del siglo 
XX podría interpretarse como un acto de intervencionismo, pero que también 
puede entenderse como sólo colaboracionismo. 

En cualquier caso, lo innegable es que la política exterior estadounidense 
tiene un legado cuestionable que va en contra de la mayor parte del Derecho 
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Internacional vigente en la actualidad, y que despierta malestar incluso en las 
nuevas generaciones de los países que se vieron intervenidos en algún mo-
mento.

A pesar de que Estados Unidos no ha enviado sus tropas para intervenir en 
la región en los últimos años, en ningún momento se puede interpretar esto 
como un abandono total de ALC. La búsqueda de acuerdos de libre comercio 
se transformó en una de las estrategias predilectas para asegurar influencia sin 
tener que recurrir a la violencia militar. De esta manera, entre 2006 y 2009 se 
concretó el Acuerdo de Libre Comercio con Centroamérica (CAFTA por sus 
siglas en inglés), que incluye a Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, 
Nicaragua y República Dominicana. En la misma línea, los acuerdos con Chile 
(2004), Perú (2009), Colombia (2012), Panamá (2012), y con México a través del 
NAFTA (1992) y reformado a través del USMCA (2020), han sido instrumen-
tos importantes para asegurar una relación cooperativa, pero sobre todo de 
alta influencia en la región (U.S. Customs and Border Protection, 2023).

Figura 11
Mapa de intervencionismo estadounidense en América
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Nota: Elaborado a partir de GPF (2005). Varios de los países sufrieron de 
intervenciones en más de una ocasión. Cuba sigue siendo objeta de un em-
bargo

Es más, analizando la forma en la que estos acuerdos han moldeado las 
relaciones comerciales y diplomáticas de ALC se puede argumentar que el es-
tablecimiento de los mismos ha sido una pieza fundamental en la estrategia de 
los Estados Unidos para evitar que la región dé un giro definitivo que expulse 
sus intereses, o al menos mitigue la probabilidad de cambio. En más de una 
ocasión, los países que han establecido acuerdos de libre comercio con Estados 
Unidos han servido de freno para procesos de integración regional latinoame-
ricana, pues sus obligaciones legales, o simplemente sus intereses comerciales, 
empujan a los representantes diplomáticos a asumir posturas de contención 
ante aquellos países que apuntan a un modelo integracionista más localista.

Aunque dista de ser la única variable causal, lo cierto es que los procesos 
de integración regional latinoamericanos se han vuelto mucho más complejos 
desde que los acuerdos de libre comercio con Estados Unidos han entrado en 
vigor. Desde la parte económica, los países que no aspiran a que sus merca-
dos se vean comprometidos con importaciones estadounidenses han tenido 
que ajustar su estrategia frente a los países que tienen estos acuerdos, incluso 
empeorando las relaciones de intercambio. Al mismo tiempo, cuando algunos 
países apuntan a aplicar estrategias proteccionistas con fines desarrollistas o 
retomar la Industrialización por Sustitución de Importaciones o procesos simi-
lares, se encuentran con la realidad de que no resulta viable aplicarlo de forma 
integral debido a las condiciones que ya obligan a sus contrapartes asociadas 
con Estados Unidos.

La influencia de lo económico afecta también en lo político, los gobiernos de 
la izquierda del socialismo del siglo XXI no lograron concretar una institucio-
nalidad sólida en sus apuestas como el ALBA-TCP o la Unasur, que entraron 
en un ciclo conocido como “nuevo regionalismo” (Gortaire-Morejón y Mon-
talvo, 2020). El ALBA-TCP solo logró atraer a gobiernos afines al régimen de 
los Castro en Cuba y Estados caribeños que se beneficiaban de las prebendas 
de Caracas, mientras que la Unasur colapsó entre la incapacidad de llegar a 
acuerdos mínimos entre representantes de izquierda y derecha, pero también 
como consecuencia de las distintas velocidades con las que los países busca-
ban participar en la integración. En una investigación previa (Gortaire-More-
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jón y Montalvo, 2020) algunos actores involucrados en el proceso de Unasur 
revelaron que delegaciones como Colombia participaban muy poco de las re-
uniones y acuerdos, e incluso cuando lo hacían actuaban de forma disruptiva 
frenando avances. Otros países, como Chile, asumían un rol prácticamente de 
observador sin tratar de ser motor de nuevas iniciativas o invirtiendo recursos 
(a pesar de tenerlos) en acelerar el proceso de integración.

Más allá de esto, los nuevos procesos de integración no han prosperado 
y los antiguos se han estancado. Probablemente el más afectado ha sido la 
Comunidad Andina (CAN) que, debido a los acuerdos de libre comercio de 
Colombia y Perú perdió a Venezuela como miembro y generó una brecha con 
Ecuador y Bolivia de un lado y los socios de Estados Unidos por otro. Y aun-
que la CAN no ha desaparecido y objetivos puntuales, como el roaming entre 
países y el rol mediador frente barreras al comercio entre sus miembros, han 
seguido avanzando, lo cierto es que la idea de la subregión andina como un 
proceso ahora tiene más de categoría académica que de proceso de articula-
ción orgánico.

Por otro lado, un proceso que tuvo una etapa de crecimiento y éxito relativo 
fue el Mercado Común del Sur (Mercosur) que había establecido importan-
tes líneas para dinamizar el comercio en el llamado Cono Sur. Liderado por 
Brasil y Argentina, con Uruguay y Paraguay aprovechando un entorno más 
amigable de cooperación y comercio con sus mayores socios, Mercosur logró 
atraer la atención regional e incluso global, entre las décadas de 1990 y princi-
pios del siglo XXI. No obstante, tras las tensiones diplomáticas en Paraguay, 
y Venezuela ─que se había sumado a la organización tras su abandono de la 
CAN─ el Mercosur ha entrado en una compleja etapa de estancamiento. El 
establecimiento de un acuerdo de libre comercio con la Unión Europea ha sido 
un largo proceso de negociación que comenzó en 1999 (Unión Europea y Mer-
cosur, 1999). Sin embargo, las diferencias en las normativas internas, así como 
intereses geopolíticos, que incluyen el uso y preservación de la Amazonía, han 
postergado el fortalecimiento del vínculo comercial entre el bloque económico 
más importante de Suramérica y Europa.

Se debe destacar que las tensiones políticas internas han distraído la aten-
ción estratégica fuera de lo regional y lo retornan a lo nacional. En consecuen-
cia, el péndulo político ha sido particularmente fuerte en Brasil y Argentina, 
dos de los países más importantes de la región en los últimos años, lo que 
genera que los procesos que requieren cambios drásticos en las estructuras 



estatales se suspendan o incluso se abandonen por completo. El giro PT-Bol-
sonaro-PT ha dado muestras de ser bastante accidentado. Y ahora, el giro Kir-
chnerismo-Macri-Kirchnerismo suma un nuevo actor disruptivo como lo es 
Milei, que tuvo que traicionar su propio discurso y aliarse con Macri, pero que 
desde los primeros días de su mandato ha optado por dar un giro radical en 
la aproximación que el Kirchnerismo había aplicado durante muchos años, 
llegando a suspender subsidios y recortar puestos en la burocracia, en un pro-
ceso que seguramente estará lleno de tensiones, muchas de las cuales tendrán 
a la calle como escenario de conflicto.

En contraste, Uruguay ha sido una excepción dentro de estas transiciones, 
demostrando resiliencia democrática. José Mujica es uno de los pocos voceros 
del socialismo del siglo XXI que ha logrado concentrar legitimidad práctica-
mente frente a todas las tendencias políticas, y los siguientes gobiernos de 
Tabaré Vásquez y Luis ALCalle han mantenido dinámicas orgánicas y con 
bajos niveles de polarización. Sin embargo, la capacidad de influencia de Uru-
guay sobre el resto de países de Mercosur es significativamente baja. Paraguay 
tampoco representa un contrapeso real y su coyuntura política dista de ser un 
referente para la región, sobre todo en el marco de una política que práctica-
mente solo mira hacia dentro, sin una presencia real en las relaciones con la 
región. Mientras tanto la Venezuela de Nicolás Maduro continúa suspendida 
de la organización. En este sentido, aunque Mercosur sigue vigente, lo cierto 
es que ha perdido viada. Con esto, Mercosur es un ejemplo de que, al depen-
der prácticamente en su totalidad de los actores políticos, en el momento en el 
que existen transiciones y, en consecuencia, brechas ideológicas, los procesos 
de integración se estancan o colapsan10.

Otro de los escenarios en esta materia es que se buscan alternativas a los 
procesos ya comenzados. Como parte del marco del fracaso de Unasur11, va-
rios de los países con mayores vínculos con Estados Unidos optaron también 
por generar su propio espacio de integración comercial, sobre todo bajo el 
argumento de que Unasur no cumplía con el rol económico necesario. De esta 
manera, Chile, Colombia y Perú se unieron a México en la Alianza del Pacífico 
(AP). En su origen, la AP atrajo la atención de varias decenas de países, con 
Ecuador, Costa Rica y Panamá, como potenciales nuevos miembros. 

10  Un potencial ingreso de Bolivia, tras la aprobación de tratamiento del ingreso de Bolivia al Mercosur al Senado 
brasileño podría implicar un repunte del organismo. Sin embargo, la llegada de Javier Milei a la presidencia argentina 
podría representar todo lo contrario, con un estancamiento y la generación de conflictos internos en la organización.
11  Se debe señalar que desde el retorno de Lula Da Silva a la presidencia de Brasil los intentos para reiniciar la corrien-
te de Unasur, al menos en términos discursivos, han revivido. En diciembre de 2023 se reinició el trabajo del Consejo 
de Delegados y Delegadas, con la ausencia de Chile, Ecuador, Paraguay y Uruguay. No obstante, la inestabilidad 
política, la polarización y la existencia de gobiernos que se oponen al imaginario de Unasur (sobre todo al vínculo 
que tiene con el régimen de Nicolás Maduro) no termina de garantizar que la iniciativa pueda ser retomada con la 
seriedad que amerita. A lo que se debe sumar que las posturas de Javier Milei, de Argentina, también resultan ana-
crónicas con este proceso.
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Y aunque este espacio ha sido útil para acelerar los vínculos entre sus miem-
bros, lo cierto es que nuevamente la falta de involucramiento de la sociedad 
civil, y la falta de atención a lo político han sido motivo de estancamiento. 

En consecuencia, tras la caída del gobierno de Pedro Castillo en Perú, la 
AP se dividió en dos bloques con México y Colombia, liderados por Andrés 
Manuel López Obrador y Gustavo Petro, a favor del depuesto Castillo, y Chile 
y Perú, con Gabriel Boric y Dina Boluarte, apoyando al nuevo gobierno de 
transición peruano. Esta tensión incluso llegó a generar un impase en la tran-
sición de la presidencia pro tempore de México a Perú, llegando al punto en 
el que Chile tuvo que recibirla temporalmente por falta de reconocimiento del 
gobierno mexicano al gobierno de Boluarte (Dote, 2023). A pesar de que la AP 
se ha promovido como uno de los casos de mayor potencialidad en la integra-
ción, y que tiene un diseño interesante pues apunta a una visión distinta con 
miras al Asia-Pacífico como zona de interés, lo cierto es que sus miembros no 
han asumido un compromiso real de dotar a la organización de un rol real que 
supere los fracasos anteriores de la integración en ALC.

De la misma manera, el otro reemplazo infructuoso de la Unasur fue el Pro-
sur, que no pasó de ser un foro de discusión entre presidentes que respondían 
a los gobiernos liberales y conservadores que surgieron como respuesta al so-
cialismo del siglo XXI, y que en principio fue una de las vías para enfrentar la 
crisis venezolana, sin ningún éxito. En este sentido, Prosur no ha logrado ser 
una institución real para la región, y se caracteriza nuevamente con muy poca 
noción por parte de la ciudadanía regional de su existencia. Al mismo tiempo, 
el rápido retorno de gobiernos asociados con la izquierda, en muchos casos 
apenas tras un mandato de los gobiernos de derecha, significó el abandono 
de esta iniciativa. Y aunque potencialmente podría permanecer como nicho 
latente para una nueva etapa donde los gobiernos conservadores y liberales 
retomen el poder, lo cierto es que no deja de ser un ejemplo de la forma débil 
con la que se entiende a la integración en la región.

Por otro lado, la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños 
(CELAC) también se mantiene como un foro más, aunque en este caso logra 
aglutinar a la mayoría de países de ALC. Tal vez el factor más importante 
de este espacio sea el punto de contacto generado con la República Popular 
China, que en su aspiración para contestar a la hegemonía estadounidense ha 
visto en CELAC un canal eficiente de comunicación. No obstante, en términos 
de distribución de beneficios para la ciudadanía, la CELAC no deja de ser 
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un espejismo impalpable. Se debe sostener que la integración latinoamericana 
adopta formas que ayudan a evitar tensiones entre sus Estados miembro; un 
mérito que es reconocido por pocos. Sin embargo, frente a procesos como la 
Unión Europea, que han servido para garantizar beneficios migratorios, labo-
rales y económicos, o la Asociación de Naciones de Asia Sudoriental (ASEAN 
por sus siglas en inglés) que ha sido un acelerador de comercio intrarregional 
y dinamizador de posicionamiento común frente a otros actores (como China), 
la integración de ALC adolece de dinamismo y resultados concretos.

Como consecuencia, la sociedad civil de es sumamente ajena y desintere-
sada frente a los procesos de integración regional, transformándolos en un 
“gusto adquirido” de aquellos que participan de las discusiones sobre Rela-
ciones Internacionales o Política Exterior. En términos estratégicos esto es un 
problema severo, pues no existen factores de presión a los segmentos políticos 
para mejorar las condiciones de cooperación entre Estados, y peor aún alcan-
zar niveles de supranacionalidad. Esto ha interferido de manera significativa 
al momento de establecer mecanismos de respuesta frente a fenómenos como 
el Crimen Transnacional Organizado, como se verá a mayor detalle en la si-
guiente sección de este texto.

Dentro de todo, no todos los procesos regionales han colapsado totalmente, 
el Sistema para la Integración Centroamericana (SICA) y la Comunidad del 
Caribe (Caricom por sus siglas en inglés) son importantes instrumentos de 
conexión entre sus Estados miembro, y ayudan a darle viabilidad y posicio-
namiento común a países que, de lo contrario, se ven debilitados por sus ca-
pacidades nacionales. No obstante, la inestabilidad interna o la falta de recur-
sos económicos para proyectar acciones de poder por fuera de sus fronteras 
nacionales hacen de estas iniciativas éxitos focalizados; aunque nuevamente 
se debe destacar que el valor más importante de estos espacios de integración 
está en la preservación de la paz entre sus miembros. Esto último es algo a 
destacar en una etapa en la que Centroamérica ha tenido que lidiar con seve-
ros problemas como las caravanas migrantes, el incremento de la inseguridad 
ligado al crimen organizado y al narcotráfico, y el posicionamiento de lideraz-
gos autoritarios como el de Ortega en Nicaragua, Bukele en El Salvador, y las 
protestas en Guatemala, ante los bloqueos para el ascenso del candidato electo 
Bernardo Arévalo.

Con estos antecedentes es más fácil entender por qué existen sectores que no 
perciben como adecuado analizar a ALC como una región única. Sin embargo, 
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en este texto se mantiene la idea de que ALC es una región que no se mueve 
como tal, pero que las fuerzas de su realidad como un bloque con desafíos 
comunes la obligan a reencontrarse a pesar de que algunas fuerzas internas se 
repelen. El reto pareciera estar en poder aprovechar esa puja constante por el 
cambio, de forma que se pueda canalizar ese esfuerzo para alcanzar soluciones 
a problemas comunes. Sociedad civil y actores políticos en todos los países 
repiten constantemente que los problemas giran en torno a la pobreza, a la 
desigualdad, a la corrupción y a la inseguridad en menor o mayor medida. Sin 
embargo, en esfuerzos desordenados cada Estado intenta por cuenta propia 
dar respuesta infructuosamente. Esto genera una sociedad regional desunida 
y con menos capacidad de acción para enfrentar su inconformidad con el sis-
tema.

Trascendiendo de esta agenda, y tal como se veía en el primer capítulo, una 
tendencia común ante la frustración con sus propias realidades es la migra-
ción. Al dejar atrás sus países, millones de ciudadanos de ALC parecen en-
contrar espacios en los que sus talentos, o por lo menos su ambición de crecer, 
son aprovechados y sumados a la cadena productiva. Esta diáspora afecta (en 
términos de mutación) la propia cultura de ALC. Las remesas sociales empie-
zan a cambiar el mapa cultural en los países de origen, desde las tradiciones, 
la vestimenta, la música, hasta llegar a tener las mismas aspiraciones. El país 
que recibe la mayor migración desde ALC es, sin sorpresa para nadie, los Es-
tados Unidos. Con alrededor de 63,6 millones de hispanos (a los que podría 
sumarse los migrantes de otras nacionalidades caribeñas) en 2022 (Krogstad et 
al., 2023), lo que representaría el 19% de la población estadounidense, el ciclo 
de intercambio cultural entre Estados Unidos y ALC es cada vez más intenso, 
y es parte de un rediseño de estructuras, sobre todo para Estados Unidos.

En consecuencia, para entender el futuro de ALC, otro de los elementos a 
tomar en cuenta tiene que ser la esencia misma de Estados Unidos. Desde la 
perspectiva de su composición interna, en los últimos años Estados Unidos ha 
atravesado un proceso de transformación de su propia población, en la que se 
puede percibir que la población latina crece de manera significativa (como lo 
muestra la Figura 12) especialmente dentro de los Estados del sur, entre los 
que figuran Texas, Nuevo México, Arizona, California y Florida; del noreste 
en Nueva York y Nueva Jersey, y también hay que incluir a Estados como Ne-
vada, Colorado e Illinois (Lacomba, 2022). Las nacionalidades más representa-
das en estas nuevas mayorías son los que provienen de México, Puerto Rico12, 

12  Una de las discusiones que se aborda muy poco dentro de la discusión sobre ALC es el contexto de Puerto Rico, 
su origen histórico, posición geográfica e idioma lo reclaman como parte de la región. No obstante, su figura como 
Estado libre asociado lo vuelve un territorio con realidades propias, y a su población en una comunidad que cuenta 
con el privilegio que la mayoría de personas de ALC parece querer tener: poder viajar a Estados Unidos de forma 
legal. En cualquier caso, ocasionalmente se escuchan voces a favor de la independencia puertorriqueña o, al menos, 
de la hipocresía de las neocolonias de Estados Unidos en la actualidad.
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El Salvador, Cuba y República Dominicana; mientras que los suramericanos 
con mayor representación son los colombianos, los ecuatorianos y los venezo-
lanos (Krogstad et al., 2023). 

Aunque este es un factor de contexto interno para los Estados Unidos que 
representa un gran reto para el sistema político estadounidense, no es menos 
cierto que esto puede implicar una mutación importante para la forma en la 
que se entiende a ALC. Se debe comprender que con la presencia de más la-
tinos dentro de los Estados Unidos la manera en la que se plantea la política 
hacia la región probablemente se adapte o modifique en las próximas décadas. 
Ahora bien, esto no significa necesariamente que este cambio político va a ser 
en beneficio de los Estados de América Latina o el Caribe. Es posible que una 
mayor consciencia de la realidad de ALC genere que la región resulte más 
prioritaria en la agenda de Washington D.C. Sin embargo, prioridad no signi-
fica benevolencia, ni mucho menos integralidad.

Figura 12 
Crecimiento de la población hispana en Estados Unidos  

Nota: Adaptado de Pew Research Center, 2023.

A pesar de que se tiende a homogenizar a la población Latina dentro del 
territorio estadounidense como un solo grupo humano, lo cierto es que mu-
chos de los latinos o hispanos en Estados Unidos demuestran un sentimiento 
de pertenencia a elementos exclusivos de su identidad nacional. Al menos el 
65% de la población de origen hispano en Estados Unidos tiene una ascen-
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dencia mexicana, con más de 36.5 millones de personas, cerca de 5.7 millones 
de puertorriqueños hacen parte del 10% que sigue en la lista, mientras que 
cubanos, salvadoreños y dominicanos bordean el 4% con alrededor de 2 millo-
nes de ciudadanos estadounidenses con este origen (Lacomba, 2022). De esta 
forma, estadounidenses con ascendencia mexicana, cubana, dominicana, etc., 
seguirán manteniendo características propias de sus sociedades de origen, sin 
generar necesariamente un vínculo de conexión con el resto de hispanoha-
blantes, latinos o caribeños. Traducido a un nivel de política, estos vínculos 
no necesariamente significan que la política de los Estados Unidos va a ser 
igual para toda América Latina y el Caribe, sino que al contrario, podría llegar 
a atomizar los esfuerzos y estar dirigida a los bloques de naciones donde las 
mayorías latinas estadounidenses muestren un mayor interés.

Todo es proporcional al crecimiento del acceso al poder de los hispano-
americanos y latinoamericanos en Estados Unidos. A pesar del crecimiento 
relativo de este segmento poblacional, las posiciones de poder siguen resul-
tando comparativamente escasas. De los 100 representantes al Senado, solo 6 
puestos están ocupados por personas de ascendencia latina, lo que representa 
apenas un 6% del total (Congress, 2023). La Cámara de Representantes amplía 
un poco el porcentaje a un 11.5%, con 50 asientos de los 435 representantes 
disponibles para personas con un origen latino (Congress, 2023). Tomando en 
cuenta que 19% de la población estadounidense es latina se percibe que toda-
vía existe una brecha importante en el acceso a posiciones de autoridad.

No obstante, nombres como los de los senadores Ted Cruz o Marco Ru-
bio, ambos de origen cubano, que incluso han intentado ser candidatos presi-
denciales por parte del Partido Republicano, o de Alexandria Ocasio-Cortez, 
demócrata de origen puertorriqueño, que ganó relevancia por ser una de las 
representantes más jóvenes, han comenzado a ser más presentes en el debate 
público. En la administración de Biden (2021-2025), también figuran algunos 
latinos como parte de su gabinete, Alejandro Mayorkas, Secretario de Seguri-
dad Nacional, Xavier Becerra, Secretario de Salud, y Miguel Cardona, Secre-
tario de Educación, demuestran que los hispanoamericanos se han labrado 
espacios en el statu quo de la toma de decisiones. Sin embargo, la gran mayo-
ría de representantes políticos siguen teniendo un origen puertorriqueño (que 
sigue siendo parte del esquema de dominio estadounidense) o mexicano, con 
casos aislados de personas con otros orígenes nacionales representados en el 
sistema político estadounidense.



En consecuencia, el incremento de hispanoparlantes en la política estadou-
nidense no implica que todos los países de ALC tendrán una vocería en la 
toma de decisiones del hegemón. Es más, la herencia latina de estos actores 
políticos no significa que exista algún vínculo real con sus Estados de origen. 
Dentro de todo, el motivo por el que han sido electos sigue siendo la repre-
sentación de los intereses del pueblo estadounidense, por lo que una agenda 
a favor de otros Estados les resultaría contraproducente e incluso podría ser 
percibida como un acto de traición. El escenario que sí es probable es que estos 
actores pueden empezar a promover políticas de inversión, mayores vínculos 
con los actores políticos de sus Estados de origen, o un cambio en la cultura 
política estadounidense que haga más fáciles a los representantes de ALC el 
conectar con Estados Unidos.

No obstante, esto también depende de que los estadounidenses de origen 
hispano mantengan sus lazos de conexión con otros hispanos. Por ejemplo, 
una de las encuestas del Pew Research Center encontró que la mitad de los 
hispanos de cuarta generación en Estados Unidos no se identifican como tales 
(Lopez, Krogstad y Passel, 2023). En este sentido, el origen genético no repre-
senta necesariamente la subsistencia de la cultura. Por otro lado, tomando en 
cuenta que las culturas latinas o hispanas no tienden a evitar los matrimonios 
por fuera de su cultura y que, es más, suelen ver con buenos ojos que se es-
tablezcan relaciones con personas de otros entornos, especialmente si son de 
tez blanca, entonces es probable que exista una pérdida de identidad latina o 
incluso del país de origen con el pasar de las generaciones, sobre todo tras la 
pérdida del lenguaje (Lacomba, 2022). Ocurre en la misma Latinoamérica, paí-
ses con historias comunes, que formaron parte del mismo territorio durante la 
época colonial, o que se fracturaron después de las independencias tienen po-
blaciones con sus propias identidades autónomas, incluso si sus antepasados 
nacieron al otro lado de la frontera.

¿Unos Estados Unidos más latinos podrían fortalecer al panamericanismo? 
Es difícil de creer mientras su hegemonía global no esté pérdida. Para Estados 
Unidos actuar en el marco de sus aliados tradicionales, sobre todo conectados 
con el resto de la comunidad angloparlante, sigue siendo, en el corto y media-
no plazo, el canal principal del alcance de sus objetivos nacionales. Aplicar 
estrategias de contención, con desembolsos no significativos en términos de 
cooperación y ayuda internacional, y continuando con los procesos de promo-
ción del libre mercado y lucha contra las drogas podría resultar suficiente para 
conseguir los objetivos estratégicos de Estados Unidos frente a ALC.
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No obstante, la aceleración de la penetración del crimen transnacional or-
ganizado y, sobre todo, de la República Popular China en desafío de su hege-
monía han provocado el retorno de Estados Unidos a la arena de ALC. Uno de 
los países que ha retomado una dinámica colaborativa con Estados Unidos ha 
sido el Ecuador, el gobierno de Guillermo Lasso aprovechó un canal de comu-
nicación generado por los Senadores de origen latino Robert Menendez y Mar-
co Rubio que, en conjunto con otros Senadores de ambas bancadas, lograron 
que se apruebe la Ley de la Asociación entre Estados Unidos y Ecuador, que 
ha generado canales de financiamiento a acciones ambientales y democráticas, 
pero sobre todo se tradujo en la retoma del vínculo en materia de seguridad 
y defensa que, durante el gobierno del expresidente Rafael Correa, se había 
debilitado (Foreign Relations Committee, 2022). De la misma manera, tras la 
caída de Pedro Castillo del poder, el Perú también habría fortalecido sus vín-
culos con Washington D.C. sobre todo para contar con mayor apoyo militar 
(Córdova, 2023). Ambos países parecen haber aprovechado el vacío que sur-
gió con el ascenso con el presidente izquierdista Gustavo Petro en Colombia, 
un aliado tradicional de Estados Unidos en la región.

De manera más general, “Biden pretende presentar a los países latinoame-
ricanos una alternativa a China que aboga por un mayor compromiso eco-
nómico de Estados Unidos, incluidas más inversiones y el desarrollo de los 
acuerdos comerciales existentes” (Hunnicutt, Solomon y Spetalnick, 2022). En 
cualquier caso, este podría ser un retorno temporal, la compleja relación con 
China, el conflicto ruso-ucraniano, y ahora el incremento de tensiones entre 
Israel y sus vecinos han complicado el escenario de los intereses estadouni-
denses en otras zonas de interés. A pesar del cambio en la retórica, en una 
aproximación mucho más gentil hacia América Latina que la que tuvo Donald 
Trump, que inicialmente permitió generar canales para lidiar con el COVID-19 
a través de la donación de vacunas, así como generar apoyo económico sobre 
todo para enfrentar el problema (WOLA, 2022a), Biden se encontraría en una 
situación en la que deba priorizar su atención hacia focos críticos que afecta-
rían la seguridad global.

En este sentido, el retorno de Estados Unidos a la región podría ser un fac-
tor importante en la política de los próximos años para ALC; pero es un factor 
condicionado políticamente. A diferencia de otras etapas de la historia, donde 
la política exterior de Estados Unidos en América era notoriamente hegemó-
nica en la región, y con un interés abierto de intervención y apoyo dirigido a 
los gobiernos afines sin inferencia de la visión política del presidente de turno, 
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en los últimos años se registró una mayor dependencia ideológica. Como se 
mencionaba previamente, el gran ejemplo fue Donald Trump que dejó de lado 
el rol de su país en la región y en una postura bastante xenófoba (que sacó 
a la luz los resentimientos de muchos de sus electores) enfrío las relaciones 
entre Estados Unidos y ALC. La administración de Biden ha recuperado gra-
dualmente el relacionamiento, con algunos actores estratégicos; sin embargo, 
la dinámica aún no ha tomado las dimensiones del siglo XX. La confianza en 
Estados Unidos había caído hasta un 39% en el período 2018-2019 (era Trump) 
y se ha venido recuperando gradualmente con un 57% en 2021 (gobierno de 
Biden) (LAPOP, 2021).

En este sentido, un potencial retorno de Trump a la Casa Blanca, o la llegada 
de cualquier líder que no considera a ALC como una prioridad podría generar 
un nuevo retroceso en las relaciones con la región. Ahora bien ¿En qué incide 
esto con las dinámicas políticas de ALC? Lo cierto es que representa un desafío 
para las cancillerías de los Estados de la región, puesto que la lectura sobre el 
relacionamiento con Estados Unidos no es tan clara como lo fue siempre. Los 
líderes de la derecha, tradicionalmente más afines con los estadounidenses, 
no tienen la garantía de tener un aliado estratégico en Washington D.C. que 
entregue la misma cantidad de recursos y ofrezca el mismo grado de interés 
en la agenda de forma permanente. Es cierto que no serán escasas las puertas 
que se abran para aquellos que están dispuestos a alinearse a los intereses esta-
dounidenses; sin embargo, no se sabe si al golpear la puerta de la Casa Blanca 
habrá respuesta.

Por otro lado, la misma izquierda de ALC termina encontrándose en una 
posición confusa. El discurso del intervencionismo del que se han anclado du-
rante décadas termina viéndose caricaturizado cuando la atención estadouni-
dense está en otras regiones. Sin embargo, el desliz del exdirector de la CIA 
James Woolsey en una entrevista en la que no pudo negar la intervención de 
Estados Unidos en elecciones en exterior deja la puerta abierta para el debate 
(Democracy Now!, 2018). Adicionalmente, siempre se podrá discutir sobre los 
intereses reales detrás del apoyo a Ucrania frente a Rusia, o al sudeste asiático 
frente a China, también se le puede exigir rendición de cuentas (sin ningún 
éxito) por autoproclamarse como el Estado líder en la defensa de la libertad 
mientras da su apoyo incondicional al genocidio de palestinos por parte de 
Israel en Gaza, o a sus vínculos con las dictaduras del Golfo Pérsico, mien-
tras que garanticen la provisión de combustible para Occidente. Por otro lado, 
mientras más tiempo pase entre la época de los apoyos a las dictaduras lati-
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noamericanas, a los golpes de Estado amparados por la CIA, o las invasiones 
para deponer a regímenes que no son del agrado de Washington D.C. es más 
difícil convencer a las nuevas generaciones de ALC que Estados Unidos es un 
enemigo, o el causante de los problemas locales.

Ahora bien, el agotamiento de la visión confrontativa es relativo. El bloqueo 
económico a Cuba sigue siendo un elemento unificador para las izquierdas, 
tanto radicales como moderadas, en la región (incluso el mundo). La descon-
fianza existente a cualquier retorno agresivo no es escasa, y las agendas nacio-
nalistas también pueden recurrir a esta amenaza en cualquier momento. En 
cualquier caso, la dinámica política y diplomática tiene que ser más trabajada 
y, en consecuencia, la forma en la que se planifican las estrategias de seguridad 
y de defensa también merecen una revisión constante de la doctrina, valoran-
do activamente la relación con los Estados Unidos. Reforzar las agencias de 
inteligencia estratégica en el ámbito internacional y aumentar la cooperación 
interagencial no estaría fuera de lugar para mejorar los resultados.

Sea como fuere, el vínculo entre Estados Unidos y ALC se muestra como 
una realidad vigente que trasciende la relación a nivel de gobiernos. En este 
sentido, el fenómeno hispano o directamente latino tiene que ser evaluado 
como parte de los análisis del futuro de la región, el continente e incluso el 
mundo. Aunque aún parece distante en la agenda, es posible que en algún mo-
mento se hable de un presidente latino que se anime a liderar un proceso de 
reconexión con ALC más horizontal. Sin embargo, en la coyuntura actual esto 
no es más que “wishful thinking” para los latinoamericanos, o una pesadilla 
para los supremacistas blancos. Los análisis sociológicos e incluso antropoló-
gicos serán necesarios para entender este fenómeno a mayor detalle.

Sea cual fuere el caso en el futuro de los Estados Unidos, el reto en ALC tam-
bién es contar con mejores líderes. Desde la fundación de sus Estados, la gran 
mayoría de los países de la región optaron por un régimen presidencialista. En 
su origen, esto resultaba innovador, pues la gran mayoría del mundo seguía 
en modelos de monarquía absoluta, pero ALC optó por replicar la estrategia 
de Estados Unidos y confiar en un presidente, electo por el pueblo, y con una 
rotación que evite la concentración del poder. No obstante, la historia ha sido 
cruel con la región y la mayoría de sus presidentes no han logrado estar a la 
altura de sus desafíos. Con excepciones, gran parte de los presidentes son re-
cordados con indiferencia, o directamente no suelen ser parte de la memoria 
histórica de las naciones (algo drástico comparado con Estados Unidos donde 
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normalmente existe una cultura relativamente amplia de aprecio y reconoci-
miento a sus expresidentes).

Probablemente el aspecto político resulta una de las variables más hete-
rogéneas al momento de hablar sobre ALC. A pesar de que existen ideas ge-
nerales sobre los presidentes de los países más relevantes, o del ocasional es-
cándalo político de algún mandatario corrupto, lo cierto es que cada nación 
tiende a manejar de forma muy autónoma su política. Probablemente, y como 
se discutía previamente en términos de los parlamentos regionales, este des-
conocimiento sobre la política de los países vecinos es hasta conveniente. Para 
las clases políticas (si es que las hay) lo mejor es solo rendirle cuentas (si es que 
lo hacen) a los ciudadanos de sus países. Como excusa también se tendrá el 
hecho de que incluso en Europa, la región con mayor integración del mundo, 
no se ha llegado a modelos de política transnacional real.

En cualquier caso, la búsqueda por mejores liderazgos en ALC es uno de los 
motivos de inconformidad sistémica. La concepción de que todos, o al menos 
la gran mayoría, de que los políticos son corruptos o roban, es un estigma que 
forma parte de la cultura popular, y que parece ser incluso una excusa para 
que esta dinámica se repita. La idea de escoger entre el “mal menor” o “el me-
nos malo” forma parte de los debates en redes sociales cada vez que una elec-
ción se acerca. Esta debilidad en los liderazgos es una expresión de la flaqueza 
en la oferta de los partidos políticos, pero también es un síntoma de sistemas 
políticos donde la gente no se ve representada. En este sentido, es fundamen-
tal trabajar en la mejora de los sistemas de partidos, para que estos puedan 
ofrecer no sólo mejores candidatos, sino también mejores administradores.

LAC es una región que arroja demasiados “mesías”. Como se discutía pre-
viamente, varios países han tenido a líderes sumamente populares que agluti-
nan a millones de personas que los idolatran y los ven como únicos salvadores 
de su patria. Aunque en el siglo XX ya se había visto este tipo de fenómenos, 
destacando por ejemplo a Juan Domingo Perón de Argentina, no es sino el 
siglo XXI el que parecería haber arrojado a la cohorte más amplia de líderes 
populistas (Casullo, 2021). La gran capacidad de estos liderazgos ha sido pre-
cisamente la de canalizar el descontento popular y asumir un rol de voceros de 
los desamparados y los pobres, o incluso refundadores de la patria.

Ahora bien, una de las cuestiones a tomar en cuenta es que “los ejecutivos 
populares pueden potencialmente socavar la oposición de los ciudadanos ha-
cia acciones antidemocráticas de un ejecutivo mientras que al mismo tiempo 
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refuerzan la satisfacción con democracia” (LAPOP, 2021, p. 13). Este equilibrio 
entre la democracia y el autoritarismo ya han dado lecciones sobre los escena-
rios futuros que llegan a tener, con liderazgos que directamente se pasan a la 
dictadura como Ortega en Nicaragua, Maduro en Venezuela; actores sempi-
ternos en el debate político a pesar del rechazo que han generado en amplios 
sectores de la población como el caso de Rafael Correa en Ecuador o Evo Mo-
rales en Bolivia; y tampoco hay que dejar de lado a aquellos que han logrado 
mantener un grado de respeto que aún les permite reocupar cargos públicos 
a pesar de las antipatías de otros segmentos como el caso de Lula Da Silva en 
Brasil, Cristina Fernández en Argentina, o Michelle Bachelet en Chile. Final-
mente, se debe volver a mencionar el caso de José Mujica, quien goza de un 
retiro exitoso, con admiración prácticamente desde todos los bandos políticos 
por su prudencia y respeto de los procesos institucionales.

Por otra parte, se debe hacer énfasis en el “fenómeno Bukele”. El presidente 
salvadoreño ejemplifica que los personalismos no dejan de ser una cuestión 
atractiva para las comunidades políticas de la región. Nayib Bukele ha ganado 
popularidad como un líder casi mesiánico que ha logrado contener de forma 
significativa la violencia y la inseguridad que acosaba a El Salvador desde 
hace varios años; sobre todo por los grupos criminales organizados conoci-
dos como las maras salvatruchas. La situación de seguridad del Salvador será 
abordada a más detalle en el siguiente capítulo, pero por ahora debe desta-
carse que, tras la detención de 68,000 personas, una cifra que ha animado a 
personas que ven en la inseguridad como uno de los mayores problemas de 
su realidad, pero que también ha preocupado a expertos en seguridad y en 
materia de derechos, el presidente salvadoreño ha conseguido acumular una 
popularidad sorprendente que incluso ha llegado a alcanzar el 90% de satis-
facción dentro de su propio país (Oppenheimer, 2023).

A través de una poderosa campaña en redes sociales, que ha capitalizado la 
transnacionalidad del internet, Bukele ha conseguido atraer apoyos por parte 
de ciudadanos de otros Estados. Por ejemplo, la encuestadora Click en Ecua-
dor, le daba a Bukele una popularidad del 58,59% a comienzos de 2022, más 
del doble de apoyo que tenía el expresidente Lasso para el momento, que se 
vio incapaz de culminar su mandato como se mencionaba previamente (La 
Hora, 2023). De la misma manera, según la encuestadora Atlas, el presidente 
de El Salvador era el político extranjero en actividad más popular en Argenti-
na, con un 49% de aprobación para noviembre de 2023 (AtlasIntel ESP, 2023). 
En Colombia también se tenía registro de una tendencia similar, con un apa-
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rente 55% de la población que apoyaba la idea de tener un líder como Bukele 
para su país, según la encuestadora Datexco (Maldonado, 2023).

A pesar de que muchos lo han visto como un caso ejemplar y toman como 
referencia la popularidad y satisfacción de la población salvadoreña, el caso de 
la administración de Bukele oculta una gestión que se desvía de la democracia 
liberal tradicional. Entre los hechos más disruptivos está la toma del congre-
so con el ejército para amedrentar a sus opositores a que acepten su plan de 
endeudamiento en 2020 (Guzmán, Rauda y Alvarado, 2020). También se re-
gistra, el trato indolente a al menos 1600 personas que, durante el período de 
COVID-19, fueron retenidas en centros que no cumplían estándares mínimos 
(VOA, 2020). A esto se sumó el aprovechamiento indebido de las condicio-
nes excepcionales para realizar acciones consideradas excesivas por diferentes 
organizaciones de Derechos Humanos, en las que se registraron detenciones 
arbitrarias y abusos por parte de las fuerzas policiales, lo que incluso provocó 
la declaración de inconstitucionalidad del decreto que había validado el confi-
namiento inicial (Human Rights Watch, 2020; FESPAD, 2020).

En honor a la verdad, es importante destacar que, como se discutía previa-
mente, la pandemia enfrentó a la región a condiciones nunca antes vividas 
que pusieron bajo la lupa a fracturas y vacíos estructurales de los Estados. Es 
cierto que la tensión entre las libertades y el bien ulterior de preservar la salud 
pública, en función de las capacidades para evitar el colapso de los sistemas 
sanitarios la mayoría de Estados en la región, sometieron a su población a 
un confinamiento (involuntario en muchos casos), cuestión que la mayoría 
de marcos legales no contemplaba hasta el momento. En estricto sentido esto 
representaba una limitación a los Derechos Humanos, justificada en el bien 
ulterior de la preservación de la vida. Sin embargo, esta condición fue aprove-
chada por ciertos gobernantes para cumplir sus propias agendas y comenzar 
con acciones que traspasaban la realidad de la pandemia, haciendo un uso 
inapropiado del contexto para lograr objetivos distintos a los de la prevención 
de la salud.

Esto mismo fue lo que se percibió en el caso salvadoreño, donde el gobierno 
aprovechó la excepcionalidad para acelerar una estrategia de lucha contra las 
maras que ha tenido importantes resultados en términos de seguridad, pero 
que, al mismo tiempo, ha sido ampliamente cuestionada y denunciada por sus 
métodos que atentan contra los Derechos Humanos y coquetean con el autori-
tarismo. En cualquier caso, para Tiziano Breda:
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La mayoría de salvadoreños miden la democracia y el sistema de pesos y 
contrapesos sobre la base de la capacidad de las instituciones de resolver 
sus problemas, y han visto que en los 30 años de democracia los gobier-
nos no han sabido resolver los problemas de pobreza, de marginazlia-
ción [sic], de violencia y se han visto todos envueltos en escándalos de 
corrupción. Ellos han vivido de todos modos con sus derechos suspen-
didos por la imposibilidad de moverse por las pandillas y si ven que hay 
alivio en esa opresión, esa es la medida que usan para establecer que las 
cosas van bien (Maldonado, 2023).

La cuestión entonces viene a ser si el resto de las sociedades de la región 
estaría realmente dispuesta a tolerar este tipo de modelos con tal de vivir en 
espacios de vida más seguros. “El público latinoamericano debería tener claro 
qué es democracia y qué no lo es, pero no la tiene por la tardanza, la debili-
dad y la poca claridad en la condena de todo aquello que no es democrático” 
(Coorporación Latinobarómetro, 2023, p. 16). De la misma manera, el proble-
ma de que se perpetúen malos resultados y que la criminalidad esté en au-
mento podría facilitar la tolerancia a aproximación antidemocráticas. En esta 
línea, una encuesta reciente de CID Gallup (2023b) encontró que un 87% de los 
peruanos y ecuatorianos, así como un 82% de costarricenses, percibían que la 
criminalidad estaba en aumento. De la misma manera, alrededor de 7 de cada 
10 encuestados en República Dominicana, Argentina y Colombia respondían 
de forma similar (CID Gallup, 2023b). Esta situación podría llegar a ser deto-
nante para la búsqueda de gobiernos considerados de “mano dura”.

Sin embargo, y de forma llamativa, casos como Venezuela, donde solo 3 
de cada 10 encuestados sentían que la criminalidad estaba en aumento, o de 
México, donde la cifra solo aumenta a 4 de cada 10 (CID Gallup, 2023b), indi-
can que pueden existir algunos factores que condicionan estos resultados. Por 
un lado, pueden existir sesgos en la recolección de la data o corresponder a la 
coyuntura específica de la fecha de recolección (que en este caso corresponde 
a septiembre de 2023). Por otro lado, al tratarse de una percepción, es posible 
que en ciertas sociedades donde la violencia se ha normalizado no se distinga 
una variación real en las dinámicas criminales por costumbre, mientras que 
otros países tradicionalmente menos violentos, variaciones menores pueden 
percibirse como algo más grave.

No obstante, al tratarse de México y Venezuela existen condiciones externas 
a la coyuntura de la criminalidad que pueden ser evaluadas. Ambos son países 
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que han resultado beneficiarios del incremento de la conflictividad global. Las 
tensiones de la guerra ruso-ucraniana, la guerra comercial y tecnológica entre 
Estados Unidos y China, y la guerra de Israel en Gaza, han sido factores de 
incertidumbre que han alterado los flujos de comercio global, han puesto en 
riesgo la cadena de producción y distribución de combustibles fósiles, y han 
reforzado la idea en Occidente de que es necesario asegurar el acceso a ener-
gías y productos en países cercanos geográficamente o afines políticamente. 
Esto ha abierto las puertas al llamado nearshoring, como oposición al offshoring, 
del cual México ha sido uno de los mayores beneficiados (HSBC, 2023), y tam-
bién ha obligado a repensar la relación con el régimen venezolano, llegando al 
punto de suspender sanciones (aunque la justificación ha girado en torno a las 
elecciones de 2023) (Agobian, 2023).

Estados Unidos habría optado por aceptar el incremento de los costos de 
producción y renunciar a la influencia en el exterior a través de su presencia 
empresarial, pero a cambio se asegura de tener una cobertura geopolítica más 
cómoda. Por ahora, la reacción del entorno ha sido relativamente favorable. El 
retorno de la inversión estadounidense es visto con buenos ojos, en momentos 
donde la capacidad de inversión de otros actores es difusa. Es cierto que los 
BRICS están en un proceso de expansión. No obstante, en el panorama de in-
certidumbre política y de seguridad, no existen garantías de que la inversión 
y el comercio de China y Rusia puedan llegar a reemplazar realmente a la de 
Estados Unidos. Mientras tanto, India y Brasil están en crecimiento, pero aún 
están lejos de una posición que les permita ser actores globales, y Sudáfrica 
solo tiene capacidades para ser un actor regional.

Ahora bien, retomando la cuestión continental, es importante tomar en 
cuenta que el nivel de inconformidad sistémica no es homogéneo, ni a nivel 
regional ni a nivel interno. Como se planteaba en el capítulo anterior, existen 
segmentos que se han visto beneficiados del modelo vigente. Debido a los vín-
culos económicos y políticos de estos sectores, sus aspiraciones de cambio son 
comparativamente bajas y, de hecho, se resisten al mismo. No obstante, esta 
no solo es una cuestión de clase económica, los factores étnicos y de género son 
cuestiones de suma importancia para comprender la inconformidad sistémica 
en la región. Nuevamente se deben recordar los matices de país a país, pero no 
se puede pasar por alto que las luchas por representación, seguridad y pros-
peridad tienen (y tendrán cada vez más) un origen anclado en las mujeres, las 
comunidades indígenas, afrodescendientes y los grupos GLBTIQ+.
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Es cierto que ALC ha logrado superar muchas de las costumbres enquista-
das en la herencia colonial y la doctrina religiosa. El rol de la mujer en la socie-
dad es cada vez más respetado y se ha logrado romper con los esquemas que 
la condenaban a una vida de cuidadora del hogar asociada a la reproducción y 
preservación de las nuevas generaciones. Esta transición no ha sido sencilla y 
ha implicado décadas de debate, manifestaciones públicas, e incluso la sangre 
y vida de activistas que reclaman que la mujer tenga el mismo trato y derechos 
que el hombre. Los últimos años en la región han estado caracterizados por el 
incremento de mujeres en posiciones de poder político y económico, así como 
el uso de la calle como medio de expresión del descontento (ONU Mujeres, 
2023).

Algunos países como Chile, Costa Rica, Perú y Uruguay han dado pasos im-
portantes para asegurar una paridad en la toma de decisiones políticas, acceso 
a una economía independiente y estable (más allá de sus parejas), contar con 
una autonomía física, así como de tener un bienestar social aceptable (ONU 
Mujeres, 2022). Paralelamente Honduras, Guatemala, Nicaragua y Venezuela 
han fallado en asegurar estas condiciones mínimas o han sido incapaces de 
reportar sus avances (ONU Mujeres, 2022), condicionados por la debilidad o 
el autoritarismo de sus gobiernos. En general, la región ha avanzado de forma 
estable hacia un cambio estructural, tanto desde lo legislativo como desde lo 
cultural. No obstante, existen segmentos de la población en la región que aún 
no logran desprenderse de los esquemas machistas, por lo que la mujer sigue 
ocupando espacios que no son proporcionales al hecho de que representan 
más del 50% de la población.

La violencia contra la mujer sigue siendo un problema importante en varios 
de los países de ALC. Esta violencia toma muchas formas, en algunos casos no 
es perceptible a simple vista, pues se trata de cuestiones de carácter económico 
(secuestro de salarios, imposibilidad de trabajar, bloqueo a empleo o ascensos 
de la mujer solo por el hecho de ser mujer), en otros casos es psicológico (per-
petuación de estigmas, gaslighting, acoso). A esto se suma que la persistencia 
de la violencia física, en términos de abusos, violaciones, o directamente en 
golpes y asesinatos, es una de las cuestiones que hacen de la posibilidad de 
llevar una vida digna en la región una cuestión mucho más difícil para las 
mujeres frente a los hombres. Una de las cifras más alarmantes es que “una de 
cada cuatro (25%) mujeres de entre 15 y 49 años ha sido víctima de violencia 
física y/o sexual por parte de su pareja en algún momento de su vida” (UNO-
DC, 2022a, p. 10). En este sentido, no solo se trata de una cuestión de imagina-
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rios, sino de un sistema que muchas veces se niega a reconocer la necesidad 
de cambios y que no es capaz de garantizarle dignidad a su porción femenina.

El sistema que se niega a cambiar es un problema al que también se enfren-
tan las minorías étnicas. A pesar de ser la población originaria en el continente, 
los pueblos indígenas han tenido que ver cómo el Estado minimiza sus nece-
sidades y sus voces, y en algunos casos toma a su organización más como una 
amenaza que como un reclamo digno de atención (Jaquette, 2013). La carga 
contra los indígenas viene desde tiempos coloniales, cuando a las poblaciones 
nativas se les asignaron roles de inferioridad infantilizándolas y segregándo-
las en un esquema de castas atado al color de la piel. A pesar de los esfuerzos 
propagandistas de nuevos grupos hispanistas, lo cierto es que la carga de la 
estructura colonial persiste hasta la actualidad de manera que el legado del 
racismo subsiste tanto en términos económicos, como políticos y culturales.

Las poblaciones indígenas han ido mutando con el tiempo, algunos pueblos 
optaron por la amalgamación total, otros fueron extinguidos sin opción de 
decidir. Se estima que entre el 8% y 10% de la población de la región mantiene 
su identificación como indígena, lo que representa a por lo menos a entre 42 y 
58 millones de personas, y a más de 500 lenguajes (Banco Mundial, 2016; OPS 
2023). El problema empieza a hacerse más visible cuando se entiende que el 
14% de la población pobre es indígena, sujetos a condiciones de menor escola-
ridad y la exposición a barrios y comunidades con menor calidad de servicios 
públicos (Banco Mundial, 2016). El esquema es complejo porque existe una 
dualidad entre la resistencia a la modernización, con la búsqueda del respeto a 
las culturas originarias y el rechazo al “pensamiento colonial”, así como el des-
encuentro y la antipatía desde las poblaciones mestizas y blancas que siguen 
viendo en inferioridad a lo indígena.

Precisamente por ello, para ciertos segmentos el ser indígena es inheren-
temente negativo, incluso si el origen genético de la gran mayoría de los ha-
bitantes de la región se remonta a los pobladores originales de la región (Ca-
parrós, 2021). Se debe reconocer que la relación con lo indígena varía de país 
a país. Al menos 27 millones de mexicanos, un 21,5% de la población total, 
se identificaban como indígenas, paralelamente 8.3 millones de peruanos y 
chilenos (26% y 12.4% respectivamente) también se perciben como tales (OPS, 
2023). Entre estos tres países se encontraría alrededor de los indígenas de la re-
gión. Por otro lado, Guatemala y Bolivia son los países que, con un 43,6% y un 
41,5%, tienen los porcentajes más amplios de población autoidentificada como 
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indígena (OPS, 2023). Estos entornos tienden a hacer que la agenda indígena 
sea particularmente prevalente en la discusión política. Otros países, como 
Ecuador (y ocasionalmente Colombia) han visto a sus comunidades indíge-
nas surgir como actores políticos de gran relevancia, con sus propias luchas y 
procesos.

La marginación que enfrenta la población indígena nuevamente tiene mati-
ces de género. La mujer indígena (sobre todo las más jóvenes) tienden a verse 
aún más afectadas por la pobreza y las carencias en los servicios (OPS, 2023). 
A la discriminación tradicional del sistema machista se le suman los elementos 
culturales y el racismo, que se transforman en barreras para el pleno desarrollo 
de la mujer indígena, que incluso llega a ser apartada de las luchas feministas. 
A pesar de esto, la vocería de las mujeres indígenas es cada vez más visible y 
se vuelve menos necesario el transfuguismo cultural, logrando mantener los 
elementos culturales de su propia identidad como la vestimenta, acentos e in-
cluso su propio idioma para integrarse en las discusiones políticas (la cuestión 
económica pareciera no ser tan evidente).

En general, el reto para los pueblos indígenas está en el choque simbóli-
co entre la modernidad y el “tribalismo” que se le asigna a lo originario. Un 
choque entre la civilización y el salvajismo. Algunos sectores folklorizan a las 
culturas originarias tomándolos como un atractivo turístico o una cuestión 
que solo es recordada en alguna fiesta nacional, o algún disfraz para los niños 
dentro de los eventos cívicos. Otros también lo romantizan al estilo rousseau-
niano, con lo indígena como lo plenamente puro, representantes de una etapa 
en la que el ser humano no estaba contaminado por la industria o el capita-
lismo. Esta perspectiva luego se choca con la realidad de que, como cualquier 
ser humano, las personas indígenas también están sujetas a sus ambiciones o 
intereses personales, y pueden tener aspiraciones más allá del cuidado de la 
naturaleza o la vida sin acceso a los avances tecnológicos del siglo XXI.

Debe señalarse que el indigenismo en la región, especialmente en Sudamé-
rica, ha crecido de la mano de Evo Morales, el primer presidente indígena de 
Bolivia y de la región, que gobernó al país del altiplano entre 2006 y 2019. A 
través de su Movimiento al Socialismo (MAS), Morales encabezó un proceso 
de posicionamiento de lo indígena más allá de la agenda occidental. El cre-
cimiento de Bolivia desde que Morales asumió el poder ha sido notable y es 
reconocido tanto por la izquierda como por la derecha (esta última con amplio 
recelo), en redes sociales incluso se lo ha llamado un milagro económico. Sin 
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embargo, Morales no ha estado exento de críticas o de cuestionamientos. Su 
intento de ser reelecto a pesar de que la población se opuso a la reelección in-
definida a través de un referéndum le generó una lluvia de críticas políticas, 
e incluso la Corte IDH tuvo que intervenir y plantear que la reelección no es 
un derecho humano (Cusicanqui, 2021). A pesar de esto, Morales sigue siendo 
una figura política presente en Bolivia y sigue intentando acceder al poder, 
planteando su candidatura para 2025 (Toledo-Leyva, 2023).

Más allá de lo problemático de la situación política de Morales a nivel inter-
no, lo cierto es que su figura se ha vuelto relevante en una escala regional. Su 
promoción de la Runasur, un “mecanismo de integración plurinacional entre 
los pueblos indígenas, afrodescendientes, organizaciones sociales, sindicales, 
territoriales y movimientos sociales de la región” (Runasur, 2021) demuestra 
un grado de liderazgo que hace un par de décadas habría sido completamente 
inviable. Actualmente no existen garantías de que este intento de organización 
colectiva transnacional pueda articularse y superar las barreras de la política 
local, y la tradicional falta de continuidad de los procesos de integración más 
allá del personalismo. Sin embargo, una diferencia importante de esta pro-
puesta radica en la búsqueda de integración desde un criterio étnico y social 
más allá de los gobiernos.

Por ahora, los resultados son escasos, y el temor generado en los sectores 
más conservadores parece más bien infundado. Morales ha recibido denun-
cias desde Perú por considerar al proyecto de Runasur como una cuestión de 
separatismo (Opinión, 2023). La articulación de proyectos transnacionales si-
gue un rumbo natural en las dinámicas de regionalización (Gortaire-Morejón 
y Montalvo, 2020). El problema vuelve a estar en la falta de capacidad de los 
Estados de la región en dar vida a proyectos que sepan articular a los movi-
mientos sociales y dar respuesta a sus luchas. De ninguna manera se busca 
sostener que el rol de Morales es netamente altruista o plenamente positivo. 
Sin embargo, es fundamental entender el origen de sus motivaciones y sobre 
todo destacar la gran capacidad de articulación que ha logrado (incluso en au-
sencia de recursos económicos) para los movimientos étnicos y sociales.

La inclusión de la causa afrodescendiente en la discusión habla precisamen-
te de otra de las minorías más vulnerables en la región. En varios países las 
comunidades nativas han desaparecido, bien sea por su extinción o por su 
amalgamación con la población colonizadora. Sin embargo, otra comunidad 
humana también llegó al continente americano como núcleo de la mano de 
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obra que necesitaron los colonos, la esclavitud muchas veces es solo asociada 
con Estados Unidos, pasando por alto que millones de pobladores de África 
fueron llevados de manera forzada a ALC. Varios Estados de la región vieron 
su economía colonial y poscolonial anclada al trabajo y explotación de los des-
cendientes de esos esclavos, que hoy han alcanzado la libertad y representan 
alrededor del 21% de la población de la región (Pulsante, 2022).

“Los países con un mayor porcentaje de población afro son Haití (95,5%), 
Brasil (50,9%), seguido por Cuba (35,9%) y Colombia, Costa Rica, Ecuador, 
Panamá y República Dominicana que representa entre un 7% y un 10% de la 
población” (Pulsante, 2022). Y nuevamente hay que enfrentar al “depende” 
como condición explicativa de la situación de vida de esta comunidad huma-
na. Lo cierto es que el racismo contra las personas afrodescendientes es una 
realidad vigente y aunque existen casos de éxito y prosperidad, lo cierto es que 
en la mayoría de estas personas enfrentan casos de discriminación, segrega-
ción, así como la perpetuación de su explotación. En algunos países también 
se llega a ver un proceso de invisibilización de su población afrodescendiente, 
minimizando su rol o incluso desconociendo la existencia de personas de color 
entre los habitantes nativos de su población, esto se ha visto en países como 
México, Argentina o Chile (López, 2014; Gonzalez de Gispert, 2019); errores 
técnicos en los procesos de censo también llegan a invisibilizar la magnitud de 
la población afrodescendiente, lo que los expone a tener menor representación 
y atención del Estado como ha ocurrido recientemente en Ecuador (Prensa 
Latina, 2023).

A pesar de estas presiones, el orgullo de la población afrodescendiente pa-
rece verse reforzado en algunos países. Por ejemplo, en Brasil cada vez más 
personas se reconocen a sí mismas como “negras” o “pardas” (Velasco y Ro-
cha, 2019). La aceptación de la identidad afrodescendiente está anclada a la re-
ducción paulatina de los estereotipos racistas que identificaban a la población 
negra como inferior, y a causas que tienen un impacto cultural amplio como 
las luchas de Black Lives Matter (BLM) en Estados Unidos. Como cualquier 
lucha social, estas manifestaciones causan resistencia, algunos sectores conser-
vadores ven con incomodidad el crecimiento de la presencia de lo “afro” como 
una identidad general, y prefieren que se mantenga como algo limitado a las 
comunidades negras. Sin embargo, la esencia de la cultura de ALC no puede 
desprenderse de la influencia de su comunidad afrodescendiente, desde su 
música, los sabores de sus alimentos, a la forma de vestir, entre otros.
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 La tensión entre la población afrodescendiente y sus Estados por ahora no 
ha alcanzado puntos de conflictividad tan altos como los que se han visto en 
Estados Unidos, o como la que han tenido las agrupaciones indígenas en ALC. 
No obstante, descartar escenarios en los que los grupos afrodescendientes se 
manifiesten de forma colectiva contra las condiciones de marginalización y 
discriminación no parecería algo improbable; más bien depende de la articula-
ción de las agendas y el establecimiento de una identidad colectiva más conso-
lidada. En este sentido, la inconformidad de los segmentos afrodescendientes 
es un malestar latente que podría traducirse en un conflicto de gran escala si 
los Estados de la región no son capaces de articular sus demandas y lidiar con 
la bomba de tiempo que representa su discriminación e invisibilización.

En términos de lucha contra la invisibilización, uno de los segmentos que 
ha ganado más visibilidad es el de la comunidad GLBTIQ+. En una afrenta 
contra la cultura conservadora anclada en el cristianismo que ha nutrido a las 
estructuras de pensamiento de la región, las personas con preferencias sexua-
les diversas han alzado su voz y han reclamado inclusión y atención en el Es-
tado. Muchos de los reclamos de estas agrupaciones giran en torno a derechos 
civiles, reconocimiento ante la ley, matrimonio igualitario y adopción homo-
parental. Esto genera choques culturales intensos, sobre todo en términos ge-
neracionales, aunque la transición hacia el reconocimiento de estas libertades 
y derechos ha ido gradualmente en aumento. Por otro lado, los reclamos en 
términos económicos, políticos y la erradicación implican mayores conflictos.

Aunque en algunos casos la preferencia sexual de los individuos ha dejado 
de ser motivo de discriminación y barrera para el desarrollo económico, esto 
es algo que todavía depende mucho de cada individuo y la posibilidad de en-
frentar rechazo sigue siendo alta. 

Por ejemplo, las mujeres transgénero tienen muy pocas opciones de ser 
empleadas en el mercado de trabajo formal dada la discriminación y el 
estigma al que se enfrentan. Independientemente del nivel educativo que 
tengan, muchas veces quedan reducidas a pedir limosna o al trabajo se-
xual. (Banco Mundial, 2017) 

La ausencia de normativa que prevenga la discriminación, y que solvente 
los problemas para garantizar educación, salud, o empleo de calidad a esta 
comunidad vulnerable son un reto significativo para ALC, sobre todo porque 
al menos el 11% de esta comunidad ha enfrentado ataques físicos y 23% han 
tenido que lidiar con injurias en su contra (CIDH, 2015).
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Los problemas para reconocer las agendas ajenas son parte de una diná-
mica extendida en la región. Las sociedades de ALC no han logrado articular 
estrategias de debate nacional que reconozcan las diferencias como algo nor-
mal y válido. Al contrario, la polarización se ha ido anclando en el habitus 
del debate público. En algunos segmentos no politizados, la situación no sería 
tan significativa. Sin embargo, el internet y las redes sociales han abierto las 
puertas a que más personas puedan ejercer su vocería política, incluso si no 
participan de las dinámicas partidistas o electorales. Twitter (ahora X) se ha 
vuelto uno de los espacios más obvios para este tipo de discusiones. Facebook, 
Whatsapp, Telegram, Instagram, así como Youtube también cuentan con su 
propia cuota o dosis de carga política, las cadenas masivas y los mensajes des-
de cuentas anónimas influyen en los imaginarios populares de forma ampli-
ficadora. Paulatinamente, otros canales como Tik Tok, se han abierto espacio 
en la discusión política para segmentos jóvenes que, de lo contrario, no suelen 
encontrar vocería en el aparato “formal”.

Al comienzo de la politización de las redes, la academia desconoció su rol y 
se mostró cauta, sobre todo por la presencia del anonimato y de la posibilidad 
de inflar tendencias a través de las llamadas granjas de trolls. La posibilidad 
de que “bots” multipliquen mensajes de forma inorgánica, sin una persona 
detrás de cada cuenta, sigue siendo uno de los motivos por los que se pien-
sa que el internet no es capaz de traducir el sentir popular con claridad. No 
obstante, la realidad es que las redes sociales son el nuevo campo de batalla 
político. Las campañas electorales son el ejemplo perfecto de ello. Millonarios 
esfuerzos para hacerse virales se ven durante cada año electoral. En las últi-
mas elecciones ecuatorianas los candidatos gastaban entre 10.000 y 30.000 dó-
lares en pauta diaria (y esa era solo la cifra visible desde sus cuentas oficiales) 
(Primicias, 2023b). En el caso de Argentina, solo hasta el 7 de noviembre se 
habían gastado casi 8 millones y medio de dólares en las plataformas de Meta 
(Davidovsky, 2023).

El gasto en redes no se limita al periodo electoral. La propaganda política a 
través de redes sociales es uno de los rubros permanentes de la gran mayoría 
de gobiernos. La situación es tal, que los asesores de comunicación ven casi 
como una obligación el apartar presupuestos para las pautas en redes sociales. 
El crecimiento y difusión orgánicos no son suficientes en una era donde la 
infoxicación es un problema vigente. Los gobiernos, tanto con intención de co-
municar, como con ambición de adoctrinar y vender su propia realidad a sus 
ciudadanos han tenido que entrar en las redes sociales de forma obligatoria. 
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Es más, los gobiernos más populares dependen de una presencia digital bien 
establecida, que cada vez es más transnacional, con comunidades que se hacen 
presentes incluso frente a medios y vocerías internacionales, como se ha visto 
en el caso de El Salvador, cuyo gobierno se ha anclado incluso en granjas de 
trolls e influencers pagados para mejorar su posicionamiento global (Kinosian, 
2022).

Adaptarse a las nuevas generaciones es parte de los retos políticos de la 
modernidad, no solo para ALC. Sin embargo, los últimos años en la región han 
demostrado que la política “tradicional” no es tan aceptada entre los jóvenes. 
Aparte de la convicción de cambio generalmente asociada con la juventud es 
posible entrever que los sistemas actuales no generan esperanza para las nue-
vas generaciones. Precisamente las redes sociales han sido canal de expresión 
de descontento y malestar, y en varias ocasiones esto se ha traducido en la 
activación de otras formas tradicionales de expresión de la frustración como lo 
son las movilizaciones sociales13. Las protestas en Nicaragua contra el régimen 
de Ortega (2018-2021), las protestas en Chile que se transformaron en el llama-
do “estallido social” (2019-2020), así como las protestas de 2021 en Colombia, 
son algunos de los ejemplos donde los segmentos más jóvenes de la población 
demostraron su interés real en la política y sobre todo su inconformidad con 
el sistema, y en que las redes sociales fueron importante núcleo de aglutina-
miento.

En este sentido, las brechas generacionales también requieren atención. Ni-
ños, jóvenes y adultos mayores (nuevamente con mayor gravedad para muje-
res, minorías étnicas y población GLBTIQ+) enfrentan problemas de segrega-
ción o vulnerabilidad debido a ausencia de redes de apoyo, y la incapacidad 
de acceder a empleo pleno para costear sus necesidades (OPS, 2023). Las dis-
cusiones para mejorar estas situaciones tienden a ser fuente de conflictividad y 
devenir en protestas sociales. Los gobiernos de ALC parecen aún ser incapaces 
de garantizar comienzos y finales dignos para sus ciudadanos. Atrapados en 
esquemas de consumo, pareciera que algunas tendencias del poder político se 
anclan en la idea de que quien no puede pagar por la dignidad no la merece. 

Este tema no es exclusivo de la región, en general, el siglo XXI está de-
mostrando ser una etapa de complejidad en la conexión intergeneracional. El 
problema es que varios de los avances políticos y filosóficos que ha dejado el 
siglo XX no han podido ser traducidos efectivamente para las siguientes gene-
raciones. Es importante tomar en cuenta que el modelo actual está anclado a 

13  Se debe partir del punto de que las nuevas generaciones son nativos digitales, gran parte de su realidad está en las 
redes sociales e incluso, en ciertos casos, existen personas cuya realidad total está en lo digital. La pandemia de CO-
VID-19 también contribuyó a ampliar este espectro e incluir a más personas en el mundo digital, a través del trabajo 
en casa y la educación en línea.
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los traumas y lecciones que dejó la Segunda Guerra Mundial, la intención de 
no volver a repetir esos errores movilizó al mundo hacia una visión humanis-
ta, anclada en el derecho y la democracia. Mientras tanto, las nuevas genera-
ciones (exentas del trauma) son un poco menos cautelosas en tomar medidas 
para acercarse a modelos que podrían repetir estos errores. Como lo establece 
el último informe de la Open Society Foundations:

Los jóvenes de hoy han crecido y se han politizado al tiempo que surgía 
la era de la policrisis, durante la cual las formas de agitación climáti-
ca, económica, tecnológica y geopolítica han crecido y se han reforzado 
mutuamente en un grado nunca visto. Así pues, aunque la mayoría de 
la población mundial sigue teniendo fe en la democracia, esa fe se está 
agotando. Y estos resultados sugieren que podría debilitarse con cada 
generación. (2023, p.4)

El sistema le ha prometido a la gente que, a través de su capacitación y 
esfuerzo, su calidad de vida sería igual o mejor que la de sus padres. Y aun-
que muchos pueden verlo, lo cierto es que, tal y como se veía en el anterior 
capítulo, varios son los segmentos que ven su situación precarizada, su futu-
ro menos próspero, y están sujetos a condiciones de seguridad y estrés que 
provocan decepción y rechazo en el modelo actual. Como ya se ha planteado 
varias veces, el esquema de desigualdad provoca tensiones incluso al nivel de 
la conceptualización del mundo. El sentimiento de injusticia no es igual para 
todos, en consecuencia, mientras unos disfrutan el modelo, otros lo resienten. 
El choque frente al “resentimiento social” es uno de los debates más activos en 
las redes sociales, y que genera más fracturas a nivel de tejido social.

En general, la consecuencia política más evidente se ha visto en los resulta-
dos electorales de los últimos años. En la región, de las 18 elecciones compe-
titivas, presidenciales, desde 2019 solo en Paraguay (2023) ganó el oficialismo 
(Munck, 2023); a lo que se suma que, desde 2013, el 73% de las elecciones han 
sido favorables a la oposición, por sobre el oficialismo (Latinometrics, 2023). 
Sin el contexto presentado en este libro se podría argumentar que se trata úni-
camente de un péndulo político que incluso podría estar asociado con una 
saludable alternancia. No obstante, comprendiendo las presiones existentes y 
el malestar generalizable a gran parte de los segmentos poblacionales en reali-
dad se puede asociar estas transiciones a la inconformidad con el sistema. En 
este sentido, los actores políticos entran a ciclos en los que saben que práctica-
mente solo tienen un período de gobierno para realizar sus actividades.
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Vale la pena destacar como algo positivo que la mayoría de transiciones 
políticas en la región han sido pacíficas y sin mayor conflicto. Esto es un mérito 
importante pues ancla a la vía electoral como el medio legítimo para acceder 
al poder. Existen algunas excepciones en las que se ha tratado de imponer la 
narrativa “fraude”, algo que debe verse con mucha preocupación debido al 
efecto de desestabilización que tiene en la confianza de los ciudadanos en sus 
sistemas electorales (LAPOP, 2021). Esto ocurrió en Ecuador en 2017 (donde 
incluso se llegó a un proceso de recuento de votos) (Swissinfo, 2017), en Perú 
en 2021 (Fowks, 2022), en Brasil en 2022, donde las agrupaciones bolsonaristas 
incluso llegaron a demandar la intervención de fuerzas militares para evitar la 
posesión de Lula Da Silva (France24, 2022), e incluso, de forma adelantada, en 
Argentina por Javier Milei en 2023, advirtiendo que si no llegaba a la presiden-
cia se trataba de un fraude (Hauser, 2023)14. Este tipo de estrategias, plantea-
das mayoritariamente desde la derecha, pueden convertirse en un problema 
severo para la democracia si es que no se toman medidas correctivas desde los 
sistemas electorales.

Por otro lado, Cuba, Venezuela y Nicaragua mantienen modelos autorita-
rios en los que la oposición no existe o está orillada y condicionada a lo que 
el poder de turno aspira. El riesgo latente de que otros gobiernos adopten 
estos formatos contribuye a la polarización. Al mismo tiempo, el miedo a ser 
la “siguiente Venezuela” se ha integrado en el discurso político de la mayoría 
de procesos electorales. Tampoco son escasos los llamados a “irse a Cuba”, 
para aquellos que dan la mínima muestra de tener una ideología de izquierda. 
Más allá del evidente problema de violencia política que estas posturas repre-
sentan, también está el hecho de que esto genera bloqueos en la búsqueda de 
acuerdos. No todas las izquierdas se moldean a favor del “castrochavismo”, 
así como no todas las derechas se ven reflejadas en las dictaduras militares del 
Cono Sur.

Es de significativa importancia reconocer también que la puesta en prác-
tica de los valores entre izquierda y derecha están lejos de ser aplicado 
a plenitud en la región. Candidatos de “izquierda” terminan aplicando 
prácticas de “derecha” y viceversa. Las cátedras de filosofía y de ciencia 
política no han logrado construir ciudadanías plenamente conscientes de 
las características que dividen a una de otra tendencia, lo que contribuye 
que existan culturas políticas relativamente pobres (EIU, 2023).

14  Tras los resultados finales se podría plantear esta postura como cierta. Sin embargo, en términos de protección 
de la institucionalidad, emitir este tipo de declaraciones representa un riesgo severo para la democracia pues puede 
provocar conflictividad en la transición, así como reducir la gobernanza en el futuro.
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En consecuencia, la aplicación de la política tampoco termina entrando en el 
“tipo ideal” que se enseña en las clases de administración pública; variaciones 
culturales, limitaciones económicas, y desviaciones de la norma impiden una 
plena ejecución de la política, incluso cuando hay buenas intenciones de por 
medio. La democracia entonces adopta dos facetas en conflicto: por un lado, se 
entiende como un modelo ideal en el que el ciudadano es capaz de elegir a su 
político, pero por el otro, los políticos no son “buenos” y hacen mal su trabajo 
y los resultados son insatisfactorios, por lo que la democracia no es el mejor 
modelo, o incluso es menos deseable.

Posterior a ello, se debe prestar especial atención a las desviaciones en el 
uso del poder, pues los que lo cooptan hacen un uso desproporcionado del 
mismo, sin respetar las divisiones de los poderes del Estado, desconociendo 
la legitimidad de la oposición, interfiriendo con el trabajo de la prensa, recu-
rriendo a las instituciones del Estado para beneficio propio o dentro de una 
agenda exclusiva ligada a su ideología particular, en lugar del interés gene-
ral. Este dualismo entre el deber ser de la democracia y las debilidades en su 
ejecución hacen que la mayoría de regímenes políticos en la región sean en-
tendidos como democracias defectuosas o modelos híbridos, con apenas tres 
democracias plenas: en Chile, Costa Rica y Uruguay (EIU, 2023). A pesar de 
que como región se encuentra detrás del norte global en Norteamérica y Euro-
pa Occidental, hay que añadir que el uso de recursos populistas y demagogos, 
tanto de la izquierda como de la derecha, estaría contribuyendo al deterioro 
de la calidad democrática en la región, por lo que se “ha registrado la mayor 
recesión democrática de todas las regiones en los dos últimos decenios” (EIU, 
2023, p. 31)15. 

 En una coyuntura de estabilidad y prosperidad, la competitividad demo-
crática podría ser motor de transparencia en la gestión, en la actualidad pare-
ce más bien ser un síntoma de un modelo político incapaz de satisfacer a su 
gente. En este sentido, el constante vaivén político puede llegar a generar un 
riesgo innecesario, vinculado con el contexto de corrupción al que se enfrenta 
de manera crónica la región. Al no contar con procesos estables ni garantías de 
continuidad, el constante cambio de autoridades y tendencias políticas puede 
ir minando la política de Estado. La diplomacia es probablemente uno de los 
espacios con mayor visibilidad en este sentido. La agenda de socios y aliados 
de varios países en la región ha tenido giros drásticos. Con un gobierno se 
establecen estrategias liberales y se marcan caminos de cooperación junto a 

15  Vale la pena destacar que los estándares planteados por el EIU nacen de una visión occidental-liberal de la demo-
cracia, por lo que podría haber reflexiones desde otras corrientes ideológicas que conciban insuficiente o inadecuada 
esta comprensión del fenómeno. 
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Estados Unidos o Europa, y con el cambio de gobierno se hacen giros hacia 
China, el resto de los BRICS, y hacia los vecinos regionales. Esto genera incer-
tidumbre, lo que afecta al comercio internacional, pero también aumenta el 
malestar social de los segmentos que pierden representatividad en las agendas 
internacionales de sus Estados.

De la misma manera, los giros políticos se vuelven problemáticos cuando 
no existe un apropiado respeto a los procesos de administración pública. La 
existencia de la polarización implica ciclos de persecución contra funciona-
rios que trabajaron en administraciones anteriores, y el surgimiento de movi-
mientos políticos anti-Estado implica también el despido de funcionarios. La 
consciencia de esta pérdida de estabilidad podría favorecer a la persistencia 
de prácticas de corrupción. Esta última idea requiere un análisis mucho más 
profundo, pero puede entenderse en términos de supervivencia económica; si 
las personas saben que solo tienen cuatro años de trabajo estable (pensando en 
que sobrevivirán a los constantes giros políticos), se tratará de aumentar los 
beneficios económicos, aunque esto implique actuar por fuera de la norma o 
la ética. De la misma manera, esto transforma a la burocracia en un cuerpo de 
gobierno y no de Estado, con funcionarios que responden a favor de las agen-
das de los políticos de turno en lugar de a los intereses nacionales.

La alta rotación burocrática y la interrupción de procesos públicos entorpe-
ce la calidad de servicio entregado al ciudadano. De esta manera, los niveles 
de satisfacción del ciudadano con los servicios de su Estado empiezan a redu-
cirse, ampliando discursos en los que se busca reducir la aportación, eliminar 
puestos de trabajo, o privatizar espacios estratégicos. Cabe destacar que en 
ningún momento se debe apelar por un modelo donde el Estado tenga control 
absoluto de los sectores donde el sector privado sea más eficiente, pero se debe 
salvaguardar el bien común, y evitar la consolidación de los monopolios natu-
rales que dejan a las personas privadas de bienes y servicios que deberían ser 
de carácter público. En cualquier caso, el objetivo debe estar en el beneficio de 
la comunidad humana que hace parte del Estado-nación en todos sus estratos, 
no solo con los segmentos con los que se tiene afinidad.

Sin embargo, esto no es posible mientras los esquemas de corrupción sigan 
vigentes. Como lo establece Luciana Torchiaro “en el continente americano, 
27 de 32 países llevan varios años en un punto muerto en la lucha contra la 
corrupción. Es preciso hacer mejor uso de la tecnología, redoblar la colabora-
ción entre los fiscales a lo largo de la región e implementar más medidas con-
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tundentes para represar los flujos financieros ilícitos” (InSight Crime, 2023). 
En general, los países de ALC se encuentran en posiciones incómodas en el 
Índice de Percepción de la Corrupción, con la excepción de Uruguay y Chile 
(14 y 27) (Transparency International, 2022), por lo que las sociedades tienen 
mayores niveles de desconfianza interpersonal lo que, a su vez, contribuye a 
las fracturas del tejido social, provocando pérdidas económicas y sobre todo, 
una mayor violencia.

Precisamente, una de las cuestiones que más insatisfacción genera en este 
sentido es el sentimiento de inseguridad. El miedo a ser ultrajado de sus per-
tenencias es algo común en la región. La cercanía al hurto y al robo es algo 
que resulta casi común en ALC, la gente ya conoce de antemano que no puede 
confiarse en ciertos espacios de la vida pública en los que la posibilidad de 
regresar a casa sin un celular, un bolso, o una billetera es alta. El castigo social 
por la ingenuidad también suele ser alto, las víctimas de la inseguridad mu-
chas veces son sancionadas por el reproche del entorno cercano e incluso de 
desconocidos. Dejarse robar, violar o matar es una irresponsabilidad propia 
para algunos. Y esto está lejos de ser una justificación al delito o al crimen, es 
solo saberse vulnerables. LAPOP (2021) encontraba que al menos 46% de la 
gente en la región percibe que sus barrios son algo o muy inseguros.

La arquitectura de la región habla mucho de este sentir. Raras son las cons-
trucciones que no están rodeadas por un muro, una cerca de alambre de púas, 
rejas metálicas o, en los casos más drásticos, una mezcla de todo. A esta lista se 
le suman los pintorescos cristales de botellas rotas, clavos, o el ya tradicional 
cableado de alta tensión para evitar intrusos. Los sistemas de videovigilancia 
son prioridades en las municipalidades que se los pueden permitir, en nego-
cios prósperos para sus operadores e importadores. Las empresas de seguri-
dad privada son proveedoras de empleo que muchas veces acogen a miem-
bros de las fuerzas de seguridad pública que no lograron continuar con sus 
carreras estatales, o incluso llegan a ser espacios en los que infractores de la ley 
pueden reformarse. Los edificios de departamentos o los conjuntos de las prin-
cipales ciudades suelen tener varios turnos de “guardias” que tienen como rol 
proteger a las decenas o cientos de habitantes que confían en la seguridad que 
contratan directamente por encima de aquella provista por el Estado a través 
de sus fuerzas policiales.

La imagen hollywoodense de casas con amplios jardines sin muros exter-
nos, o apenas con vallas de madera o cercos vivos son la excepción a la regla; 
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reservadas para alguno de los conjuntos privados o tal vez para la ruralidad. E 
incluso los espacios públicos o los parques de varias ciudades están cercados 
o tienen horarios de uso. Esto último poniendo a prueba el concepto mismo 
de lo público. Ahora bien, algunos podrán argumentar que incluso en Europa 
o Estados Unidos donde los derechos y libertades civiles están más desarro-
llados y defendidos, también existen este tipo de limitaciones. No obstante, 
en un entorno como el de ALC donde lo privado es limitado en función de la 
clase económica, con poco espacio de desarrollo o satisfacción de necesidades 
personales, la ausencia de lo público termina siendo una privación adicional.

La limitación sobre el espacio público no viene solo del Estado (normas) o 
desde lo privado (costos de uso), sino que lamentablemente también está con-
dicionado por la violencia. En más de un sentido, se puede argumentar que 
por más que se generen espacios públicos de poco sirve si el ciudadano común 
tiene miedo de salir de su casa o su barrio. El sentimiento de inseguridad es 
probablemente el factor de inconformidad sistémica que más resuena (y une) a 
ALC. Pero esto no es aislado, desde el norte global la percepción sobre insegu-
ridad en la región también es amplia. Los países desarrollados incluso tienen 
lineamientos de seguridad para visitar ALC. La Figura 13 refleja la imagen 
proyectada desde los Estados Unidos, poniendo a varios de los países de la re-
gión como zonas inseguras donde el viajero debe tomar serias consideraciones 
o incluso no atreverse a viajar.

Es más, conociendo el pesimismo local, algunos se animarán a cuestionar 
si no se está siendo demasiado gentil con la categorización. En cualquier caso, 
lo cierto es que existe un problema real en términos de la seguridad en ALC. 
Tal vez la ausencia de conflictos bélicos hace menos dramática la presencia de 
la región en los medios internacionales; hablar de estratagemas de corrupción 
y delito común vende, pero no tanto como los grandes conflictos militares del 
mundo. El meollo del asunto está en que para la población de la región no bas-
ta con no vivir sin guerras, si es que de por sí no puede vivir una vida en paz.
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Figura 13 
Mapa de recomendaciones de viaje de Estados Unidos sobre ALC

Nota: Adaptado de: Department of State y Bureau of Consular Affairs, s.f.

Como golpe al orgullo nacional, pocos podrán debatir la consideración del 
Departamento de Estado.

En este sentido, el siguiente capítulo aborda a mayor detalle los aspectos de 
la (in)seguridad en la región. Nuevamente habrá reflexiones particulares que 
varios lectores o especialistas podrán desconocer como una realidad general; 
especialmente para aquellos que forman parte de los entornos excepcionales 
como Chile, Costa Rica y Uruguay, que han formado parte de la mayoría de 
excepciones de este texto, y a los que se suma Argentina de acuerdo con la 
calificación de estos países en el Índice de Paz Global (IEP, 2023). En cualquier 
caso, como se verá más adelante, el gran reto de los Estados de la región es 
empezar a pensar más allá de sus fronteras nacionales. La ineficiencia en la 
gestión y la debilidad de sus capacidades han abierto las puertas a enemigos 
que actúan sin distinción de su nacionalidad o estatalidad. Entre el agotamien-
to, la frustración o simplemente la ambición, el crimen organizado se suma a la 
competencia por la riqueza, el poder, y en el peor de los casos, la legitimidad.
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Capítulo III: Los actores criminales como ejemplo de 
transnacionalidad

Si hay una agenda que ocupa permanentemente los titulares de la región es 
el temor a la inseguridad. Aupada por la pobreza y la desigualdad, los delitos 
contra la propiedad, incluyendo aquellos que devienen en crímenes violentos, 
son un elemento de sempiterno malestar para la gente de ALC. Como se plan-
tea previamente, existen excepciones, países donde la criminalidad ha sido 
aislada a bolsillos en los segmentos suburbanos y que no termina de extender-
se a las zonas más pudientes y frecuentadas por los turistas, o casos como el 
de Cuba, donde el control del Estado es tan amplío que se previene el delito 
de antemano. Lo cierto es que la percepción de inseguridad no es exclusiva a 
los medios de comunicación, sino que se extiende a la sociedad civil. La Figura 
14 refleja un mapa global sobre la percepción de criminalidad donde se puede 
ver a ALC como una de las regiones más inseguras, en paralelo con un conti-
nente como África, donde debe resaltarse el hecho de que se trata de una zona 
todavía afectada por los conflictos bélicos, los grupos extremistas y que son al 
menos un siglo y medio más joven que los Estados de ALC.

Figura 14 
Mapa del índice de criminalidad por país 2023

Nota: Tomado de Numbeo, 2023
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Este problema se ha agravado en los últimos años. El crimen organizado 
es un fenómeno que ha tomado ventaja del debilitamiento de los Estados, la 
falta de resultados en la lucha contra la desigualdad y, sobre todo, las brechas 
en la cooperación entre Estados. El análisis comparado entre los resultados 
presentados por la Global Initiative Against Transnational Crime (GIATC), 
que ha publicado el Índice Global de Crimen Organizado en 2021 y 2023, de-
muestra una tendencia hacia la inseguridad global (Global Initiative Against 
Transnational Crime, 2023). Y este no es un problema exclusivo de ALC, según 
el GIATC, 83% de la población global vive en países con altos niveles de cri-
men. Dentro de todo, esta es una cuestión de carácter económico; de acuerdo 
con Nick Lewis, del Standard Chestered Bank, alrededor del 4% del PIB global 
─equivalente a cerca de 4 billones de dólares─ pertenecen a la economía crimi-
nal (Global Initiative Against Transnational Crime, 2023).

La criminalidad en general tiene muchas facetas, la característica general 
es que rompe con la norma establecida. Lo que es un delito en un país puede 
variar en otro por factores culturales, económicos o históricos que la crimi-
nología puede explicar de mejor manera. Sin embargo, existen algunas áreas 
generales que se suelen incluir dentro de los esquemas del crimen, sobre todo 
cuando se trata de un esquema organizado. 

La Figura 15 aglutina a la mayoría de estas áreas, que se asocian normalmen-
te con un objetivo común: la satisfacción de objetivos económicos. Cuando la 
búsqueda de riqueza se pervierte en un esquema en el que se está dispuesto a 
hacer daño a otros, se entra en ciclos que requieren la sanción del Estado para 
reparar el perjuicio realizado y evitar nuevos agravios. El problema empeora 
cuando no se trata de un solo individu,o sino de una agrupación que opera de 
forma sistemática en detrimento de otros.
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Figura 15
El “pulpo” del Crimen Transnacional Organizado

Nota: Tomado de Gortaire-Morejón, 2022b.

El crimen organizado transnacional es una amenaza que nace de todos los 
aspectos mencionados en los anteriores capítulos. La incapacidad para lidiar 
con la pobreza y la desigualdad, el fracaso del aparato político para encontrar 
soluciones cooperativas, la ausencia de una capacidad real de cooperación in-
ternacional entre los Estados, y las múltiples agendas insatisfechas son la cuna 
de un mal sistémico en el que grupos dedicados al delito optan por extender 
sus redes de acción más allá de las fronteras nacionales y comienzan a actuar 
de forma incluso más orgánica que los Estados. Y aunque existen excepciones, 
el desinterés por sus compatriotas pareciera ser una característica que se aglu-
tina en estos grupos. No solo existe una pérdida de la empatía con la víctima 
directa de algún acto violento como el robo o el asesinato, o de los esquemas 
de explotación como la trata y tráfico de personas, sino que se pierde el remor-
dimiento de hacer un severo daño al país del que forman parte.

Los poderosos cárteles de la droga de América Latina y el Caribe desa-
fían el control estatal sobre el territorio y son corrosivos para las institu-
ciones nacionales, además de amenazar la seguridad de los ciudadanos 
de a pie. Este problema ha exacerbado los ya elevados niveles de corrup-
ción en la región y está erosionando las normas democráticas en muchos 
países. (EIU, 2023, p. 13)
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La gran cantidad de recursos producida en las actividades ilegales permite 
a sus operarios transformarse en verdaderos agentes disruptivos. En algunos 
casos, su desempeño es tal que empiezan a actuar como gobiernos paralelos 
a los de su Estado, imponiendo su autoridad a través de la fuerza armada, la 
extorsión, el chantaje, y el miedo, mientras que, en otros casos, la autoridad se 
ejerce a través de relaciones clientelares con la población, o incluso con miem-
bros del gobierno legítimo, con transacciones económicas, garantía de seguri-
dad, e incluso provisión de servicios. 

La magnitud del crimen organizado en ALC es tal que, por ejemplo, si 
se considerase a los cárteles mexicanos como un grupo empresarial, sería el 
quinto empleador más grande del país, con entre 160.000 y 185.000 miembros 
(Prieto-Curiel, Campedelli y Hope, 2023). Se debe señalar que la economía 
criminal, a pesar de su atentado a la ética, genera empleos, mantiene familias, 
y dinamiza la productividad de varios de los Estados de ALC. Esto genera 
procesos de secuestro social en los que algunos sectores de la población ven 
con más desconfianza a los gobiernos. A esto se debe sumar la pérdida de la 
confianza interpersonal, llegando incluso a puntos en que los mismos emplea-
dos del Estado no terminan de tener confianza plena entre sí. La posibilidad 
de que oficiales de otras instituciones públicas, o incluso de que sus propios 
equipos de trabajo tengan vínculos con grupos criminales entorpece la gestión 
pública. Una lucha compleja que se acompaña de la presión natural del traba-
jo, la demanda de mejora desde el resto de la sociedad civil, y los potenciales 
recortes presupuestarios y laborales.

Para agravar la situación, el aprendizaje de la criminalidad organizada es 
muy rápido. Esto se debe en gran parte a la gran flexibilidad que los actores 
criminales tienen comparativamente frente a los actores estatales de acuer-
do con Angela Olaya de la Conflict Responses Foundation (Global Initiative 
Against Transnational Crime, 2023). Los grupos del CTO han encajado en el 
modelo capitalista sacando provecho de los vacíos estructurales del régimen 
global actual. Mientras que los Estados perpetúan visiones antagónicas con la 
modernidad, tratando de mantener imaginarios de nación que son esquivos 
para las nuevas generaciones, el CTO se acelera y compenetra con la búsqueda 
de bienestar económico, e incluso de estatus. De esta forma, se aprovecha de 
las necesidades de las personas para atraerlas y captarlas en sus bases.

Ya se ha discutido varias veces sobre los factores de desigualdad que fa-
vorecen no sólo a la insatisfacción con el sistema, sino también a la pérdida 
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del tejido social. Las carencias de educación, las pérdidas en afectividad y la 
descomposición del vínculo con el otro contribuyen de manera nociva a que 
los individuos que participan de actividades delictivas sean más violentos. 
Esto se refleja en los altos índices de homicidio intencional que se registran en 
la región;

UNODC estima que la mayor parte (37%) de los homicidios intenciona-
les en el mundo fue registrada en las Américas, aun cuando en la región 
vive menos del 8% de la población mundial. La presencia de armas de 
fuego ilícitas agrava aún más el impacto de la violencia, con un estimado 
de 75% de homicidios cometidos con armas de fuego, cifra significativa-
mente superior al promedio en el mundo (54%). (UNODC, 2022a, p. 9)

El CTO es solo parte de estas cifras, pues la violencia no le es exclusiva. 
Sin embargo, los grupos criminales potencian este tipo de delitos violentos 
pues se anclan en el miedo en búsqueda de la impunidad. Su trabajo empieza 
temprano, en búsqueda de jóvenes a quienes reclutar, sacando provecho sobre 
todo de los más vulnerables, asegurándose también tener a miembros más 
manipulables e incluso más desensibilizados. Por ejemplo, solo en México se 
estima que “hay entre 30 y 40 mil niñas, niños y adolescentes (NNA) que sir-
ven para algún cártel de drogas o grupo criminal local” (Martinez, 2023). En 
la escalada de la violencia en Ecuador, uno de los sectores más afectados son 
precisamente los menores de edad, que son reclutados para ser sicarios (Ra-
mírez, 2023). Los grupos del crimen organizado buscan también aprovechar la 
normativa que protege a los NNA para evitar sanciones más duras, e incluso 
evitar el perfilamiento o generar sorpresa pues rara vez se espera que sea un 
menor el atacante con intenciones homicidas.

No es la primera ni la única etapa en que los NNA se han visto particular-
mente afectados por la violencia. Tampoco es la única coyuntura en la región. 
El reclutamiento de menores de edad para la participación en conflictos inter-
nos ha sido otra de las heridas más bochornosas de la región. Miles de niños 
fueron reclutados en El Salvador durante su guerra civil, de entre 1980 y 1992, 
con un 60% de reclutamiento forzado y un 80% de las fuerzas siendo menores 
de edad, y que dejó al menos 75,000 muertos (Pestaña, 2007). El impacto de 
la guerra y el trato enfrentado ha dibujado la nueva sociedad salvadoreña en 
un entorno que, incluso tres décadas después, parece aún no haber roto con la 
violencia. Las maras que nacieron de las cicatrices de la guerra y que acosaron 
a su sociedad durante estos años parecen ahora estar en extinción frente al 
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régimen de Bukele. No obstante, y como se verá más adelante, parece que la 
lección sobre evitar dejar más víctimas inocentes no ha quedado asentada con 
solidez. 

Otro de los casos a mencionarse es el de los NNA reclutados durante el 
conflicto interno en Colombia, pues retumban como uno de los ejemplos don-
de el Estado se mostró incapaz de proteger a los más vulnerables. Alienados 
y privados de la protección de sus familias, miles de NNA se transformaron 
en enemigos del mismo aparato que les negó la seguridad para tener infancias 
sanas. Incluso tras la firma de la paz entre las Farc y el Estado colombiano, 
los remanentes de las guerrillas y los grupos criminales que han heredado los 
espacios no ocupados por el Estado han continuado con su acoso a la niñez, 
con lo que hasta el 2022 se registraban al menos 600 niños reclutados para ac-
tividades por fuera de la ley (Watson, 2022). De la misma manera, el 2023 no 
ha sido un año sencillo e incluso se registró un incremento durante el primer 
trimestre del año en el reclutamiento de menores de edad (Hernández, 2023).

El caso colombiano es importante, pues también fue el punto en el que las 
causas políticas de los conflictos internos dieron un oscuro giro al volverse 
negocios destructivos y violentos. Las guerrillas de América Latina fueron (y 
en algunos casos siguen siendo) reflejo de que el problema de la desigual-
dad no es un fenómeno reciente. Y aunque la mayoría nacieron ancladas en 
una aspiración ideológica de cambio profundo del sistema en beneficio de las 
mayorías, o por lo menos de los más vulnerables, lo cierto es que perdieron 
cualquier ápice de legitimidad en el momento en el que empezaron a optar por 
actos criminales para sostener sus campañas de resistencia. El peor de estos 
vínculos es el narcotráfico.

“ALC es el origen de toda la cocaína consumida a nivel global y en algunos 
países de la región se ha reportado la producción a gran escala de cannabis, 
metanfetaminas y heroína con fines de tráfico transnacional” (UNODC, 2022a, 
p. 16). Esta producción tiene como destino principal el norte global, con Es-
tados Unidos, Europa y habría que sumar a Australia como los destinos más 
atractivos para entregar productos que apenas sirven para satisfacer breves 
momentos de euforia, pero con potenciales riesgos severos en la salud mental 
y el entorno social de los consumidores en caso de caer en adicciones. Este 
texto no tiene el alcance de reflexionar acerca de los orígenes del consumo ni 
de las adicciones, pero sí debe destacar el severo impacto que tiene que algu-
nas personas en su egoísmo carente de empatía con el mundo hagan uso de 
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productos que cuestan millones de dólares a los Estados de ALC en costos de 
seguridad, y sobre todo la pérdida de miles de vidas humanas, solo para cu-
brir una necesidad superflua en alguna discoteca, estudio de grabación, hotel, 
o mansión.

A pesar de esta realidad, el aumento del consumo de drogas alrededor del 
mundo, especialmente de la marihuana, es permanente y exponencial con al-
rededor de 284 millones de personas, de entre 15 y 64 años, que consumieron 
algún estupefaciente al menos durante 2020 (UNODC, 2022b). Esto representa 
un incremento de cerca del 26% del consumo en relación con la década de los 
2010 (UNODC, 2022b). A esto se suma que entre los impactos de la pandemia 
de COVID-19 se debe agregar también un incremento en el consumo debido a 
factores de salud mental, como compensación a la depresión y ansiedad (Ali 
et al., 2021; Senate RPC, 2022); un impacto que se ha empezado a notar en las 
dinámicas de inseguridad regional, y sobre todo para países como Ecuador, 
que ha entrado en un ciclo de violencia único en su historia.

Otro de los impactos de la pandemia fue el estancamiento de la exportación 
de lo producido durante los meses de aislamiento y cuarentena global. Como 
lo planteaba Naciones Unidas:

La producción y distribución de cocaína parece estar interrumpida en los 
países productores de América Latina, al mismo tiempo que la escasez 
de heroína en Europa y Norteamérica está causando que sus consumi-
dores recurran a prácticas aún más peligrosas. La recesión económica a 
largo plazo causada por la pandemia tiene el potencial de conducir a una 
transformación duradera y profunda de los mercados de drogas. (Nacio-
nes Unidas, 2020)

Esto tuvo al menos tres efectos notables. El primero fue el uso de la droga 
como forma de pago; principalmente en Ecuador, un país históricamente con-
siderado como de paso, se pudo ver cómo los grupos del crimen organizado 
empezaron a pagar a las personas que participaban en la logística con droga 
y armas en lugar de dinero (Primicias, 2023c). Esto se tradujo en aumento del 
consumo local, pero también en la ampliación de los grupos que participa-
ban en el comercio de cocaína; a los tradicionales carteles mexicanos y colom-
bianos se han sumado actores extrarregionales como la mafia albanesa. Esta 
competencia generó conflictividad, pero también su propio proceso de I+D, 
ampliando también la red de clientes, los modos de operación, y mejorando 
las estrategias de acción (Primicias, 2023c). Otra variación notable ha sido el 
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incremento de la participación de las mujeres, pues el crimen organizado nor-
malmente tiende a acoger solo a hombres. Esto se ha registrado principalmen-
te en México, donde se ha visto que las mujeres participan en “la recopilación 
de información, el tráfico de drogas a pequeña escala, el sicariato y la dirección 
de células delictivas” (Loaiza, 2023). Incluso se ha comenzado a ver a agrupa-
ciones pequeñas lideradas por mujeres.

El segundo efecto notable puede ser denominado el efecto de represa rota. 
Es decir, cuando el comercio global regresó a la normalidad, toda la droga que 
se había acumulado empezó a salir de forma masiva, tratando de aprovechar el 
incremento de la demanda y, por lo tanto, de los precios. Como consecuencia, 
durante los últimos años se han registrado cifras récord en incautaciones, prin-
cipalmente de cocaína, no solo en ALC, en Ecuador y Colombia, sino también 
en Europa, en Países Bajos y España, e incluso en Asia, en Hong Kong (Primi-
cias, 2023d; Rodríguez, 2023; Raziel, 2023; DW, 2023c; La Moncloa, 2023). Esta 
realidad rompe con el discurso demagógico de ciertos actores políticos que 
han asociado el aumento de las incautaciones con un gran desempeño de sus 
fuerzas de seguridad; lamentablemente, lo que muestra la tendencia es que se 
decomisa más porque se comercia más.

El tercer efecto de la pandemia hace referencia al incremento de consumo 
de sustancias más peligrosas, como se señaló previamente (Naciones Unidas, 
2020). Tras la pandemia, los índices de consumo de fentanilo aumentaron sig-
nificativamente en Estados Unidos. Las redes sociales ─principalmente Tik 
Tok─ pusieron en evidencia la aterradora realidad de decenas de ciudades 
estadounidenses donde “zombies”, producto de la adicción a los opioides, se 
tambaleaban o yacían en las calles a plena luz del día, en una de las imágenes 
más depresivas que el hegemón global puede ofrecer sobre su ciudadanía. Y 
aunque el fentanilo no es una droga reciente, su popularización en los últimos 
años, en gran parte anclada a la pandemia, ha contribuido a la mayor crisis de 
muertes por sobredosis en Estados Unidos. “En 2021, murieron 107.622 ciu-
dadanos estadounidenses de sobredosis, 94% más que en 2019. De ese total, 
el 82,3% de los casos involucró opioides sintéticos” (Pérez Ricart y Ibarrola, 
2023).

El fentanilo presupone un nuevo desafío para los Estados Unidos, toda vez 
que su producción es relativamente más sencilla que la de otras drogas, y los 
materiales para su elaboración son más fáciles de acceder para los grupos cri-
minales en México. En consecuencia, Pérez Ricart e Ibarrola (2023) han encon-
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trado que el fentanilo ya ha provocado algunos cambios en las dinámicas del 
CTO en México, pues han generado que las organizaciones se fragmenten y 
reduzcan su tamaño, se busque la profesionalización de sus cuadros (al más 
puro estilo de la famosa serie Breaking Bad), y se apunte a la desterritoriali-
zación. Esto último adquiere un talante diferente cuando se piensa que gran 
parte de la incapacidad de los Estados en dar respuesta a este tipo de proble-
mas radica en que existen sólidas resistencias a operar de forma flexible, por 
lo que un aumento en la movilidad de estos actores ilegales solo podría afectar 
aún más en la capacidad de dar respuestas eficientes y efectivas a los nuevos 
grupos y dinámicas.

La desterritorialización potencialmente también afectará a los vínculos co-
munitarios entre los grupos del CTO y la población local (Pérez Ricart y Iba-
rrola, 2023). Aún no existe total comprensión del impacto que tendrá esto en 
términos de seguridad e incluso en los cambios en las economías criminales. 
Sin embargo, uno de los riesgos que deben alertarse es que la ausencia de in-
terconexión social se traduzca en mayores índices de conflictividad y violen-
cia. Al no tener una relación de apego con la comunidad donde se realizan las 
acciones, los miembros de los grupos criminales tendrían menos escrúpulos 
en hacer daño a la sociedad civil local. El efecto Pablo Escobar, en el que los 
capos de la droga se vuelven una especie de mecenas violentos, pero que retri-
buye a su entorno con favores económicos e incluso obra social, potencialmen-
te se vuelve imposible, quedando solo el esquema de resentimiento, violencia 
y explotación.

En este punto es importante destacar que, a diferencia de los grupos ar-
mados organizados, los grupos del crimen organizado tienden a carecer de 
objetivos políticos que puedan ser reconocidos como legítimos. La aspiración 
de un grupo criminal tiende a ser económica o material, para satisfacción de 
intereses personales; mientras que la esencia de un grupo armado tiende a 
ser la búsqueda de un objetivo relacionado con la toma del Estado, ya sea en 
búsqueda de un cambio en la gobernanza o en términos de control territorial, 
hacia una independencia. Esto no significa que el crimen organizado no pueda 
hacer uso del Estado para sus objetivos, pero se debe considerar que este uso 
no tiene un fin altruista de por medio. Como se propone en la Tabla 8, existen 
diferencias relevantes entre los Grupos del CTO y los Grupos armados que de-
ben ser tomadas en cuenta no solo desde una perspectiva académica, sino que 
son vitales para diagnosticar el tipo de intervención necesaria para enfrentar el 
desafío que cualquiera de estos grupos representa para el Estado. 
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Tabla 8

Caracterización de Grupos del CTO y Grupos Armados

Nota: Tomado de Gortaire-Morejón, 2022b.

Distinguir el tipo de amenaza resulta tan importante como un buen diag-
nóstico médico. Es cierto que un tratamiento agresivo de antibióticos puede 
curar una infección, pero también puede hacer un severo daño a otros órganos 
del cuerpo, o en su defecto, puede no ser el motivo real por el que se curó 
el individuo, sino que la persona pudo curarse a pesar del tratamiento y no 
como consecuencia de este. De la misma manera, un gobierno puede optar por 
tratar a un grupo de crimen organizado como un grupo armado y aplicar un 
tratamiento que deteriora otros aspectos de la vida de la nación, o que provoca 
daños en personas inocentes, sin siquiera solucionar el problema original. 
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La historia en ALC parece sincerar la realidad de que, incluso tras la eli-
minación de las amenazas contra el Estado, si no se atiende a las causas de 
origen, los problemas resurgen décadas después.

También es importante destacar que una aproximación securitista, enten-
dida como el aumento de los medios de fuerza, sanciones más fuertes y re-
ducción de garantías legales, puede traer buenos resultados en términos de 
control de la violencia y percepción de inseguridad en las calles en el corto 
plazo. Sin embargo, no es una garantía de éxito. Los casos más destacados son 
nuevamente Colombia y México. En su intento de lidiar con las guerrillas y 
con los grandes carteles del narcotráfico ambos países emprendieron procesos 
de refuerzo a sus fuerzas de seguridad en los denominados Plan Colombia y 
la Iniciativa Mérida. Estos son casos emblemáticos del error en la comprensión 
de los fenómenos a los que se buscaba atender. Por ejemplo, Hurst (2002) es-
cribía:

El “Plan Colombia”, la pieza central de 1.300 millones de dólares de la 
estrategia de Estados Unidos para reducir los hábitos de consumo de 
drogas ilegales en el país mediante la reducción de la oferta en los países 
de origen es fundamentalmente defectuoso. No sólo no cumplirá su ob-
jetivo principal de reducir el consumo de drogas en Estados Unidos, sino 
que además tendrá el efecto indeseable de provocar un derramamiento 
de sangre adicional en el extranjero, al proporcionar más combustible a 
una guerra civil que dura ya 37 años.

El Plan Colombia partía desde una lógica de eliminación de la amenaza. 
Se buscaba erradicar la producción y el tráfico de drogas, y deshacerse de las 
organizaciones guerrilleras y de los carteles, ambos grupos atados a al narco-
tráfico (Rosen y Martínez, 2016). Para esto, Estados Unidos financió y armó 
al ejército colombiano, se proporcionó capacitación táctica y estratégica, se 
compartió inteligencia, se generaron líneas de financiamiento y se apoyó en 
los procesos como las fumigaciones a las plantaciones de coca, lo cual generó 
conflictos severos con comunidades locales e incluso con población ecuatoria-
na debido al impacto que químicos como el glifosato tuvieron en la salud de 
víctimas inocentes. En una estrategia que estuvo vigente entre el año 2000 y 
2015, Colombia se aseguró la presencia de militares y contratistas estadouni-
denses, aunque no se logró concretar el objetivo del presidente Álvaro Uribe 
para que Estados Unidos pueda usar siete bases en territorio colombiano (AFP 
Colombia, 2018).
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En cualquier caso, aunque el Plan Colombia aportó con concepciones de 
fuerza debilitaron el poder relativo de las FARC, se trató de un mecanismo 
que no abordó “las causas profundas de la insurgencia en el país, que se cen-
tran en una profunda desigualdad económica y una violenta exclusión polí-
tica” (Rochlin, 2010, p. 716). De esta manera el Plan Colombia terminó siendo 
abandonado en lo que muchos consideraron un fracaso y un desperdicio de 
recursos, aunque sus defensores procurar reivindicar su impacto, casi siempre 
sin hacer mención de que se sobredimensionaron los resultados originales y 
surgieron una serie de consecuencias negativas vinculadas con violaciones de 
Derechos Humanos, la perpetuación de al menos una década más de conflicto 
interno, e incluso la inutilidad al momento de detener la producción de droga, 
lo que aumentó año tras año (Rincón y González, 2021).  Parte del problema 
radica en que el cálculo del daño económico difícilmente puede cuantificarse, 
por lo que puede generar miopía en términos de admitir el daño real que el 
Plan Colombia tuvo en el objetivo de interés popular de proveerles seguridad.

En la actualidad, Colombia tiene una neblina que se eleva desde sus élites 
bastante inteligentes en el marketing y la alegría envidiable de su gente. A pe-
sar de haber superado una de las etapas más crueles de su historia con la firma 
de la paz con las FARC. Colombia está lejos de ser un país pacífico, el Ejército 
de Liberación Nacional (ELN) sigue en actividades, y en conflicto activo con-
tra el aparato estatal colombiano, aunque mantiene ciclos de negociación con 
el gobierno. Los grupos paramilitares, producto de la fallida intención de tra-
tar de solucionar el conflicto permitiendo actividades de grupos que, en prin-
cipio, no tenían obligaciones para respetar el Derecho Internacional, también 
persiste. Y ahora se puede decir que muchos de sus miembros se encuentran 
integrados a los grupos de crimen organizado e incluso conectados con parte 
de las disidencias de las FARC y otros grupos con los que tuvieron que enfren-
tarse en primera instancia (Turkewitz, 2022).

En otra de las historias fundamentales a relatar, y a pesar de lo infructuoso 
del Plan Colombia, la narrativa de los agentes de la securitización logró tam-
bién llevar la agenda hacia México, después de décadas de ascenso de los car-
teles del narcotráfico y una agobiante pérdida del control del territorio no solo 
por la captura de los cargos políticos, sino por la falta de voluntad política para 
acabar con las redes de corrupción, buscaba desesperadamente una salida, y 
qué mejor que con el apoyo de Estados Unidos. En 2008 se lanzó la Iniciativa 
Mérida, llamada así por la reunión que los presidentes Bush y Calderón tuvie-
ron en la ciudad del mismo nombre, replicando la lógica de provisión de apo-



América Latina, la región que se niega a ser

128

yo a las fuerzas de seguridad mexicanas a través de inteligencia, capacitación 
y líneas de financiamiento. Una vez más, los mecanismos utilizados fueron 
infructuosos en el objetivo de enfrentar a los grupos criminales y reducir el 
narcotráfico.

Para Arteaga (2009), por ejemplo, la Iniciativa Mérida fue una estrategia 
que aportaba de forma negativa a debilitar la democracia mexicana, pues nor-
malizaba los espacios de excepcionalidad. Esta crítica es importante de anali-
zar, pues plantea uno de los grandes retos de la seguridad moderna, en la que 
los derechos y libertades alcanzados después de largos procesos de lucha y 
consolidación social no pueden simplemente ser descartados en la búsqueda 
de seguridad. El Estado no tiene como opción escoger entre una corriente o la 
otra, sino que tiene la obligación de proveer seguridad mientras garantiza una 
apropiada gestión democrática y garantías civiles. Adoptar una aproximación 
de guerra contra los grupos criminales, aunque para ciertos sectores conserva-
dores puede resultar atractivo en el mensaje, lo cierto es que en la práctica se 
traduce en una confusión, pues lleva a un problema de carácter económico y 
social, a una categoría netamente de seguridad.

Ahora bien, la intervención a través de medios de fuerza no es negativa per 
se. De hecho, frente a actores violentos que no buscan legitimidad en el Estado 
es prácticamente imposible dar una respuesta que no implique una conten-
ción. Es importante admitir que, dentro del esquema del crimen, y sobre todo 
en el marco del crimen organizado, existen individuos que no se ven operando 
a través de medios netamente legales. Para algunos, el costo de oportunidad 
de entrar a una “vida decente” es más alto que continuar operando por fuera 
del marco normativo, otros se ven a sí mismos como irrecuperables. El reto 
para los gobiernos es justamente distinguir entre aquellos que no tienen repa-
ro en vivir en permanente conflicto con su sociedad de aquellos que atraviesan 
un potencial periodo de transgresión, pero que con las herramientas adecua-
das pueden compensar su daño para posteriormente entrar en una dinámica 
de compromiso con su entorno y la ley.

Sin embargo, con aproximaciones securitistas se cae en dinámicas de cri-
minalización generalizada, sobre todo por el involucramiento de las fuerzas 
armadas en acciones de seguridad sin tener la capacitación y entrenamiento 
para ello, por lo que se potencian las violaciones de Derechos Humanos (Mel-
gar Manzanilla y Márquez Gómez, 2018). El conflicto surge de que los medios 
utilizados y la comprensión de la amenaza están desorientadas, sobre todo 
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porque la capacitación para las fuerzas militares está enfocada hacia la gue-
rra, por lo que no se reconoce al adversario en la categoría de ciudadano, sino 
directamente como enemigo. En este sentido, entre 2006 y 2019, se llegaron a 
registrar 301 casos y 1712 víctimas de violaciones graves a los derechos huma-
nos, incluyendo casos de tortura, desaparición y ejecuciones extrajudiciales 
(México Unido Contra la Delincuencia, 2021).

Más allá de estas aterradoras cifras, la debilidad de la estrategia fue tal que, 
entre 2006 y 2021, México acumuló “más de 300,000 asesinatos, en su mayoría 
atribuidos al crimen organizado, y unos 90,000 desaparecidos” (El Economista, 
2021), demostrando un muy pobre cumplimiento de los objetivos de la estra-
tegia aplicada. Precisamente por ello, en 2021 se declaró al Plan Mérida como 
“muerto”, aunque la cooperación entre México y Estados Unidos no paró, 
pues se abrió un nuevo plan entendido como el Entendimiento Bicentenario 
(El Economista, 2021). En términos prácticos el giro estratégico no fue real-
mente drástico. En el Entendimiento Bicentenario se han plantado iniciativas 
conjuntas para reducir la adicción a las drogas, con campañas educativas so-
bre los peligros del fentanilo y la importancia de eliminar el estigma asociado 
al uso de sustancias para apoyar tratamientos y la recuperación. Además, se 
ha establecido un panel binacional de expertos en salud pública y se ha traba-
jado en la capacidad forense para identificar víctimas de desaparición forzada 
(Consulado de México en Orlando, 2022).

En el ámbito de la seguridad fronteriza, se intensificaron los esfuerzos para 
combatir el tráfico de narcóticos, armas y personas, con patrullaje espejo en la 
frontera compartida y la coordinación con el Departamento de Seguridad Inte-
rior y otros socios del orden público (Consulado de México en Orlando, 2022). 
Según las fuentes oficiales mexicanas, se ha incrementado la incautación de 
drogas, la detención de líderes del crimen organizado y existe un mayor ras-
treo de armas de fuego con conexiones entre México y Estados Unidos (Con-
sulado de México en Orlando, 2022). Además, se ha aprobado la legislación en 
el Congreso de los EE.UU. para fortalecer las leyes contra el tráfico de armas 
y proporcionar fondos para la Oficina de Alcohol, Tabaco, Armas de Fuego y 
Explosivos (ATF). En el ámbito financiero, se han bloqueado cuentas vincu-
ladas a narcotraficantes y se ha implementado un enfoque innovador para el 
enjuiciamiento de traficantes de drogas, incluyendo la emisión de las primeras 
sanciones por tráfico de armas (Consulado de Mexico en Orlando, 2022).

La nueva estrategia todavía no es evaluable en su totalidad. Se ha llegado 
a un punto de caricaturización del problema debido al mensaje de “abrazos 
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y no balazos” promovida por el presidente mexicano Andrés Manuel López 
Obrador, y por la percepción de que los grupos criminales de México no han 
cedido, sino que se mantienen activos y en constante evolución. Los grupos 
del crimen organizado juegan con el control legítimo del territorio mexicano, 
estableciendo controles al libre desplazamiento, ostentando la autoridad para 
regular las relaciones comerciales y el uso de la tierra, y tomando el control de 
relaciones políticas en varias localidades. El problema se agrava debido a la 
competencia existente entre los propios grupos del CTO, principalmente de 
grupos mayoritarios como el Cártel Jalisco Nueva Generación y el Cártel de 
Sinaloa, también conocido como Cártel del Pacífico, que se disputan “Sonora, 
Zacatecas y Baja Caja California, pero también lo hacen en Chihuahua con el 
Cártel de Juárez. En el sur del país se enfrentan con Los Zetas en Veracruz y 
Tabasco” (Infobae, 2023b).

El impacto de esta competencia no solo está en la violencia que genera he-
ridos, muertos y millonarias pérdidas, tanto en las filas de los grupos crimi-
nales, como en las fuerzas de seguridad del Estado, y también en ciudadanos 
inocentes, sino que se traslada al imaginario sobre la conflictividad. México 
avanza y se desarrolla paralelamente al caos de su inseguridad, mientras el 
debate en algunos Estados gira en torno a la supervivencia, a la necesidad de 
emigrar, a la probabilidad de actuar por fuera de la ley para sobrevivir, o a la 
incapacidad de circular en las noches por los toques de queda planteados por 
los cárteles; en localidades como Ciudad de México se debate sobre la gentri-
ficación producida por los cientos de nómadas digitales que han inmigrado al 
país. El contraste mexicano ya ha sido vivido en países como Colombia, donde 
la violencia era una posibilidad probable, pero para muchos era una proba-
bilidad más propia de la ruralidad que de las ciudades. Ahora las decenas 
de tiroteos y asesinatos anuales solo son estadística y parte de las cadenas de 
Telegram y WhatsApp, o un rincón muy oscuro de Twitter. 

El futuro parece incierto, y esta incertidumbre genera ansiedad en ciertos 
sectores, no solo de México, sino de ALC como un conjunto que buscan des-
esperadamente una salida que les garantice paz. La posibilidad de que los 
gobiernos tomen el control a través de medidas de fuerza se valora como le-
gítima, y justamente el camino de la securitización predispone a visiones en 
donde los actores gubernamentales (que asumen el rol de los buenos) tengan 
toda la autoridad necesaria para poder eliminar a las amenazas, aunque esto 
implique tener autoridad sobre la vida de sus propios ciudadanos. La situa-
ción de malestar genera una falsa narrativa de que es mejor tener líderes ho-
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nestos con atribuciones extraordinarias, a que no se haga nada y se permita a 
la “gente mala” seguir cometiendo sus fechorías.

No obstante, como se venía diciendo, al ligarse con regímenes con tenden-
cias autoritarias se favorece a que surjan actitudes criminales desde el Estado. 
Esto se debe a que cuando se pierde la capacidad de control a los gobiernos 
se favorece al establecimiento de esquemas en los que el aparato estatal se 
transforma en un medio de enriquecimiento ilícito, o al menos ilegítimo, de 
aquellos que ostentan el poder. El problema también se agrava porque, en el 
marco de la excepcionalidad, las autoridades gubernamentales tienden a sacar 
beneficios carentes de un marco de justicia y legitimidad, lo que afecta al ima-
ginario de la sociedad sobre sus líderes y el motivo real de sus acciones.

En los esquemas autoritarios la gente puede sentir seguridad en las calles, 
sin temer que otros individuos atenten contra ellos o su propiedad. No obstan-
te, el temor a otros miembros de la sociedad civil tiende a ser reemplazado por 
el temor a las fuerzas de seguridad del Estado y funcionarios políticos que, sin 
cadenas de control pueden hacer un uso abusivo de su autoridad. En los casos 
de autoritarismos de corte marxista, también se ve cómo el mismo aparato es-
tatal se vuelve una amenaza contra la propiedad privada de sus ciudadanos. 
No obstante, la existencia de un gobierno autoritario no implica que los miem-
bros del CTO desaparezcan, en algunos casos incluso llegarían a establecer 
alianzas o amalgamas con los regímenes, como se ha denunciado en el caso del 
cartel de los soles en Venezuela (Unidad de Investigación de Venezuela, 2022).

El problema entonces vuelve a girar en torno a la cuestión democrática. 
El GIATC ha encontrado que las democracias plenas demuestran una mayor 
resiliencia ante el crimen organizado que los regímenes autoritarios y los go-
biernos intermedios (Global Initiative Against Transnational Crime, 2023). En 
este sentido, el fortalecimiento de la seguridad también está ligado al fortaleci-
miento de la sociedad civil para que, a su vez, esta también participe de forma 
más efectiva en la toma de decisiones políticas. La construcción de una socie-
dad civil organizada, con un tejido social más fuerte, genera resiliencia ante el 
crimen organizado y otros retos del siglo XXI. No obstante, el CTO tiene claro 
esto, incluso mucho más que los actores políticos, tanto así que en las zonas 
donde toman el control se aseguran de fracturar el tejido social, eliminando o 
cooptando a los liderazgos locales.

Uno de los gobiernos que ha ganado prevalencia en el debate de la segu-
ridad es el ya mencionado caso del popular Nayib Bukele en El Salvador. En 
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funciones desde 2019, su estrategia de baja tolerancia al crimen, que ha com-
binado el despliegue de las fuerzas de seguridad a lo largo del país, la deten-
ción de decenas de miles de personas, la aplicación de un plan de presencia 
territorial abrasivo, combinado con un discurso de mano dura y ruptura con 
la agenda de Derechos Humanos, le ha ganado la admiración de muchos sec-
tores y el rechazo de otros tantos. Varios políticos en ALC han intentado posi-
cionarse como “el Bukele” de su país (Freeman, 2023), mientras que las redes 
sociales del presidente salvadoreño se llenan de comentarios y likes incluso de 
personas de otros países.

La estrategia de Bukele ha implicado el uso de prácticamente todo el apara-
to estatal direccionado a la pacificación del país. El presidente Bukele cuenta 
con una mayoría absoluta en la Asamblea Nacional, y con eso se ha permitido 
cambiar el sistema judicial a su favor. De esta manera, entre marzo de 2022 
hasta la fecha en la que se redacta este texto el presidente salvadoreño se ha 
permitido trabajar en un entorno de estado de excepción permanente, e inclu-
so consiguió una modificación legal para poder postularse nuevamente a la 
presidencia, aunque la norma lo prohibía (Esteban, 2023). Con esta condición 
se limitan varios derechos y libertades, y se han podido mantener detenidas 
a personas que no han recibido juicios, de la misma manera se permitió hacer 
juicios masivos, algo que atenta contra el derecho a un trato diferenciado e 
individual. De la misma manera, se han registrado violaciones a derechos hu-
manos de las personas detenidas y esquemas de potencial corrupción en las 
compras públicas (WOLA, 2022b).

Bukele ha adoptado una postura totalmente innecesaria, puesto que en su 
cruzada por la seguridad, ha roto con los organismos de Derechos Humanos, 
ridiculizando su misión y humillando a los defensores de Derechos Humanos. 
Esto ha provocado un falso imaginario de que los Derechos Humanos y la 
seguridad son antagónicos, cuando la realidad es completamente opuesta. La 
existencia de los Derechos Humanos busca garantizar seguridad para todas 
las personas y evita los abusos del Estado, sobre todo para los sectores antagó-
nicos al poder de turno. En este sentido, Bukele y su gobierno han promovido 
un discurso violento y riesgoso para el futuro de la región, pues facilita a otros 
gobiernos autoritarios limitar derechos y libertades, alterando la cultura polí-
tica de la sociedad regional.

Como se planteaba en el capítulo anterior, uno de los mecanismos aplica-
dos para asegurar buenos resultados ha sido la propaganda en redes sociales. 
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Como revelaba una investigación de Reuters en 2022, el régimen de Bukele 
ha recurrido a contratar a gente (trolls e influencers) cuyo único rol ha sido el 
defender a su gobierno y mejorar la reputación del presidente salvadoreño, 
con evidente éxito (Kinosian, 2022). El proceso incluye crear “cuentas falsas 
en Twitter para alabar a Bukele y Nuevas Ideas y amplificar sus mensajes” así 
como “vigilar a los críticos de Bukele y denunciar cada mes a cientos de ellos 
ante Twitter por supuestas infracciones de las normas de la plataforma, en un 
intento de que la empresa suspendiera sus cuentas” (Kinosian, 2022). De la 
misma manera, el gobierno tiene el control de 14 estaciones de radio y 10 de 
televisión. Esto representa una de las estrategias de propaganda transnacional 
con mayor éxito hasta la actualidad.

Por otro lado, esto no significa que la población salvadoreña no encuentre 
en la mejora de su seguridad un profundo respiro de alivio, ni que todas las 
expresiones de satisfacción disponibles en internet sean artificiales, lo cierto es 
que existe una representación alterada de la realidad, que afecta a la compren-
sión real de la situación, tanto de los propios ciudadanos salvadoreños como 
de los observadores externos. Es cierto que mucha gente ha encontrado en 
Bukele una vocería y un líder para responder a su insatisfacción. Precisamente 
en los capítulos anteriores se analizaban los distintos factores de inconformi-
dad sistémica de la región y el presidente de El Salvador ha sabido jugar con 
esa realidad y vender un discurso que no solo es efectivo para su país sino a 
nivel regional, con mucha gente de otros países que “desearían tener un pre-
sidente como Bukele”.

El problema es que la proyección de una realidad tergiversada invisibiliza 
a la minoría insatisfecha, la cual es perseguida de forma pública, siendo ata-
cada y asociada con criminales. El irrespeto a la divergencia es una afrenta a 
la libertad de expresión y también pone en tela de duda la transparencia de 
la información revelada ante el mundo. Si el gobierno de Bukele fuese tan 
perfecto como afirma ¿Por qué tendría que negar la voz a cualquier opositor? 
¿Qué habría que ocultar? Lo cierto es que varios medios y voces han revelado 
paulatinamente que el régimen salvadoreño ha recurrido a la violación de sus 
obligaciones con los derechos y libertades, incluso de inocentes para lograr la 
pacificación del país, pero también para cooptar el poder.

Los periodistas en El Salvador se han visto perseguidos y caricaturizados, 
una práctica común en otros gobiernos autoritarios de la región, como Vene-
zuela o Nicaragua. Se reporta que al menos tres docenas de periodistas y opo-
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sitores encontraron que sus teléfonos habían sido intervenidos con “spyware” 
(un software destinado para espiar y extraer información) aunque el gobierno 
salvadoreño se deslindó de esta denuncia (Kinosian, 2022). Oscar Martínez, 
periodista salvadoreño afirma que solo en su medio, 22 periodistas sufrieron 
de intervención, y durante 17 meses se ha sufrido espionaje (DW, 2023a). En 
una entrevista realizada a un exministro de seguridad salvadoreño se afirma-
ba que en general toda la oposición de El Salvador tiene sus comunicaciones 
intervenidas16. Lejos de ser actos de seguridad nacional estas son riesgosas 
afrentas a la libertad de la comunidad y peligrosos ejemplos para otros gobier-
nos que podrían animarse a replicar las estrategias.

La persecución a la oposición dista de ser una práctica reservada a El Salva-
dor, en los últimos años, la dictadura de Daniel Ortega ha adoptado prácticas 
cada vez más denigrantes contra sus opositores. Más de 300 personas han sido 
despojadas de su nacionalidad nicaragüense (Yuhas, 2023), en algo que solo 
puede definirse como un crimen de lesa humanidad, al transformar a estas 
personas en apátridas, volviéndolas vulnerables a quedar privados de dere-
chos tanto en Nicaragua como en el exterior. La expulsión de organismos no 
gubernamentales, empresas e incluso instituciones educativas, completan una 
sinfonía de atentados contra el pluralismo ideológico y las libertades civiles. 
Aunque las denuncias y vocerías en contra del régimen casi feudal de Ortega 
no son escasas, lo cierto es que las acciones para cambiar este contexto desde 
ALC han sido casi nulas.

La región ha entrado a un ciclo en el que los principios de “autodetermina-
ción de los pueblos” y “no injerencia” se han vuelto prácticamente una excusa 
para pasar por alto los abusos cometidos por los gobiernos en contra de su 
pueblo. La ausencia de instrumentos transnacionales para corregir estas des-
viaciones antidemocráticas y que atentan contra la dignidad humana es nota-
ble. También lo ha sido en Venezuela, donde el régimen de Maduro incluso ha 
podido reasentarse en el poder, incluso llegando al punto de que la economía 
venezolana vuelva a crecer, después de casi una década de inestabilidad y 
caos. Claro que el régimen venezolano hace de menos los más de 7.7 millones 
de ciudadanos que han tenido que emigrar, de los cuales al menos 6.5 se han 
quedado en ALC (ACNUR, 2023). Y aunque algunos han comenzado a retor-
nar a su país, varios optan por volver a emigrar al darse cuenta de que las con-
diciones siguen siendo peores que lo que tenían en el exterior (Luján, 2022).

16  Precisamente por este riesgo se opta por omitir el nombre del funcionario, para salvaguardar su integridad.
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Con mucha probabilidad esta indiferencia al resto de regímenes le ha dado 
las señales al gobierno de Bukele para pasar por alto sus obligaciones inter-
nacionales y aplicar una agenda que, aunque se le debe reconocer el éxito en 
reducir el crimen común y organizado, se aleja de las buenas prácticas de go-
bernanza y hace un abuso flagrante de sus atribuciones, acercándose cada vez 
más a un totalitarismo. El exministro, al que se hacía referencia previamente, 
lo planteaba de forma irónica, al decir que las dictaduras tienden a ser muy 
seguras. Lo cual es cierto en la mayoría de los casos, pues el Estado a través de 
sus agentes de seguridad se encarga de eliminar a los riesgos cuando todavía 
están en un punto de amenaza. El problema de esto es que en más de una oca-
sión la amenaza es identificada de forma errónea, anclada a sesgos ideológicos 
y políticos, atacando a inocentes o sobredimensionando el castigo.

En términos generales el problema de las megacárceles es que son espacios 
difíciles de gestionar de manera sostenible. Si no se encuentran mecanismos 
que aseguren el apropiado manejo, aislamiento entre tomadores de decisión 
dentro de la cárcel y el exterior, y sobre todo un apropiado sistema de rehabili-
tación y reinserción el problema a futuro para El Salvador podría ser aún más 
grave que el que se ha solventado parcialmente. Como lo plantea Oppenhei-
mer (2023) “así como los líderes [de] las maras se conocieron en las prisiones 
de California, las cárceles de Bukele podrían pasar a la historia como campos 
de entrenamiento de futuros ejércitos de delincuentes”. Este es un efecto que 
solo podría evaluarse en el largo plazo. El problema estaría en que el interme-
dio otros países podrían optar por replicar la estrategia salvadoreña sin calcu-
lar los impactos en el mediano y largo plazo17. 

Se ignora, por ejemplo, el caso de la cárcel de San Pedro, en La Paz, Bolivia. 
En este centro de privación de la libertad prácticamente se ha entregado la 
administración del espacio a los mismos grupos delictivos, solo con 3300 de-
tenidos (Semana, 2023). Ignorando al sistema de organización social por fuera 
de los muros de la prisión, San Pedro funciona a su propio ritmo, con dinámi-
cas organizacionales inherentes, muy lejanas a la rehabilitación o la búsqueda 
de reinserción en la sociedad. En general, ALC no suele ser reconocida por la 
calidad de sus sistemas penitenciarios, pero la idea de generar espacios con 
una gran conglomeración suele estar asociada con la pérdida de capacidad 
de control en el corto o mediano plazo. Este problema se agrava cuando las 
propuestas carecen de sostenibilidad financiera, sobre todo si las supuestas 
soluciones no atacan al problema de raíz.

17  Mientras se escriben estas páginas el gobierno ecuatoriano ha planteado de establecer barcazas que sirvan como cárceles como una 
medida desesperada para contener a sus grupos de crimen organizado.
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Como lo plantea Tiziano Breda, considera que: 

…el peligro es que se expanda la noción de que solo con medidas de 
emergencia puede enfrentarse el crimen, aunque veo difícil que eso ocu-
rra. Esto ha sido posible en El Salvador por sus características, un país 
pequeño, sobrepoblado, donde ha sido más fácil la concentración de po-
der. (Maldonado, 2023) 

Precisamente por ello, la proyección falseada de la realidad hace menos 
transparentes los resultados. Por ejemplo, varios periodistas han denunciado 
y se encuentran investigando potenciales vínculos entre el gobierno de Bukele 
con los líderes del crimen organizado (DW, 2023a). Justamente esta es una de 
las agendas que requeriría mayor atención y transparencia, pero que el oficia-
lismo está ocultando del ojo público nacional e internacional.

En 2020, informes del medio “El Faro” revelaron que documentos oficiales 
del gobierno salvadoreño habrían negociado un acuerdo de paz con las maras 
(Martínez et al., 2020). Según la investigación:

Cientos de reportes del sistema penitenciario que confirman decenas de 
reuniones secretas entre funcionarios y líderes pandilleros desde junio 
de 2019 e informes de inteligencia que explican lo pactado en esos en-
cuentros. Los representantes del Ejecutivo y la MS-13 han negociado la 
reducción de homicidios, beneficios carcelarios y promesas de largo pla-
zo vinculadas al resultado de las elecciones legislativas de 2021. (Martí-
nez et al., 2020)

Este tipo de acuerdos no habría sido algo sui generis, en 2012 durante 
el gobierno del expresidente Mauricio Funes también se logró una serie de 
acuerdos que permitieron reducir la violencia de forma temporal en el período 
2012-2013 (Martínez at al., 2022; Esteban, 2023). En términos prácticos, si los 
acuerdos bajo el gobierno de Bukele son reales lo cierto es que habrían funcio-
nado, pues El Salvador ha dejado de ser el país más violento de la región con 
más de 100 homicidios por cada 100.000 habitantes en 2015, a un país con solo 
95 homicidios en los primeros cinco meses de 2023, aunque las muertes pro-
vocadas por las fuerzas de seguridad han dejado de ser computadas en la lista 
(Esteban, 2023; Swissinfo, 2023). Precisamente por esas variaciones metodoló-
gicas queda en entredicho la realidad del discurso bukeleano, a lo que además 
debe sumarse el hecho de que otros factores de inseguridad siguen siendo 
comparativamente mucho más altos que otros países de la región, por ejemplo 
“la tasa de criminalidad total en El Salvador continúa situándose entre las más 
altas del mundo” (Esteban, 2023).
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El impacto de la estrategia actual también es cuestionado desde la pers-
pectiva económica. Por ejemplo “el FMI predice que la deuda del país ─ali-
mentada conjuntamente por la costosa campaña antipandillas y las reformas 
económicas populistas─ alcanzará el 97,5% del PIB en 2027. Si el gobierno no 
puede recortar los cheques, es difícil imaginar que policías y soldados sigan 
patrullando las calles gratuitamente” (Freeman, 2023). Una de las preocupa-
ciones vigentes está ligada al impacto real de la estrategia de Bukele pues, a 
partir del pico de violencia de 2015, la tendencia sobre homicidios estaba de-
cayendo gradualmente (Esteban, 2023). En este sentido, una de las preguntas 
a plantearse es si la radicalidad de la estrategia de Bukele era necesaria o si ha 
sido una excesiva muestra de poder de corte populista.

Por ahora las cifras de satisfacción y la imagen del presidente salvadoreño 
podrían darle la razón. La pacificación de la vida diaria también es importan-
te, la economía de cualquier país puede mejorar si es que se logra un entorno 
seguro y estable. De nada sirve no contraer deuda o tener un buen manejo 
macroeconómico si es que la gente tiene miedo a salir a la calle o viven en per-
manente extorción por grupos criminales, como pueden dar fe los ciudadanos 
ecuatorianos frente al gobierno de Guillermo Lasso (2021-2023). Sin embargo, 
la popularidad no es sinónimo de un accionar apropiado ni sostenible. Varios 
dictadores en la historia han sido sumamente populares con la mayoría de su 
población, a costa del sacrificio de segmentos minoritarios. La obligación de-
mocrática y el marco del derecho internacional demanda que no se pasen por 
alto los abusos que podrían estar sufriendo sectores sin mucha vocería. 

Entre los abusos denunciados se encuentran desapariciones forzadas, per-
secución selectiva basada en apariencia física, tatuajes, o denuncias sin res-
paldo legal, y trato denigrante en los centros de detención, que incluso han 
llegado al punto de provocar la muerte de los detenidos. “En algunos casos, 
las fuerzas de seguridad ni siquiera comunican a las familias el paradero de 
los capturados, lo que obliga a cientos de personas a peregrinar entre las bar-
tolinas y los centros penitenciarios buscando información” (Focos, 2023a). De 
la misma manera, la falta de transparencia se vuelve criminal cuando no es 
posible comprender la cantidad de personas detenidas que están falleciendo 
al interior de las cárceles salvadoreñas, como lo plantea una investigación de 
la plataforma Focos (2023b) “la información sobre las personas fallecidas bajo 
custodia del Estado durante el régimen de excepción es casi inexistente, inclu-
so para las familias que viven el duelo”. Cabe recordar que de acuerdo con la 
norma en sociedades democráticas es responsabilidad de los gobernantes el 



América Latina, la región que se niega a ser

138

proteger la vida de sus ciudadanos incluso cuando estos han sido privados de 
libertad.

La captura de civiles inocentes, pretendiendo que tienen vínculos con los 
grupos criminales ha sido otra de las denuncias registradas (Focos, 2023c). 
Hasta agosto de 2023 más de 7000 personas detenidas de forma injusta fueron 
liberadas (DW, 2023b). Sin embargo, la denuncia general es que existe un trato 
irrespetuoso e inhumano incluso contra aquellos que no pertenecen a ningu-
na agrupación criminal. “Las torturas que vive la población carcelaria en los 
centros penitenciarios son un castigo que recae sobre todos por igual” (Focos, 
2023c). Bukele se ha mostrado resistente a admitir los errores de su gobierno en 
la gestión y respeto del debido proceso y trato humano. Es más, ha construido 
una narrativa burlesca en la que conecta a las personas que reclaman por un 
mejor trato hacia los detenidos (sobre todo aquellos que no han recibido nin-
gún juicio) asociándolos con grupos criminales, para luego ser respaldado por 
olas de sus trolls y de segmentos antiderechos de la región.

Saliendo del apartado salvadoreño, existe un importante debate a ser desta-
cado. En la comunidad de ALC se percibe un alto grado de desinterés e incluso 
animosidad contra los segmentos que tratan de abordar a las cuestiones de se-
guridad desde una perspectiva anclada en derechos. Las redes sociales son un 
campo minado para defensores de Derechos Humanos en la región. La agenda 
del Estado de Derecho todavía resulta ajena culturalmente para amplios secto-
res de la población, tanto desde una perspectiva de derecha que la asocia con 
el socialismo o el comunismo, como desde la izquierda que suele entenderlo 
como una postura burguesa. Tal vez, simplemente no se ha alcanzado el desa-
rrollo cultural suficiente como para que la población se sienta en el derecho de 
exigir dignidad y derechos en todas las condiciones. A pesar de tener anclas en 
la visión cristiana-occidental, existen otros elementos coyunturales de la cultu-
ra política que es ajena a la irrenunciabilidad de la dignidad del individuo o el 
ciudadano frente al gobierno.

Por otro lado, es posible entender (sin justificar) que la frustración del en-
torno de inseguridad latente provoca una reducción en la empatía hacia aque-
llos que cometen delitos o crímenes. Esto no es propio de ALC, los discursos 
de respuesta violenta hacia la violencia están presentes en prácticamente todas 
las culturas. Y es que no son pocas las culturas (sobre todo en los casos no-oc-
cidentales) en las que el castigo físico, la tortura, y la privación de derechos 
son contemplados como respuestas válidas ante aquellos que atentan contra 
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otras personas, a la propiedad privada o el Estado. Sin embargo, lo que debe 
destacarse en ALC, es que el marco normativo interno y los compromisos in-
ternacionales adoptados por los aparatos estatales de los países de la región 
han sido asumidos alrededor del pleno cumplimiento de Derechos Humanos, 
por lo que su incumplimiento no solo es éticamente reprochable, sino que es 
directamente ilegal.

La inseguridad ha servido como punto de anclaje para que las medidas 
ilegales desde el Estado lleguen a tener apoyo popular. Sin embargo, paralela-
mente se debe destacar el rol que ha tenido Estados Unidos tras las interven-
ciones señaladas previamente, Washington D.C. también ha promovido estra-
tegias de cooperación, sin llegar a ser mucho más legítimas, aunque varias se 
realizan en el marco del derecho internacional. Como se discutía previamente, 
el socio por excelencia en la materia de seguridad en Suramérica ha sido Co-
lombia, siempre justificado en el conflicto de larga data que llevaba con los 
grupos guerrilleros, paramilitares, así como los cárteles de narcotráfico. Mé-
xico también ha sido otro socio estratégico, sobre todo por la relación vecinal, 
aunque esto no ha logrado evitar la penetración del narcotráfico tanto en tér-
minos institucionales como territoriales. Otros países como Panamá y Costa 
Rica se han beneficiado de tener la garantía de su seguridad anclada en un 
apadrinamiento desde los Estados Unidos, ya sea por factores geoestratégicos, 
económicos o culturales, estos países han logrado evitar la inseguridad como 
un mal crónico (al menos por ahora).

Como lo plantea Córdova (2023), Estados Unidos se encuentra en un ciclo 
de retorno a la región desde los términos de seguridad. En los últimos meses, 
tanto el cuerpo legislativo como el ejecutivo de los Estados Unidos ha traba-
jado en reforzar los mecanismos que le permitan desplegar esfuerzos econó-
micos (en términos de defensa y seguridad) y militares en ALC, con los casos 
de Ecuador y Perú como puntos focales. Para Córdova (2023), los motivos que 
explican el marco político-estratégico de este retorno estadounidense se pue-
den resumir en la Estrategia para el Combate del Crimen Organizado Trans-
nacional, generada en 2011 durante la administración de Barack Obama, que 
pone al combate CTO como una prioridad estratégica de los Estados Unidos, y 
que le da una relevancia adicional a su Comando Sur como fuerza articuladora 
de esfuerzos en la región.

El segundo elemento que define la coyuntura es la Estrategia de Seguridad 
Nacional generada en 2017 bajo el gobierno de Donald Trump, en la que se 



América Latina, la región que se niega a ser

140

colocaron a China y a Rusia como amenazas a la seguridad estadounidense 
(Córdova, 2023). En este sentido, se debe contemplar el hecho de que el incre-
mento de la participación de la RPC en ALC a través de su agenda económica, 
que incluía la llegada de préstamos y capitales empresariales chinos, así como 
del incremento del comercio bilateral con los países de la región, y de los vín-
culos políticos que Rusia había reforzado principalmente con actores como 
Venezuela y Cuba, fueron vistos con suma desconfianza desde Washington 
D.C. La posibilidad de un desplazamiento de la hegemonía estadounidense 
se incrementó, por lo que tomar medidas para evitar la ampliación de estas 
agendas extrarregionales se ha vuelto en un punto de interés.

Como tercer punto, Córdova (2023) destaca la aprobación de la Ley de Fra-
gilidad Global en 2019 así como la Estrategia de los Estados Unidos para Pre-
venir Conflictos y Promover Estabilidad de 2022. Estos documentos contaron 
con un respaldo bipartidista establecen condiciones para la prevención de 
conflictos de gran escala, acciones de estabilización, medidas de cooperación 
y de gestión de las acciones necesarias para salvaguardar la estabilidad y se-
guridad de los intereses estadounidenses (Bureau of Conflict and Stabilization 
Operations, 2022). Esta aproximación tiene una visión unilateral del mundo 
en la que existen algunos Estados más frágiles que otros que requieren de ac-
ciones para prevenir y solucionar conflictos, y aunque admiten la necesidad 
de coordinar con los organismos multilaterales lo cierto es que responden a 
criterios de interés nacional.

Finalmente, Córdova (2023) señala a la Estrategia de Seguridad Nacional de 
2022 publicada por Joe Biden, donde se incluye el concepto de disuasión inte-
grada, lo que implica el uso de todos los recursos militares y no militares para 
asegurar que ningún adversario se anime a actuar hostilmente contra Estados 
Unidos. La concepción general que se extrae de estos documentos es que, para 
la Casa Blanca, así como para el resto de instituciones de los Estados Unidos, la 
agenda de seguridad es una prioridad estratégica que amerita la intervención 
no solo dentro de sus fronteras, sino a nivel global. Córdova destaca el hecho 
de que esto genera sesgos en la forma en la que se diseña la política exterior, 
algo que “se traduce en una expansión del poder militar en todos los demás 
ámbitos de la acción (Córdova, 2023, p. 3).

El retorno de la agenda de seguridad tiene criterios propios de la lucha 
contra la delincuencia, pero también tiene un criterio geopolítico, tanto a nivel 
interno como externo. Por un lado, la contención de la inseguridad puede ser 
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un medio para contener el flujo migratorio hacia Estados Unidos. Entornos 
locales más estables pueden reducir la violencia e inestabilidad que empujan a 
miles de ciudadanos de ALC a emigrar hacia Estados Unidos, en una agenda 
que incomoda de forma particular a los sectores más conservadores. Por otro 
lado, al tener en la seguridad un pilar de participación en la región, Estados 
Unidos puede evitar el desplazamiento promovido por la República Popular 
China, cuya agenda nacional requiere de los recursos naturales de ALC y po-
tencialmente el apoyo diplomático de los países de la región para defender y 
promover sus intereses globales.

En cualquier caso, para varios países de la región entrar en la agenda de dis-
puta hegemónica de parte de cualquiera de los bandos en conflicto pareciera 
no ser la opción más prudente. A menos de que existan acuerdos claros, más 
o menos horizontales, donde el país reciba beneficios específicos y se manten-
gan compromisos sostenibles y que se alineen con los objetivos estatales, el ali-
nearse hacia solo un frente podría ser contraproducente. Es cierto que Estados 
Unidos difícilmente abandonará su palestra como líder global y continental, 
pero rechazar los vínculos con China es privarse de un socio que puede servir 
tanto como consumidor como proveedor. El reto entonces está en encontrar 
el equilibrio estratégico, estableciendo asociaciones que no representen una 
alineación total, aunque también se debe admitir que son pocos los países con 
capacidades instaladas para equilibrar su agenda a ambos bandos de forma 
perfecta.

Una de las características que aqueja a la gestión de las Relaciones Interna-
cionales es la fuerza de la urgencia. Por ejemplo, en la coyuntura de inseguri-
dad, la atención de la ciudadanía reclama por soluciones inmediatas. Incluso 
cuando las voces expertas encuentran que la puerta de salida es un proceso de 
largo plazo, el reclamo suele girar a las soluciones inmediatas. Este inmediatis-
mo hace de la agenda global algo reservado para ciertas élites políticas y eco-
nómicas, mientras el resto de la población busca salidas económicas o apela a 
la derrota del crimen como la prioridad. Ahora bien, es cierto que sin un en-
torno pacífico y estable los éxitos en el apartado diplomático pueden parecer 
superfluos, pero también es cierto que la apropiada gestión de la geopolítica 
no es un antónimo de la gestión de lo interno. Esta falsa dicotomía facilita a la 
postergación de la agenda internacional a un punto que no termina de llegar 
en el que lo nacional ya está solucionado.

Como se ha planteado en este texto, parte del problema de los Estados de 
ALC es que ahora se enfrentan a actores paralelos con gran capacidad de ac-
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ción y que se muestran más conscientes de la necesidad de operar en el esce-
nario internacional, solo que optan por hacerlo por fuera de la legitimidad18. 
Bien sea porque la gran capacidad financiera les ha permitido reclutar a in-
dividuos con conocimientos técnicos y profesionales, o simplemente por un 
conocimiento innato de su entorno, el CTO en ALC parece ser más que capaz 
de establecer una planificación estratégica. La ausencia de obligaciones éticas 
o judiciales simplifica su proceso de toma de decisiones y acelera los cambios 
necesarios. El CTO está regido por las normas del mercado, mientras existe 
demanda surgirá la oferta, y mientras existan condiciones de reclutamiento 
existirá personal que participe en sus dinámicas.

Como salida para el problema del CTO se han encontrado algunas opcio-
nes. Por ejemplo, la UNODC propone que la estrategia regional debería girar 
en torno a la armonización de iniciativas transfronterizas especializadas, el 
planteamiento de iniciativas nacionales y regionales para abordar delitos que 
afectan el ambiente, así como a establecer intervenciones basadas en la eviden-
cia y adaptadas al contexto, colaboración nacional y entre países (UNODC, 
2022). Ahora bien, en el papel estas propuestas enfrentan desafíos como la in-
suficiente capacidad económica de implementar estos procesos, la falta de vo-
luntad política, la ausencia de personal especializado, la presión popular que 
busca resultados inmediatos, así como la amenaza permanente de los mismos 
grupos del CTO a los que no les conviene un cambio de condiciones. 

Precisamente por esto, una de las discusiones que no pueden perderse de 
vista es el impacto que tienen las condiciones de vida en la región en la crimi-
nalidad. Desde el ámbito de la criminología se reconoce que existen factores 
genéticos que inciden en la psicopatía, pero como lo plantea Vicente Garrido, 
también tiene que existir un ambiente facilitador que detona las conductas 
patológicas (Wild, 2023). En este sentido, vale la pena cuestionarse si el am-
biente que se genera en las desiguales y violentas sociedades de ALC no se 
está potenciando la activación de actores psicópatas capaces de hacer severo 
daño a su entorno. Pocos son los países de la región que mantienen un segui-
miento apropiado de la salud mental de sus ciudadanos y, aunque el personal 
de salud, psicólogos, psiquiatras y otros grupos aliados trabajan en mejorar la 
comprensión de la relevancia de este eje de la vida humana, existe todavía un 
profundo desconocimiento y hasta rechazo cultural de entender a los aspec-
tos psicológicos como factores que influyen en el desempeño colectivo de las 
sociedades.

18  Originalmente el argumento iba a ser que actuaban por fuera del derecho. Sin embargo, algunas agrupaciones del CTO han dado 
muestras de ser capaces de utilizar la ley a su favor, y han construido dinámicas y prácticas alrededor de los sistemas legales para 
evitar sanciones y orientar al aparato estatal a sus intereses.
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LAC enfrenta como desafío que incluso en el escenario ideal en el que por 
acto virtuoso logre solventar todos sus males económicos y políticos de forma 
instantánea, el trauma generado en sus poblaciones provoca que individuos, e 
incluso segmentos amplios de la población, ya no crean en un modelo coopera-
tivo o, peor aún, que actores con afectaciones psicopatológicas sean incapaces 
de adaptarse a una sociedad plenamente sana. El mundo desarrollado es prue-
ba de esto, la criminalidad y la violencia difícilmente pueden ser llevadas a 
cero, y ocasionalmente surgen actores que rompen con la paz social y realizan 
daños severos contra otros. Los factores psicosociales potencian o contienen a 
los individuos en sus actos de violencia, y un entorno más saludable contribu-
ye (pero no elimina) a reducir los crímenes, sobre todo si dicho entorno tiene 
mejores niveles de igualdad (sin ser esta la única variable). Como plantea Sen 
“no es difícil ver que la injusticia de la desigualdad puede generar intolerancia 
y que el sufrimiento de la pobreza puede provocar ira y furia” (2008, p. 7).

El punto central es que, mientras se mantengan dinámicas como las vigen-
tes, donde el individuo enfrenta constantes entornos de malestar, con pobreza, 
hambre y desnutrición, falta de empleo, inseguridad, falta de acceso a la salud 
y la educación de calidad, ausencia de redes de apoyo y contención, perma-
nente polarización política, esquemas de violencia desde la sociedad y desde 
el aparato estatal, y, en general, una coyuntura de estrés permanente, tampoco 
es sorprendente que la cantidad de actores que actúan violentamente sea tan 
alta. Esto no es de ninguna manera una justificación ética, es simplemente una 
explicación de la realidad. Que esta explicación devenga en una obligación 
moral para empezar a actuar para reducir los márgenes de probabilidad de 
generar actores violentos es una situación distinta.

Parte de la problemática pareciera radicar en que para atender a las causas 
del problema es necesario abordar los fenómenos con objetividad y lejos de las 
pasiones políticas. Sin embargo, como se ha visto en los capítulos anteriores, 
la cuna del problema y la respuesta del sistema están más cerca de la polari-
zación que del abordaje técnico. En consecuencia, los problemas se perpetúan 
o, en su defecto, mutan hacia otras dinámicas que, sin ser solución, maquillan 
la realidad. En este sentido, la Figura 16 simplifica el ciclo de la violencia cri-
minal que se enfrenta tanto en LAC como en otras regiones del mundo. Sin ig-
norar los factores individuales, lo que se debe entender es que la existencia de 
condiciones sociales que favorecen al crimen forma parte de un círculo vicioso 
que surge de la propia frustración de la sociedad. Sin embargo, esa frustración 
lo que genera es la perpetuación de modelos fracasados que generan que los 
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actores que cometen actos criminales continúen en las mismas dinámicas, pro-
longando y agravando las condiciones que favorecen al cometimiento de actos 
criminales.

Figura 16

Ciclo de la violencia criminal

Uno de los errores más comunes en el medio de este malestar es pensar que 
basta con eliminar a los individuos que cometen actos criminales. Una frase 
común en el argot popular es la conocida “muerto el perro, muerta la rabia”, 
en lo que se aduce que una vez que se elimina al actor delictivo se elimina el 
problema. No obstante, la misma frase nace de una falacia lógica. Si bien la 
muerte del agente que lleva el factor viral puede contener su expansión de 
forma temporal, lo cierto es que el virus de la rabia persiste en otros agentes 
o el medio natural. A la rabia no se la contiene porque se han matado a todos 
los perros, sino que se han requerido décadas de generación de condiciones 
de control, alejamiento de otras especies animales que puedan portar el virus 
y contagiarlo, esquemas de vacunación y control veterinario, normativa de 
control para mascotas, programas de educación sobre el buen cuidado de ani-
males y limpieza del entorno, entre otros.

E incluso en el marco de esta condición, la rabia sigue siendo un patógeno 
que podría retornar si es que se incumplen con los protocolos que han servido 
para apartarla del día a día de la mayoría de la sociedad. En ese mismo senti-
do, la existencia del crimen y la violencia asociada no puede ser simplificada a 
la pena de muerte, que de hecho ha sido encontrada como factor insuficiente 
y contraproducente en la lucha contra el delito alrededor del mundo (Neuma-
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yer, 2003; ACLU, 2007; Olutola, 2020; Guntara y Jamal, 2021; Oliphant, 2022). 
Esto no debe entenderse como la eliminación del uso legítimo de la fuerza, 
otra de las caricaturizaciones ultraconservadoras; el Estado debe intervenir 
a través de los medios necesarios para asegurar el bienestar de la población, 
pero su poder debe estar contenido a mecanismos que funcionan.

Otro de los problemas que enfrentan los gobiernos es que la materia prima 
para solventar sus crisis, que no es otra cosa que su propia gente, necesita 
aceptar y sobre todo dotar de legitimidad a las prácticas probadas como exito-
sas. Retomando el símil médico, no basta con que el médico sepa la cura para 
la enfermedad, sino que requiere de que el paciente confíe en su opinión, y so-
bre todo, que esté dispuesto a cumplir con el tratamiento. Desde la perspectiva 
política, pareciera que ocurre bastante que los expertos en su administración 
y planificación no son capaces de convencer a sus pacientes (la sociedad) de 
que sus propuestas son necesarias para solventar los males de sus naciones. 
La competencia por posicionar una agenda técnica frente a los populismos y 
las demagogias por ahora está pérdida y se debe enfrentar con resignación de 
que lo poco que se puede hacer es un avance y una contención para los males 
que aquejan a la región.

Precisamente por eso, los actores políticos de ALC deberían empezar a re-
flexionar, pero sobre todo a actuar, de una forma en la que se empiecen a sen-
tar las bases de lo que se aspira como región. Las dinámicas de interconexión 
son permanentes, no solo desde una perspectiva de vecindad o cercanía cul-
tural, sino que incluso es una visión impuesta desde el exterior. ALC tiene un 
rol imaginario en el mundo, y por ahora ese rol es contraproducente para los 
intereses de sus ciudadanos. Si no se empiezan a tomar más acciones, lo más 
probable es que ese rol sea internalizado en la propia cultura de la población, 
de manera que sea insuperable romper con esos patrones, debido al grado de 
normalización que tengan los patrones más habituales. Como se mostraba en 
el anterior capítulo, las herramientas de cooperación vigentes no son suficien-
tes.

La integración regional de ALC tiene que adquirir criterios de supranacio-
nalidad, porque las amenazas y competidores frente a los que se enfrenta tie-
nen mayor capacidad de acción transnacional que los actores estatales de la 
región. Los nacionalismos y chauvinismos en este momento no solo resultan 
obsoletos, sino que responden a criterios abstractos que no marcan pautas de 
diferenciación suficiente. Tal vez con la excepción de Brasil, las Guayanas, y 
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algunas de las islas del Caribe, la fractura de ALC es más simbólica que prác-
tica. Es importante destacar que los avances tecnológicos han simplificado las 
condiciones que llegaban a justificar las fracturas coloniales y el período for-
mativo de los Estados de la región. Las telecomunicaciones y la capacidad de 
infraestructura moderna podrían modificar el diseño organizativo de la región 
y volverla mucho más exitosa y eficiente.

La lucha contra la criminalidad es un espacio en donde la supranacionali-
dad podría hacerse vigente. La consolidación de la Ameripol, una asociación 
policial al nivel de la Europol, no solo podría ayudar a “a que los países lati-
noamericanos mejoren su coordinación para combatir el crimen organizado 
transnacional” (Pintado, 2023), sino que también podría ayudar a la construc-
ción de lazos de transnacionalidad a nivel de estructuras que son, en princi-
pio, apartidistas, y que en consecuencia pueden tener mayor estabilidad en el 
tiempo. Con una Ameripol realmente funcional se podría conseguir romper 
con la paradoja de la (in)seguridad.

La paradoja de la (in)seguridad es la condición en la que los actores de las 
fuerzas de seguridad del Estado, o de los actores cercanos a estas, establecen 
barreras a la integración porque ven en los otros actores estatales una amena-
za. Esto ocurre debido a las teorías realistas de las relaciones internacionales, 
a los nacionalismos y otros factores de desconfianza a lo extranjero. Para el 
pesar del desarrollo de la región, la existencia de estos actores en la toma de 
decisiones perpetúa las brechas en los procesos de cooperación internacional. 
De esta manera, cuando se intenta trascender y tomar medidas supranaciona-
les estos grupos suelen surgir como fuerzas de contención, entorpeciendo las 
dinámicas con argumentos securitistas o barreras burocráticas y normativas. 
Nuevamente, el problema es que los actores que operan por fuera de la legi-
timidad no utilizan estas narrativas ni construcciones identitarias, sino que 
priorizan sus beneficios económicos o de poder.

Precisamente por este traspapelamiento de los roles se ha contribuido al 
fortalecimiento de las narrativas anti-Estado discutidas en el capítulo anterior. 
En lugar de construir dinámicas útiles para la población que mejoren la cali-
dad de vida, generen estímulos para el crecimiento económico y se generen 
dinámicas de orgullo y posicionamiento de imaginarios comunitarios, muchos 
gobiernos se han convertido en sinónimos de barreras y estorbos para el bien-
estar de la sociedad. No son pocos los que ven en el aparato gubernamental 
un enemigo, o por lo menos un punto de desafección que pareciera estar más 
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bien diseñado para el beneficio de su personal que para el de la población. En 
este sentido, un cambio en la forma en la que la burocracia opera es necesario 
en mayor o menos grado, dependiendo el país. Lo cierto es que, mientras el 
ciudadano de a pie está obligado a cumplir con los cientos de normas y contro-
les, los grupos que operan por fuera de la legitimidad (y aquí hay que incluir 
a varios grupos de poder) se saltan las reglas y operan en su propio marco en 
detrimento del resto de la sociedad.

En general, existen aspectos culturales que ya deberían levantar las alar-
mas. La narcocultura es un fenómeno cada vez más vigente en varios países. 
No solo con las telenovelas o la presencia de esta temática en la música po-
pular, sino también desde la perspectiva aspiracional. En algunos países, por 
ejemplo, México, ya se empieza a escuchar de forma permanente que el sueño 
de algunos niños es llegar a ser narcotraficantes (Gónzalez, 2022). El deseo de 
pertenecer a un grupo, visto tantas veces en las pandillas juveniles, pero sobre 
todo el anhelo de salir del círculo de la pobreza, potencian la aspiración de 
sumarse a actividades delictivas, mientras los Estados-nación hacen poco para 
romper con esta idea, incluso llegando al inútil punto de solo cuestionar a los 
individuos que participan de estas ilusiones, en lugar de reflexionar por qué 
se ha llegado a tal punto.

Las redes sociales también evidencian una desensibilización sobre los pro-
fundos daños que tiene el narcotráfico en las sociedades. Una de las facetas os-
curas de Tik Tok son varias cuentas de lo que informalmente se conoce como 
“CartelTok”, donde usuarios vinculados a los cárteles de la droga comparten 
vídeos sobre el cultivo, procesamiento y producción de diferentes tipos de 
drogas, aunque destacan los contenidos de cocaína, acompañados casi siem-
pre con música relacionada con la vida de los narcotraficantes. Estas cancio-
nes, generalmente conocidas como narcocorridos, adornan las imágenes de lo 
que representa la vida de los cárteles y hacen ver a los vídeos de producción 
de droga como una actividad casual e insignificante. Aunque cualquiera pue-
de acceder a estos contenidos y perder la capacidad de asombro frente a esta 
realidad, lo cierto es que el mayor impacto se da para jóvenes que, sin un cri-
terio formado, pueden llegar a normalizar el mundo del crimen organizado, e 
incluso verlo como algo entretenido y atractivo.

Volviendo a la discusión sobre lo aspiracional, mencionada en el primer 
capítulo, el dilema radica en el hecho de que la vida del crimen organizado 
pareciera ser un modelo por lo menos deseable para miles de personas en el 
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continente. Existen algunos factores, por un lado, está la coerción violenta, la 
constante amenaza de que al no sumarse a los grupos delictivos se abre el es-
cenario de ser víctima de estos, tanto personalmente como a nivel de familia o 
personas cercanas. Este secuestro forzado no es muy distinto a cuando las hor-
das reclutaban forzosamente a los territorios ocupados. Se podría argumentar 
que la diferencia es que en aquella época se mantenían profundas diferencias 
de agrupación social, factores culturales e incluso étnicos; ahora dentro de la 
propia comunidad, donde las diferencias son escasas, se toman medidas fa-
gocitarias que terminan dinamitando su propio entorno y posibilidades de 
desarrollo19.

El otro factor va de la mano de las expectativas de vida. Si la sociedad formal 
solo presenta un espectro de supervivencia no es de sorprenderse que la ambi-
ción llevará a algunos individuos a aceptar medios de vida catalogados como 
inmorales por el resto. Desde la perspectiva ética es cuestionable, no puede 
entenderse como una justificación, sus actividades merecen la sanción corres-
pondiente de acuerdo a la ley, pero también resulta casi un absurdo pretender 
que el moralismo es suficiente para contener estos escenarios de acercamiento 
con el crimen. Como se discutía previamente, la pobreza y la desigualdad no 
son garantías de bajeza moral o de participación en actividades ilegales, pero 
son factores que aumentan las probabilidades. 

Nuevamente, la ausencia de datos específicos para la región hace difícil 
plantear certezas, pero otras referencias revelan que personas que viven en 
desigualdad y privaciones tienen muchas más probabilidades de participar en 
acciones delictivas, además es importante destacar que también es mucho más 
probable que se vean afectados por ellas (Harrell et al., 2014). Las sociedades 
deben entender, y si estas no lo hacen, por lo menos los tomadores de deci-
sión, que el criterio moral no es barrera suficiente para eliminar la constante 
amenaza de inseguridad. Como lo plantean De Courson y Nettle (2021), los 
individuos en situación de vulnerabilidad “no pertenecen a tipos fijos, sino 
que condicionan su comportamiento a su nivel actual de recursos y al compor-
tamiento de la población que les rodea”. Es más, para estos autores “la acción 
óptima para los individuos que están cerca del umbral de desesperación es 
explotar a los demás” (De Courson y Nettle, 2021).

Las páginas de este libro recogen varios de los elementos que podrían expli-
car por qué las nuevas generaciones ven en el delito un refugio o un objetivo y 
no como algo cuestionable y aberrante, como debería ser. La responsabilidad 

19  Este tipo de condiciones no son exclusivas de LAC, ni propias de este período histórico
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de cambiar estas condiciones debería estar en cada uno de los lectores de estas 
páginas, a menos que se busque ser cómplice de esta realidad. La oportunidad 
de salvación del futuro está anclada en que exista al menos la esperanza de 
que ese futuro existe. Sin condiciones para confiar en que hay una salida, el 
conflicto entre “buenos y malos” solo es un juego de disfraces en el que la ig-
norancia sobre la realidad ajena impide entender que esta no es una discusión 
binaria, sino que hay una escala de matices que requiere un ojo crítico para 
poder dilucidar cuál es la salida definitiva del laberinto actual

En este sentido, el reto para los Estados está en proteger a los sectores vul-
nerables del reclutamiento forzado y la extorsión, mitigar la probabilidad de 
participación en actividades criminales mejorando las condiciones sociales en 
las que se desarrollan sus ciudadanos reduciendo pobreza y desigualdad, y 
eliminar el marco aspiracional en el que la vida por fuera de la ley se pueda 
interpretar como la única alternativa de desarrollo. Este reto es particularmen-
te complejo porque este tipo de aproximaciones son costosas, toman tiempo, 
y dan poco rédito político. En consecuencia, los tomadores de decisión suelen 
optar por medidas que resulten más llamativas para la población, recurriendo 
a muestras de poder y discursos de “mano dura”, que los vuelven más popu-
lares.

El problema es que la popularidad, como se ha visto en este texto, no siem-
pre es traducción de resultados que perdurarán en el tiempo, e incluso la po-
pularidad camufla los actos criminales desde el mismo aparato estatal. Y es 
que hay un último factor cultural que afecta a la región y que debe ser se-
ñalado, y va de la mano de lo mencionado en el segundo capítulo sobre los 
factores que hacen de la democracia un concepto sembrado de dudas y con 
tantos detractores. Y es el hecho de que existe una cultura política que abraza 
la violencia y la normaliza como válida siempre y cuando no se traduzca en 
una afectación personal o al entorno cercano. En ALC se percibe mucho apoyo 
a los actos de represión e incluso tolerancia a la violación de los Derechos Hu-
manos y al Derecho Internacional en sus distintas facetas.

En ALC aún existen sectores que peligrosamente apuestan por legitimar los 
abusos de poder desde los gobiernos que les son afines. La tortura y los tra-
tos denigrantes, rechazados por la mayoría de constituciones u obligaciones 
internacionales contraídas por los Estados, siguen siendo demandados por la 
misma población. Este es un fracaso absoluto desde los sistemas educativos 
que no solo fallan en el aspecto ético de dotar de principios que erradiquen 
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conductas incivilizadas, sino que también niegan a sus ciudadanos compren-
sión sobre los riesgos a su integridad y a la reputación de su Estado frente al 
mundo. También es muestra de fracaso administrativo pues demuestra que no 
han sido capaces de entregar condiciones a su población en los que la extrema 
violencia no sea rechazada o anclada como un medio del pasado.

En este sentido, existen varios niveles de violencia que pueden ser aprove-
chados por los grupos del CTO. Por ejemplo, una sociedad de por sí desensi-
bilizada a los actos violentos probablemente tendrá más elementos dispuestos 
a actuar violentamente. Los horrores vistos en países como México y Ecuador 
donde en cárceles, o incluso en la vía pública, se degollan y decapitan perso-
nas al más puro estilo del terrorismo radical islámico, son posibles porque 
las barreras morales son bajadas y porque el impacto ya sólo se alcanza con 
muestras de deshumanizante violencia extrema (e incluso muchas veces esto 
ni siquiera es suficiente por la normalización de estas realidades).

Continuando con el ejemplo ecuatoriano, los eventos de ataque masivo al-
rededor de todo el territorio, incluso llegando al punto de tomarse uno de los 
canales más populares de la televisión, mientras paralelamente se registraban 
tiroteos a nivel nacional, secuestros y asesinatos de guardias penitenciarios, 
autos quemados y coches bomba en diferentes ciudades del país, que tuvo 
como respuesta la declaración de conflicto interno por parte del recientemente 
ascendido presidente Daniel Noboa, son reveladores. El CTO ha llegado a un 
punto donde son capaces de desafiar al mismo Estado-nación. Este tipo de 
actos presentan una faceta del terrorismo pocas veces presenciado y práctica-
mente sin ejemplos de haber sido derrotado. Ecuador se ha transformado en 
ese sentido en un campo de prueba tanto de la medida de respuesta como para 
otras organizaciones delictivas.

El nivel de miedo provocado y el hartazgo por la desmedida violencia ha 
abierto las puertas para que medidas autoritarias y en violación del Derecho 
Internacional Humanitario (vigente desde la declaración de guerra) y los De-
rechos Humanos se vean justificadas e incluso animadas desde la misma so-
ciedad civil. Al igual que en el caso salvadoreño, la población ecuatoriana pa-
rece más que dispuesta que la sanción al CTO vaya más allá de la privación 
de la libertad y caiga en actos igual o más violentos que los cometidos por los 
actores criminales. También se han dado fuertes muestras de desafección por 
aquellos que han advertido que este accionar, aparte de caer en una bajeza 
moral, puede representar el daño de la imagen del país frente al mundo y san-
ciones internacionales en términos legales, diplomáticos y económicos.
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No obstante, sobre este último punto se debe destacar que el agotamiento 
de las sociedades con un sistema que, a su parecer, solo protege a los acto-
res delictivos e incluso, presuponen, que justifica su accionar, también parece 
provocar una mayor tolerancia o indiferencia a los excesos de los Estados en 
la lucha contra el crimen. Si bien es cierto que los organismos de Derechos Hu-
manos y los activistas del campo alzan su voz en contra de víctimas inocentes 
colaterales, trato injusto y cruel, mala gestión carcelaria, o directamente delitos 
contra el derecho a la vida, no es menos cierto que el régimen pareciera estar 
bastante debilitado y muchos de estos reclamos se quedan en lo simbólico. 
Aprovechando esto los regímenes optan por debilitar su reputación de forma 
temporal, arriesgándose a que los siguientes gobiernos tengan que pagar las 
multas, y compensar las críticas con las adulaciones e incluso agradecimiento 
de quienes buscan la erradicación del crimen.

Para cerrar este acápite se debe decir que ALC tendrá que sumar a sus do-
lorosos ciclos de dictaduras, conflictos internos, y crisis económicas una etapa 
de competencia con el CTO, los resultados de este último abate aún están pen-
dientes. La experiencia pareciera favorecer a que la resiliencia de los pueblos 
de la región servirá como mecanismo para superar a este gran desafío. Sin em-
bargo, como se ha visto a lo largo de este libro, se requiere un trabajo holístico 
que combine los esfuerzos de seguridad, con una agenda real de cambio en las 
estructuras para eliminar la pobreza y reducir la desigualdad, y para que la 
política se mantenga como un campo de discusión retórica y no un campo de 
batalla abierto para la satisfacción de intereses personalistas en detrimento de 
la democracia y del bienestar general.

¿Podrán empezar a comprender los Estados de la región que la verdadera 
salida está en la transnacionalidad? Es una pregunta que requiere aún al me-
nos un par de años de desarrollo. Mientras tanto el CTO no se paraliza y sus 
áreas de acción y número se potencian casi sin control. ¿Tendrán algún rol los 
organismos de integración vigentes o permanecerán al costado mientras las 
dinámicas de inseguridad se perpetúan? ¿Llegará en algún momento una eta-
pa de reformulación del Estado que permita desafiar a los retos del siglo XXI 
o se seguirá optando por mantener la estructura vigente desde hace siglos? 
Por ahora, ALC no parece muy propensa a ser la primera región en innovar en 
su modelo de organización social, pero la urgencia de lidiar con el problema 
transnacional del crimen podría terminar siendo un incentivo para ello.
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Capítulo IV: La región que no es. ¿Hacia dónde vamos y qué 
podemos hacer?

ALC es una región compleja que se construye muchas veces desde el exte-
rior y que puja por distinguirse desde el interior. La noción de que el latino se 
vuelve más latino cuando sale de Latinoamérica parece una realidad cierta. Y 
es que hasta que no se ve el objeto desde el exterior no es posible ver lo homo-
génea que puede ser la cultura de aquellos que provienen de ALC, tal vez con 
la excepción de los países con un origen colonial inglés, francés o neerlandés. 
Muy similar al experimento de la bola de baloncesto en el que si se ve de cerca 
es posible de ver las miles de imperfecciones, pero desde lejos se alcanza a ver 
apenas una esfera, ALC es un compendio de diversidad semejante.

Cuando se dice diversidad semejante se hace referencia al hecho de que 
por más que los mismos latinoamericanos tratan de señalar sus diferencias, 
dentro de la heterogeneidad global la realidad de ALC sigue siendo equipa-
rable. Ahora bien, y como se ha visto a lo largo de este libro, lo cierto es que 
las fracturas de la región hacen muy difícil cambiar la mentalidad interna de 
asociarla como un todo. Para una persona que crece en los barrios acomoda-
dos de Brasilia, la vida en la provincia de Esmeraldas resulta completamente 
ajena, incluso indiferente. Lo mismo ocurre para un habitante de La Paz frente 
a un habitante de La Habana. Es cierto que la región no es una copia exacta de 
sí misma, aunque algunos rezagos de la vida en colonia suspiran a lo largo de 
Hispanoamérica.

Es más, si se identifican los patrones generales, la región tiene importantes 
elementos comunes, sobre todo en términos de sus desafíos. Como se ha visto 
a lo largo de este libro no son pocas las facetas en donde los “males” de la re-
gión parecen compartidos, y lo cierto es que si se tomasen medidas de carácter 
regional resultaría mucho más sencillo obtener buenos resultados y acelerar 
los cambios estructurales necesarios. Por ejemplo, si se aplicasen medidas tri-
butarias comunes, sería mucho menos probable que las empresas transnacio-
nales y los inversionistas condicionen los esfuerzos de los gobiernos de ALC 
para enfrentar la pobreza y la desigualdad (cuando está en su agenda). Al 
mismo tiempo, se podría evitar de mejor manera problemas como la evasión y 
la elusión fiscal, asegurando una apropiada redistribución de la riqueza.

La lucha contra el lavado de dinero de forma articulada también se benefi-
ciaría si los esfuerzos se realizan de forma integrada. Los Estados, en coopera-
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ción con su banca nacional y agencias de regulación financiera, deberían mejo-
rar la trazabilidad de los flujos de dinero, pero sobre todo la posibilidad de que 
sanciones y medidas de control puedan ser transversalizadas. El problema, 
que no es exclusivo de la región, es que los intereses económicos superan las 
buenas intenciones de los Estados, y los actores criminales (incluyendo a gran-
des evasores) mueven su dinero a aquellos países que han optado por mirar al 
otro lado frente al origen del dinero. Precisamente, si se lograsen compromisos 
más estrictos de forma colectiva se podría presionar para que aquellos países 
más flexibles en su control se integren a un modelo común transnacional.

Por otro lado, la lucha para mejorar la democracia en la región tiene que 
ser una prioridad comunitaria. Este libro es una referencia más de que la bús-
queda del desarrollo está ligada a una mejora del sistema político. El ejercicio 
de gobernanza legítimo a través del Estado es uno de los remedios a las al-
ternativas criminales que, tal y como se ha planteado y demostrado en este 
documento, se benefician de la contracción de las capacidades estatales. Igno-
rar esta realidad es seguir aplazando una solución estructural al entorno de 
corrupción y violencia que afecta a las distintas comunidades de la región. La 
ciudadanía debe entender que las tendencias ideológicas no deben ser excusa 
para proteger a gobiernos que han caído en el autoritarismo.

Probablemente este reto sea incluso más difícil que los aspectos de coope-
ración financiera. Mejorar la democracia en ALC no depende de un ejercicio 
a corto plazo, las generaciones vigentes ya adolecen de mantener una cultura 
política que, en muchos países, más bien responde a una incultura democrá-
tica. La falta de tolerancia traducida en polarización, y el desconocimiento so-
bre el deber ser del Estado abren las puertas a modelos administrativos poco 
funcionales que se anclan más en la popularidad y el marketing político que 
en una apropiada gestión de lo público. Como se ha visto en los capítulos an-
teriores, hay excepciones, pero lo cierto es que una de las tareas de la misma 
democracia es convencer a la gente de que es el mejor modelo.

Los detractores de la democracia, voceros del autoritarismo, el mesianismo 
y la demagogia acechan constantemente al debate público, y en varios casos 
logran convencer a la gente y alcanzar el poder. Aunque en el ciclo actual 
las dictaduras son minorías, lo mismo ocurre con las democracias plenas, te-
ner esta excepcionalidad debe ser preocupación general. El trabajo está en la 
educación, se necesita reforzar la capacidad de la ciudadanía de pensar, re-
flexionar, filosofar, darles la oportunidad de ver en la política un campo de 



América Latina, la región que se niega a ser

154

desarrollo, no un espacio de conflicto, pereza, y abuso. Las lamentables cifras 
económicas hacen de esta una tarea difícil en el corto plazo, pero esto no la 
hace menos necesaria. 

Otra de las agendas fundamentales está en los ámbitos de la inteligencia y 
la seguridad ciudadana. Si los cuerpos de inteligencia desconfiasen menos de 
sus vecinos la probabilidad de tener mayor control territorial sería más am-
plia. La perpetuación de agendas propias de los Estados premodernos genera 
y facilita el flujo de actores por fuera de la ley entre fronteras nacionales, ha-
ciendo más inseguro el entorno regional. El intercambio de buenas prácticas 
y acceso a nuevos protocolos y tecnologías podría acelerar y fortalecer las ca-
pacidades de aquellos países que se encuentran rezagados en relación con sus 
vecinos en la lucha contra el crimen organizado. La mencionada paradoja de 
la (in)seguridad podría verse derrotada a través de mecanismos como estos.

En una línea paralela está el ámbito de la defensa: tras décadas de paz, las 
Fuerzas Armadas se han mantenido estancadas en un modelo casi obsoleto, 
en el que sirven para una disuasión prácticamente innecesaria, pues sus capa-
cidades apenas están a la altura de su vecindad, muy por detrás de los actores 
globales. En este sentido, las Fuerzas Armadas de ALC no son eficientes ni 
efectivas en su misión y perpetúan los retos del siglo XXI, en lugar de solven-
tarlos; su naturaleza debería mutar, hacia un objetivo extravecinal y extrarre-
gional. Sin embargo, la doctrina y la falta de claridad política ha impedido que 
se dé este cambio necesario.

 Es más, algunos gobiernos han tratado de retomar uno de los peores aspec-
tos de las fuerzas militares al tratar de adaptarlas a los intereses políticos del 
líder de turno en lugar de a favor del fin último de las Fuerzas Armadas, que 
es la protección del Estado. En este sentido, repensar a las Fuerzas Armadas y 
dotarlas de un carácter regional es uno de los pasos que en el futuro podrían 
asegurar una despolitización de las fuerzas, y la preservación del espíritu real 
de las instituciones militares. Al mismo tiempo, esto podría aportar a una me-
jora en la administración del gasto público, un esfuerzo más eficiente que le 
brindaría mayor capacidad de modernización y direccionamiento de las ope-
raciones, así como una verdadera capacidad de incidencia en el sistema inter-
nacional desde una perspectiva de poder duro.

Al momento de redactarse este libro, ALC está prácticamente condenada a 
asumir una posición secundaria (por no hablar directamente de servidumbre) 
en varios de los espacios de toma de decisiones global. El sistema multilateral 
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actual no habla de un mundo entre comunes, sino de un sistema de varios 
escalones, donde aquellos países que quieren prosperar tienen que alinearse a 
lo establecido desde los grandes poderes globales, aunque esto no termine de 
anclarse en principios de justicia, ni siquiera en términos de la mayoría. Las 
brechas económicas y tecnológicas, especialmente en el campo militar, impi-
den una relación de horizontalidad entre los Estados. No admitir esto, no solo 
es caer en la ingenuidad, sino que es perpetuar un sistema viciado. Al mismo 
tiempo, resulta casi igual de ingenuo el pensar que los Estados que están a 
la cabeza en términos de desarrollo tecnológico y capacidad económica sim-
plemente van a renunciar a sus ventajas de forma caritativa. En este sentido, 
los Estados de ALC que se encuentran en desventaja deberían apuntar a la 
cooperación internacional (con miras a la transnacionalidad) como forma para 
reducir estas brechas, entendiendo que un esfuerzo colectivo reduce costos 
de operación, dinamiza las capacidades instaladas, y acelera procesos que po-
drían tomar más tiempo.

Por otro lado, resulta fundamental cuestionar a la democracia desde un ojo 
crítico, que siga denunciando los autoritarismos, pero que al mismo tiempo 
busque un modelo superior o más democrático aún. La dinámica de la demo-
cracia nacionalista sigue siendo antidemocrática en su esencia y en su origen. 
Cuando los países se integraron a la ONU, en donde se reconoce a la huma-
nidad como una sola especie, con un destino común, y se buscó el principio 
de igualdad ante un sistema multilateral, se reconocía también la igualdad de 
los individuos ante el mundo. No obstante, el modelo actual no les permite a 
aquellos en países en vías de desarrollo ejercer los mismos derechos que aque-
llos que habitan en los países industrializados o desarrollados. En este sentido, 
se sigue perpetuando un modelo de ciudadanos secundarios.

Aunque en este libro se han abordado a los factores socioeconómicos, po-
líticos y del campo de la seguridad como motores de comprensión de lo que 
ocurre en ALC, lo cierto es que hay otros elementos que no pueden dejarse 
de lado y que merecen su propio campo de análisis. Es fundamental abordar 
el fenómeno del debilitamiento del multilateralismo, entendiendo la afecta-
da institucionalidad del Sistema de Naciones Unidas y otras organizaciones 
multilaterales y la cada vez más vigente bipolaridad entre Occidente y el sur 
global (Gortaire-Morejón, 2022b). El problema para ALC es que las acciones 
unilaterales no encuentran una respuesta real desde el multilateralismo, y su 
vocería poco o nada parecería mostrar frente al sistema mundo. Esto no solo es 
problemático en términos políticos, sino que implica un riesgo de seguridad, 
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pues en caso de que algún acto unilateral sea dirigido a cualquier país de la 
región parecería que no existe un espacio de contención global ante tal abuso.

La situación entre Israel y Palestina es ejemplo claro de ello. Aunque la ma-
yoría de países han buscado establecer medidas para detener la ocupación y 
explotación del pueblo palestino, el sistema de Naciones Unidas se encuentra 
atado de manos ante la falta de decisiones vinculantes. Estados Unidos blinda 
con su veto a Israel ante el Consejo de Seguridad, único comité capaz de emitir 
resoluciones de cumplimiento obligatorio. Paralelamente, la Asamblea Gene-
ral reclamó por acciones de paz, como la resolución del 27 de octubre de 2023, 
en la que se buscaba una tregua humanitaria frente a la amenaza de invasión 
israelí a Gaza, tras los atentados de Hamas del 7 de octubre de 2023, que en-
contró apoyo en 120 miembros frente a la oposición de solo 14 (con 45 absten-
ciones) (United Nations, 2023), y aun así las acciones de Israel continuaron sin 
oposición real. Sudáfrica alzó su voz al presentar un caso por genocidio contra 
Israel en la Corte Internacional de Justicia, demostrando que las lecciones de 
su apartheid han sido aprendidas, pero los efectos de esta medida difícilmente 
trasciendan de lo moral. Aquí se debe reconocer que a pesar de que la mayo-
ría de países de ALC han votado a favor de Palestina, Paraguay y Guatemala 
adoptaron una postura a favor de Israel, lo que también es ejemplo de cómo 
ALC no mantiene una agenda común en todos los temas.

Lo que demuestra de alguna manera esta falta de efectividad del sistema 
multilateral es que, lamentablemente, existe una necesidad de reforzar las ca-
pacidades de defensa. Los Estados desprotegidos carecen de capacidad real 
de disuasión. No obstante, hay que saber que este aumento de capacidades 
se traduce en inversión militar, lo que a su vez implica reducir la inversión en 
otras esferas del Estado. En este sentido, y recopilando lo visto en este libro, 
resulta preocupante el retorno a una etapa en donde las amenazas y riesgos en 
el ámbito militar hagan necesario el repensar en un proceso de rearme. Sobre 
todo, porque la lucha para lidiar con la desigualdad, la pobreza, la inestabili-
dad democrática, la débil institucionalidad y los factores de seguridad interna, 
pueden perder prioridad en la agenda, o al menos parte del presupuesto que 
podía utilizarse en estos esfuerzos tendrán que ser reorientados perpetuando 
las problemáticas estructurales de la región.

El peor escenario sería que, por motivos ajenos a la región o por malas ges-
tiones de la política local, los países de ALC se vean nuevamente envueltos en 
conflictos de carácter militar entre sí. Uno de los ejemplos de que la idea no 
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sería tan lejana fue la postura del diputado paraguayo Rubén Rubín, quien en 
septiembre de 2023 se le ocurrió afirmar que su país debería ir a la guerra con 
Argentina por un conflicto vinculado a la circulación en la hidrovía Paraná-Pa-
raguay (Perfil, 2023). Aunque la propuesta de Rubín ha resultado más anecdó-
tica y ha sido abordada incluso con burlas por lo absurdo de la propuesta, no 
deja de ser preocupante que se retomen estos discursos. No hay que olvidar 
que las tensiones entre Bolivia y Chile siguen vigentes por el asunto de la sali-
da al mar del primero. Tampoco pueden ignorarse las movilizaciones de fuer-
zas militares a las fronteras en casos como el Venezuela hacia su frontera con 
Colombia, vinculadas al tema de la crisis migratoria venezolana, pero también 
a las fracturas políticas entre sus regímenes (Euronews, 2019), o acciones simi-
lares de Perú hacia sus fronteras con Ecuador y Chile, también en el marco de 
la crisis migratoria venezolana, pero también debo a cuestiones asociadas a la 
pandemia de COVID-19 (Associated Press, 2020; Diario Gestión, 2021).

De la misma manera, uno de los focos de conflicto vigentes, y que estuvo 
durante mucho tiempo oculta en los medios de comunicación y del debate pú-
blico, es el asunto del Esequibo, en disputa entre Venezuela y Guyana. Nicolás 
Maduro ha ahondado un proceso de tensiones con el país vecino demandan-
do autoridad sobre cerca de 159.000 kilómetros cuadrados que representan 
alrededor de dos tercios de la República Cooperativa de Guyana (Paredes, 
2023). Maduro llegó al punto de convocar referéndum con el que buscaba que 
la ciudadanía respalde el reclamo (Delgado, 2023). Al contar con un resultado 
favorable, mitigado por el hecho de la baja legitimidad del sistema electoral 
venezolano y su millonaria diáspora, Maduro ahora contaría con una excusa 
para tomar acciones que impliquen el uso de la fuerza. Y aunque, Irfaan Ali, 
presidente de Guyana confía en que este sea un proceso que se solvente en la 
Corte Internacional de Justicia de La Haya, y se logró un espacio para dialogar 
después de la mediación auspiciada por varios actores, incluyendo a Brasil 
bajo el gobierno de Lula, si algo se ha rescatado del último ciclo de violencias 
es que la guerra ha retomado una de sus facetas clásicas y no puede descartar-
se con tanta facilidad.

Al presentar este último caso no se pretende asegurar que un conflicto mili-
tar entre Venezuela o Guyana es inevitable. Al contrario, al exponerlo se busca 
darle suficiente visibilidad al fenómeno para que más voces puedan alzarse 
para prevenir el conflicto. Sin embargo, la existencia de estos desencuentros, 
y la vigencia de liderazgos nocivos como los de Maduro, son ingredientes 
de potenciales enfrentamientos entre los Estados de la región. La guerra ru-
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so-ucraniana es una muestra de cómo incluso países con profundos vínculos 
históricos pueden verse involucrados en conflictos de gran escala. Ni siquiera 
el pasado bajo la misma confederación de Estados y el vínculo imperial (con 
favoritismo incluido) han logrado servir para contener el sangriento conflicto 
que ha estallado entre ambos países y que impacta de forma significativa para 
toda la humanidad.

Paralelamente, la tensión en el Pacífico podría atraer la atención y rotar 
los enfoques tradicionales de la política exterior de la región. Desde América, 
normalmente se acostumbra a regresar a ver al este (en este caso a Europa y 
Medio Oriente), pero el crecimiento de China genera un nuevo occidente. Las 
tensiones por Taiwán han ganado atención en la agenda política internacio-
nal, precisamente asociadas a la invasión de Rusia a Ucrania. A pesar de que 
el reconocimiento internacional pone a Taiwán como parte de la República 
Popular China, y que el gobierno de Beijing es el reconocido como titular de 
China, en la práctica Estados Unidos y sus aliados siguen viendo en Taiwán 
un territorio autónomo con un gobierno aliado, que incluso amerita ser defen-
dido de cualquier intento de China por hacerse con su control total.

La posibilidad de una guerra entre Estados Unidos y China se vuelve un 
escenario que merece su propio nivel de análisis y estudio (Gortaire-Morejón, 
2023b). Sin embargo, se puede destacar que, en el marco del incremento de la 
presión que China ejerce sobre la hegemonía de los Estados Unidos, las posi-
bilidades de que los frentes de guerra económica y tecnológica, vigentes mien-
tras se escriben estas líneas, se transformen en un choque de carácter militar, 
son reales. El incremento de las capacidades militares chinas no es recibido 
con agrado por parte del Departamento de Defensa de los Estados Unidos lo 
que eleva los niveles de alerta (U.S. Deparment of Defense, 2023). También 
se debe agregar que, desde una posición más cómoda en términos militares, 
el gobierno de Xi Jinping ha adoptado una postura menos cautelosa, aplican-
do medidas cada vez más asertivas o incluso agresivas en lo que considera 
su zona de influencia, realizando ejercicios militares cada vez más amplios y 
adoptando el control de más espacios en el Mar de China Meridional.

Mientras se redacta este texto, las acciones y desplazamiento de fuerzas 
se han dado en la franja asiática del Pacífico a través del posicionamiento de 
alianzas militares como el Aukus, entre Estados Unidos, Australia y Reino 
Unido, acuerdos bilaterales con Corea del Sur, Filipinas y Japón, o grupos de 
discusión como el Quad, que incluye a Estados Unidos, Australia, Japón e 
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India (Gortaire-Morejón, 2023b). La respuesta de la República Popular China 
en este aspecto es mucho menor, aunque cuenta con espacios de diálogo en la 
Organización de Cooperación de Shanghai y los BRICS, que se encuentran en 
proceso de expansión, aunque distan de ser alianzas que garantizan una parti-
cipación real en un enfrentamiento de corte militar, o que se puedan interpre-
tar como un alineamiento directo de sus miembros al bando chino.

LAC se mantiene temporalmente alejada de estas dinámicas, aunque, como 
se ha discutido en capítulos anteriores, Estados Unidos retorna a la región 
tratando de desplazar el acercamiento chino. Sin embargo, los problemas in-
ternos parecen ocupar un espacio más prioritario en su agenda, e incluso se 
podría agregar que las sociedades de los países de la región tienden a ver a los 
conflictos globales como algo ajeno y distante. A pesar de que los actores po-
líticos tienden a asumir posturas de afinidad o rechazo de las tensiones inter-
nacionales, más bien alineados a sus identidades que a sus intereses estatales, 
la sociedad civil en general no suele asumir una postura que le demande a su 
aparato político el asumir un rol frente a estos fenómenos, salvo excepciones 
puntuales. De esta manera, mientras las afecciones no se perciban en el día a 
día de forma evidente la sociedad de ALC suele pasar por alto la conflictividad 
internacional.

Es válido mencionar que el internet y las redes sociales han favorecido a 
que exista un mayor acceso a este tipo de noticias, y que se amplíen los seg-
mentos con una opinión formada sobre el acontecer internacional. No obstan-
te, de forma paralela, la combinación de noticias falsas con una falta de for-
mación adecuada para comprender los contextos internacionales genera una 
aproximación polarizada y casi deportiva de los fenómenos, entorpecida por 
las acciones propagandísticas de los actores involucrados en los conflictos. En 
consecuencia, la presión que suelen generar las tendencias en redes sociales 
dista de ser un ejercicio de acción colectiva ciudadana, y rara vez está vincu-
lada a los intereses nacionales de los países, por lo que los decisores políticos 
suelen ignorar al activismo digital.

A pesar de ello, el rol de redes sociales y en general, la vida virtual es cada 
vez mayor en todos los sentidos de la vida humana. La pandemia de CO-
VID-19 solo aceleró este proceso. En consecuencia, atender a lo digital es casi 
una obligación de Estado. La falta de control del espacio virtual puede devenir 
no solo en la pérdida de la articulación entre la sociedad y su Estado, sino que 
directamente se vuelve un potenciador de amenazas y riesgos. La irrupción 
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de la inteligencia artificial y el metaverso precisamente son otros aceleradores 
adicionales. Para ALC este reto es aún más complejo, pues no cuenta con la 
infraestructura digital, el capital humano especializado, y sobre todo las pa-
tentes para poder enfrentar este reto de forma directa.

En este sentido, la región enfrenta una nueva etapa de dependencia, y por 
primera vez corre el riesgo de que se trate de una dependencia no humana (si 
pasamos por alto la dependencia a corporaciones). Aunque esta es una noción 
que parece sacada de la ciencia ficción, lo cierto es que el proceso de evolu-
ción de la inteligencia artificial ha sido tan rápido que, de no ser controlado, 
podría implicar una amenaza para la humanidad (Sears, 2023). Un sistema 
no-humano que adolece de sesgos importantes por su desarrollo debido a la 
falta de participación de otras naciones y culturas podría afectar severamente 
a las comunidades de ALC. Es cierto que el acceso a la red puede ayudar a 
“aprender” más sobre las culturas latinoamericanas y del resto de la región, 
así como de otras regiones desconectadas del proceso de desarrollo de esta 
nueva tecnología. No obstante, al tener segmentos importantes que aún no se 
han digitalizado, el riesgo de omisión es más amplio.

¿Cuáles son las amenazas y riesgos concretos? Esta es una pregunta que 
se puede responder con un gran “depende”. Los usos que se le pueden dar 
a la inteligencia artificial son diversos, desde los chat-bots y generadores de 
imagen que se han vuelto de uso común en internet; pasando por los deep-
fakes que ya generan confusión en las audiencias poco entrenadas al simular 
vídeos falsos de personalidades políticas o famosas; llegando a los asistentes 
en procesos de investigación científica, modelos productivos, y simuladores 
en la industria militar. La inteligencia artificial seguramente ya está partici-
pando en toma de decisiones, en algunos casos los actores políticos la pueden 
estar utilizando de forma asistencial, pero reconociendo la naturaleza de otros 
actores menos responsables, es probable que más de un documento oficial o 
pieza legislativa hayan sido redactados por Chat GPT u otras plataformas sin 
la seguridad de que sus contenidos sean totalmente ciertos o se ajusten a las 
necesidades reales de su población.

Un entorno donde la humanidad pase a ser dominada por sistemas auto-
matizados es cada vez menos improbable. La idea no debería ser rechazada 
en su totalidad, existe un marco en el que el apoyo de los procesadores de 
computadora será capaz de arrojar mejores resultados técnicos basados en la 
evidencia disponible. Sin embargo, un espacio en el que la última decisión esté 
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dada por un sistema no-humano debe ser entendido como una amenaza. La 
decisión política es ante todo ética. En este sentido, una mala programación de 
la inteligencia artificial podría poner en riesgo a toda la humanidad, o incluso 
a ciertas culturas o grupos minoritarios. Por ello, entre los grandes retos del 
presente y el futuro cercano para ALC está el asumir una postura común fren-
te a la inteligencia artificial que les permita precautelar sus intereses.

¿Es posible? Parece poco probable. El motivo de este pesimismo no solo 
radica en las reflexiones y cifras presentadas en el cuerpo de este libro, sino 
que se ancla en la capacidad real que ha tenido la región para enfrentar a otra 
amenaza existencial de la humanidad, como lo es el cambio climático. Este fe-
nómeno potenciado por causas antrópicas afecta a la región de forma despro-
porcionada, al no ser esta la causante del proceso de aceleración de los efectos 
nocivos de la variación climática y ser potencialmente uno de los territorios 
que más daño percibirá, tanto por los efectos directos que tengan las catástro-
fes climáticas, como la falta de recursos económicos y tecnológicos para lidiar 
con su impacto (Alonso, 2022).

No se puede cerrar este libro sin señalar que la desigualdad incluso se per-
cibe en cuestiones como el impacto del cambio climático. Mientras el 10% de 
la población más rica del mundo es responsable del 48% de los gases de efecto 
invernadero, solo sentirán el 3% de las consecuencias económicas de la va-
riación climática. Mientras tanto, el 50% más pobre se verá afectado teniendo 
que afrontar alrededor del 75% de los costos (Hernando, 2023). Esto responde 
a que la población rica cuenta con la infraestructura, capacidad monetaria, 
capacidad de desplazamiento, e incluso la educación necesaria para adaptarse 
a los cambios de clima, protegerse de eventos adversos, asegurar su consumo 
de alimentos y agua potable, y protegerse de enfermedades e incluso reaccio-
nes violentas por carencias producidas por la variación del clima, aunque en 
los peores escenarios proyectados ni siquiera esto será suficiente. En cualquier 
caso, mientras tanto, los pobres deberán adaptarse casi como un experimento 
evolutivo, o perecer.

Por otro lado, vale la pena reconocer que los esfuerzos para tener una vi-
sión común frente a la agenda climática no son escasos. ALC ha logrado asu-
mir ciertas posturas coordinadas en términos bilaterales, así como en espacios 
multilaterales como las Conferencias de las Partes (COP), donde también ar-
ticulan esfuerzos con otras regiones en vías de desarrollo. Sin embargo, sus 
posturas distan de ser las que marcan la agenda, y su presión diplomática no 
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ha sido lo suficientemente asertiva. Es más, los agentes involucrados en la ma-
yor cantidad de contaminación han sido capaces de insertarse en la toma de 
decisiones y dinámicas sociales de algunos enclaves de la región, de manera 
que la postura ambientalista incluso tiene focos de resistencia locales.

De esta forma, aunque las delegaciones diplomáticas de la región suelen 
asumir posturas comunes en las votaciones de los espacios de decisión multi-
lateral que debaten el asunto del cambio climático, resultaría un error pensar 
que existe una posición homogénea a nivel regional sobre estos asuntos. Es 
más, varias las vocerías del ambientalismo más visibles ni siquiera nacen de 
ALC, y muchos de los voceros locales se enfrentan a la burla, a la persecución, 
e incluso a la violencia. Los casos de los activistas asesinados por los grupos 
criminales (con potenciales respaldos políticos y económicos) son solo otro 
ejemplo de la desprotección del Estado, dejando a América Latina como la 
región con mayor saldo de muertes por este tipo de atentados en el mundo 
(Pérez, 2023). Los casos de Homero Gómez, en México, Sandra Liliana Peña, 
en Colombia, o de Berta Cáceres, en Honduras, cuyas luchas por proteger su 
entorno no deben ser olvidadas, forman parte de una larga lista de más de 
1700 activistas asesinados en la región (Koop, 2022).

En el marco de esta coyuntura, ALC atraviesa un período de zozobra que se 
ancla en los agónicos esfuerzos de una comunidad que protege al medioam-
biente en contra de sectores con mucho más poder y capacidades instaladas 
en el aparato político y el sistema económico. Un ejemplo muy cercano de ello 
fue el caso del grupo de activistas ambientales Yasunidos, en Ecuador, que 
trató de prevenir la extracción petrolera en la reserva nacional Yasuní. En un 
intento de hacer buen uso de los medios de democracia participativa, el colec-
tivo reunió firmas para someter la extracción a un referéndum, el cual no pudo 
realizarse en primera instancia, pues el Consejo Nacional Electoral rechazó las 
firmas en un acto de abuso de poder ilegítimo (Sarmiento, 2023), respondien-
do a la agenda del entonces presidente Rafael Correa, quien también falló en 
reemplazar los fondos a los que se aspiraba en una campaña de diplomacia 
ambiental en la que se trató de convencer a los Estados industrializados de 
realizar un pago compensatorio para mantener el petróleo bajo tierra. Frente a 
la negativa a la propuesta, Correa llegó a afirmar que “el mundo nos ha falla-
do” (BBC Mundo, 2013).

A pesar de la negativa desde el aparato político ecuatoriano para atender al 
reclamo del colectivo ambientalista, la agrupación continuó presionando por 
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el reconocimiento de su derecho hasta que en 2023 se dio paso a una consulta 
popular que buscaba interrumpir la explotación del bloque 43. El resultado 
fue que el 58,95% de la población se decantó por suspender las actividades pe-
troleras (Primicias, 2023a). Y a pesar de la decisión mayoritaria de la población 
la protección del Yasuní tuvo que enfrentar un nuevo contratiempo cuando el 
expresidente Lasso llegó a afirmar que la consulta era inaplicable (Cañizares, 
2023); aunque posterior a un fuerte reclamo a través de redes sociales se llegó 
a afirmar que esta postura solo era de índole reflexivo y que la consulta sería 
aplicada en respeto de la voluntad popular.

Este es apenas un ejemplo de los cientos de casos en los que la protección 
ambiental enfrenta oposición desde el mismo aparato estatal (sin distinción de 
tendencia ideológica política en el gobierno de turno). Las recientes protestas 
masivas en Panamá, un país que suele identificarse como uno de los puntos 
estables de la región, relacionadas a la oposición popular a que se otorgue 
una concesión a una de las grandes mineras de cobre, refleja que no se trata 
de un caso aislado (Associated Press, 2023). Y en general, las permanentes 
pujas entre el activismo y las industrias extractivas demuestran cómo la lucha 
contra el cambio climático es un esfuerzo cuesta arriba en una región cuyas 
condiciones productivas la siguen manteniendo asociada a la explotación de 
recursos naturales como el petróleo, los minerales, la ganadería, la piscicultura 
y la agricultura extensiva. Las condiciones económicas explicadas en el primer 
capítulo explican (aunque no justifican) esta realidad y, al mismo tiempo, de-
muestran que, sin una transición real es muy difícil entrever un sistema posex-
tractivista para el corto plazo.

Mientras persista la discriminación por cualquier motivo, ya sea por género, 
raza, religión, identidad sexogenérica, u origen nacional, existirán economías 
ineficientes. Los estigmas generan modelos que carecen de capacidad plena de 
alcanzar una productividad que les permita a sus ciudadanos y, por lo tanto, 
a sus países desafiar las brechas que ya existen y que se siguen ampliando 
frente al mundo desarrollado. El acceso desigual a la educación, a la salud, a 
las oportunidades laborales, y a entornos seguros reduce las capacidades de 
los individuos a alcanzar vidas plenas (Sen, 1979). Como se ha insistido en este 
libro, la coyuntura actual de ALC amplía estas desigualdades de manera ex-
ponencial, siendo millones de individuos los que se ven privados de alcanzar 
su potencial y, en consecuencia, se establecen barreras reales para el desarrollo 
de sus países y de la región como un bloque. También como se ha discutido 
previamente las consecuencias de las carencias se hacen notorias en su inesta-
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bilidad y violencia, a pesar de los esfuerzos de ciertas corrientes políticas que 
intentan camuflar el problema con sus sesgos.

No basta con aumentar los ingresos, aunque esta es una parte vital. Caer 
en un discurso polarizante en donde se desprecie la importancia de la lucha 
contra la pobreza tampoco es la solución. Lo que sí es una solución es dejar 
de sobresimplificar los problemas estructurales de la región al querer volverlo 
una discusión ideológica entre un falso dualismo entre izquierda y derecha. 
Aunque no es posible desprenderse de la ideología en la actualidad (y proba-
blemente nunca), tampoco es aceptable que este tipo de discusiones se estan-
quen de forma que sea imposible llevar a un diálogo entre las distintas fuer-
zas políticas e identidades que habitan en cada país de ALC. Se debe trabajar 
fuertemente en reforzar las libertades y oportunidades para los individuos, 
proteger a los colectivos vulnerables, pero sobre todo, anteponer una agen-
da holística que permita apuntar a una progresividad, no solo tributaria, sino 
también en esquema de política pública para que los objetivos alcanzados se 
sigan renovando con mayor ambición.

Los retos para la región son amplios, diversos, y heterogéneos. La articu-
lación de esfuerzos, por ahora, parece distante. Tal vez, los lectores de este 
libro puedan asumir un compromiso adicional para solventar los problemas 
vigentes y para proponer respuestas que aceleren una transición aplazada por 
demasiado tiempo. Mientras no existan generaciones que apunten a tomar las 
riendas de un futuro de ejercicio cooperativo, que salga de lógicas de hacien-
da, o peor aún de protección del metro cuadrado, la ineficiencia será la tónica 
general. En este sentido, una de las invitaciones que plantean estas páginas es 
aprovechar sus contenidos como un punto de partida, y transformar las reali-
dades aquí plasmadas hacia una mejor versión.

Como aporte adicional hay que insistir en que cualquier esfuerzo en ais-
lamiento es en vano, superficial, y un desperdicio de recursos. Las agendas 
nacionales requieren de complemento internacional, de preferencia regional, 
para fortalecer los resultados. Los cambios tecnológicos, la mejora en los me-
dios de comunicación, la digitalización, y la mejora en los medios de transpor-
te acortan distancias y aceleran procesos de interacción humana. Actuar detrás 
de las líneas fronterizas establecidas actualmente es una visión romántica, es-
tancada en una concepción clásica que ya no existe. Los actores por fuera de 
la legitimidad ya no respetan esa norma, las empresas transnacionales hacen 
esfuerzos para saltársela, incluso la sociedad civil opera de forma fluida con 
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fenómenos de migración transnacional y el surgimiento de comunidades bina-
cionales. En este sentido, los únicos que, torpemente, insisten en mantener una 
visión de Estado westfaliano clásico suelen ser los actores políticos y estatales, 
trayendo resultados pobres o, en casos particulares, aumentando los costos de 
control para evitar la inmigración.

Cercar nuestros países y levantar murallas no solo que carece de un cri-
terio técnico, sino que adolece de profundos vacíos éticos. En consecuencia, 
los esfuerzos políticos tienen que estar dirigidos a medidas de carácter trans-
nacional. El potencial que tiene ALC debería dejar de reflexionarse desde el 
romanticismo de los tiempos coloniales, cuando se veía en América una tie-
rra llena de oro y maravillas. Ya viene siendo hora de que sus habitantes se 
apersonen de los procesos que les permitan llegar a un desarrollo pleno y una 
posición internacional más allá de los rankings medios en todos los índices. 
¿A dónde va la región? Depende de factores exógenos, sí, pero la mayor parte 
de la responsabilidad recae sobre sus propios ciudadanos. Los lectores de este 
texto pueden transformarse en gestores de cambio positivo o perpetuadores 
de esquemas disfuncionales.
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América Latina,
la región que se niega a ser

¿Por qué América Latina se sigue manteniendo como una región 
simbólicamente unida pero fragmentada en la realidad? ¿Qué hace 
que los latinoamericanos sean tan semejantes, pero a la vez tan dis-
tintos? ¿Acaso sus habitantes están condenados a ser ciudadanos 
de segundo nivel en la toma de decisiones globales por el resto de la 
historia? Estas y otras dudas son abordadas de forma técnica, pero 
también filosófica en este libro.

En esta obra se trata de descifrar las complejas realidades de Amé-
rica Latina. Para ello se realiza un análisis sobre la coyuntura socioe-
conómica, comprendiendo la desigualdad endémica como uno de 
los puntos de partida de la complejidad del escenario regional. Se 
abordan discusiones sobre los actores políticos, sus agendas y sus fla-
quezas permanentes que conducen a la existencia de un malestar 
semipermanente. Y se reflexiona acerca del cruel escenario de inse-
guridad en el que grupos por fuera de la ley se han beneficiado de la 
debilidad de los Estados de la región.

Este texto es un llamado de atención y una invitación para que 
todos podamos asumir responsabilidades con el futuro de América 
Latina, la región que se niega a ser.


